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DEDICATORIA 



Al íSr. Don |^élix Jarías. 

Compatriota y amigo \ 

No atribuyo á este humilde trabajo mas 
mérito que aquel que en sí tiene la causa del 
derecho y ¡ajusticia^ que es la causa de nues- 
tra patria. 

Al dedicárselo^ recuerdo un consejo que Vdx 
habrá taivez olvidado. 

Preocupado con las argucias de Chile, ha- 
bía llegado á reunir los datos necesarios para 
combatirlo con sus mismas armas. Me propo- 
nía llevar la cuestión á sus propios dominios^ 
con la idea de que retrocediera á sus límites 
legales y naturales. Decirle: la costa del P^d'^ 
cífieo es Argentina, basado en mejores títulos 
que aquellos que se invocan en los avances de 
la usurpación^ para decirnos: lu costa del 
Atlántico^ es chilena. 
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Ojo por ojo^ diente por diente. 

En la inesperiencia de mis pocos años^ creía 
que la reciprocidad con un contendor desleal^ 
aseguraría el triunfo del derecho y el aniqui- 
lamiento de la ambición. 

Después de acariciar mi proyecto con toda 
la fé de la juventud y el entusiasmo que ins- 
pira la defensa sagrada de la patria^ reuní 
las pruebas conducentes y resolví consultarlo. 

No olvidaré su consejo : 

^^La obra no sería buena ^ porque no sería 

estrictamente justa''. 

Una nueva luz alumbró entonces mi cami- 
no. En la defensa del derecho había deseado 
llevar i>or arma de combate la llama de un 
incendio^ y Vd. me mostraba ahora algo mas 
bello : la luz eterna del sol, el triunfo sincero 
de la verdad. 

Desistiendo de atacar al eneynigo, he de- 
sandado como el apóstol el camino de Damas- 
co y para escribir á la luz de esa justicia es- 
triqtay de la verdad y el derecho , la presente 
obra que me honro en colocar bajo la protec- 
ción de su nombre. 

Lo saluda, etc. 

A. BSBMEJO. 
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En la diplomacia, como en todas las cosas, 
la perfidia y la mala fe pueden tener también 
su éxito, pero ese éxito es pasagero; la ver- 
dad y la justicia defendidas con lealtad y per- 
severancia concluyen siempre por triunfar. 
Seamos, pues, leales y perseverantes. 

Defendamos día á día, sin tregua ni reposo, 
los derechos argentinos que afectan los gran- 
des intereses del porvenir y la integridad de 
la patria. * 

No es por días ni por años que se mide la 
vida de las naciones. Podemos determinar su 
origen, pero ¿quién podrá prever su fin ó la 
magnitud de su desenvolvimiento y de su 
obra en la labor fecunda del progreso? 

Vasto es hoy el territorio argentino, redu- 
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cida su población. ¿Hemos de consentir por 
esta causa en que sea desmembrado? 

En un porvenir no lejano se habrá invertido 
esa proporción y las generaciones de enton- 
ces exhumarán del olvido nuestros nombres, 
para preguntamos qué hemos hecho de la 
gran nación cuya independencia fun.daran los 
hijos de Mayo. 

Esa gran nación está ya mutilada, les dire- 
mos. No es la misma que midió por el Norte 
el paso marcial de Belgrano; no es ya la mis- 
ma cuyas armas asentó al Oriente Alvear y 
cuyas naves llevara al Sur el intrépido Bro\vn; 
no es ya la misma cuyos lindes trazara al 
Occidente la espada fulgurante de San Mar- 
tin. 

¿Qué ha sido del teatro de tanta gloria? 

Al estallar la revolución de 1810 y durante 
toda la guerra de la independencia, el Virei- 
nato del Rio de la Plata, se. estendía desde 
los confines d.el Bajo Perú hasta el ^stremo 
Sud del Continente. 

Levantado el estandarte de la emancipa- 
ción, el pueblo Argentiho no reconoció fron- 
teras que detuviesen su entusiasmo guerrero^ 
porque ellas na existen realmente cuando se 
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trata de llevar á los pueblos, no la usurpación 
que indigna, sino el sacrificio que emancipa 
tJe la servidumbre. 

Con Belgrano, saca de su letargo tradicio- 
nal al Paraguay y consagra el derecho ame- 
ricano en las victorias de Salta y Tucuman; 
emancipa con Rondeau la Banda Oriental 
del Uruguay; con San Martin reconquista á 
Chile y el Perú. 

Quince años de lucha continuada, de es- 
fuerzos inauditos, reahzaron al fin la aspira- 
ción del estadista: la América para los ame- 
ricanos. Otras tantas repúblicas levantadas 
sobre los restos de una denominación de tfes 
siglos, vieron brillar por primera vez el sol de 
la libertad que la bandera argentina llevara 
estampada en sus girones como emblema de 
la revolución de Mayo. 

La bandera patria flameaba entonces vic- 
toriosa desde las riberas del Plata hasta las 
márgenes del Rimac; desde las regiones he- 
ladas de la Patagonia, hasta la zona ardiente 
del Ecuador. Pero, desgraciadamente, si ven- 
ció siempre por las artnas, fué siempre venci- 
da por la diplomacia. 

Triunfa en Ayacuchoy dicta la ley de 1825 
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que segrega de su seno las cuatro provincias 
del Alto Perú. Triunfa en Ituzaingó, y con- 
siente en la separación de la Banda Oriental; 
se cubre de gloria en el Tebicuary, y tolera el 
aislamiento de la provincia del Paraguay, cu- 
* ya independencia reconoce en 1852; triunfa 
finalmente de esta nación, y recoje por tro- 
feos la pérdida de la Villa Occidental. 

Unas tras otras hemos visto desgajarse así 
las ramas del corpulento Vireinato. 

Locura fuera tratar de recojerlas; pero, 
¿consentiremos ahora en que se arranquen sus 
raíces? 

Después de haber anclado nuestras naves 
en Santa Cruz, ¿consentiremos también en ser 
despojados de la Patagonia? 

He ahí el problema. 

Antonio Bermejo. 

BnenoB Aires, Febrero 2 de 1879. 
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ARBITRAGE DE DERECHO 



SüXAEio— El uti possidetis de 1810— Tratadbs de 1826 j 1896— I>ÍTÍBton d^ 
MrUitnig<o— Ho hay en Jünériofr res nilllÍiui--Condioiou de ka l^ibus 
aalvajes ante el derecho internacional— Anteoedentes diplomáticos 
sobre el arbitraje de derecho j bases del tratado de Bnero del 7% 
— Beseúa de las cuestiones de liaites sostenid.vs por la Bep4bUca 
Argentina con el Brasil, Bolivlá y el Paraguay— Jnrispradenoia 
amerifl^tna; doctrina de Monroe— Discusión entre Chile y BoIívía-^ 
Vriaoipio general. 



Al estudiar una cuestión de limites la pn^ 
mera dificultad que ocurre al pensamiento es 
la siguiente: 

¿Cuál es la base 6 criterio para resolverla? 

La unidad de régimen á que se hallaban 
subordinadas las colonias americanas antes 
de su emancipación,, la. inmensa. estensÍQntw# 
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ritorial que ellas abarcaban j el centralismo 
administrativo de la Metrópoli que habia di- 
vidido todo el continente en solo cuatro vi- 
rey natos y cinco Oapitanias Generales hacia 
1810, unido á la carencia de datos sobre sus 
condiciones geogiráficasj fueron la causa de 
que la mayor parte de esas colonias no tuvie- 
sen sus límites bien determinados al consti- 
tuirse en naciones indepeni^ientes. 

¿Cómo determinar los límites de esas nue- 
vas nacionalidades? , . 

* * . • • • 

Tal era lá cuestión que* debia presentarse 
desde el primer momento. 
j:. Sin embargo al líido de la dificultad, se ha- 
llaba el medio de resolverla: era este él uti 
possidetis de 1810. 

Tomando como punto de partida la época 
en que inició Buenos Aires, el movimiento 
que diera por resultado la libertad del conti- 
Xkentd^; se reconoció que las .re{)dblica9 Jiispa* 
no-atnericanas, renunciando á veleidades Afi 
engrandecimiento territorial, reconocerían po- 
mo rlimites de. su gurisdiccion. respectiva, los 
mismos que hacia el año^l810 habia estable- 
cido la> Metrópoli Española para cada Vireyi 
nato ó Capitania General.. 
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;... Lqs movimientos anteriores no habiat) h^ 
chp mas que presagiar la tormenta re voliipio* 
Baria.. Así, él de 1809 en el Alto Pera y los 
que le habian precedido, como el de 1780;: nó 
tuvieron trauscenSehcia eficiente ni podían 
servir de origen para fundar derechos puesto 
que habian sido completamente sofocados por 
la España. 

Por lo demás, el principio que servirá de 
base á la cuestión que debatimos, ha sido re- 
conocido solemnemente por la República Ar« 
gentina y Chile dQsde los primeros años de 
su vida independiente. 

En efecto en el Tratado de amistad, alian^ 
za, comercio y navegación de fecha Noviem- 
bre 20 de 1826, se prescribe lo siguiente: 
- Las Repúblicas contratantes se obligan- á 
garantir la integridad de sus territorios y á' 
obrar contra todo poder extrangero que in* 
tente mudar por violencia los limites de di- 
chas repúblicas, reconocidos antes de su emañ* 
cipacion 6 posteriormente en virtud de trata»; 
dos. especiales (*). 

Posteriormente y con motivo de la funda- 
ción de una. Colonia en el Estrecho, fundación 

(*) Coleooion de tratados oelebradoB por la S^úbliea Axfentiiui ooü laa 
naciones extrangeras— paer. 66— art. H^, 
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i^l^iB^CbU^ había practicado al ampa/ro 4« las 
QQQ^plicacíomes . internacioBalcs que llamaban 
J§, aleíiqioií del Gobierno Argentino, ser oe4e- 
Jtiró el tratado de 1856, .que teniendo en cpq- 
sidjQracion la reclamacion^ntablada por eete 
.Gobierno contra la Colonia mencionada, dis- 
puso en su artículo XXXIX, lo que á conti- 
nuacion se trascribe: 

Ambas partes aontratantes^ reconocen como 
límites de sus respectivos territorios^ los que 
poeeian como tales al tiempo de separarse do 
Za dominación española el q,ño 1810, y convie- 
nen en aplazar las cuestiones que han podido 
óipuedan suscitarse sobre esta materia, para 
diseutirlas después pacífica y amigablemente, 
sin recurrir jamás á medidas violentas y én 
Qa^ de no arribar á un completo arralo, so- 
meter la decisión al arbitrage de una nación 
amiga (*). 

.;jDada Nación conservará así en virtud de 
egps^ pactos solemnes, las mismas demarca- 
qÍo^qs jurisdiccionales señaladas por la Me- 
trópoli al Vireinato de Buenos Aires y á la 
Qapitania General de Chile, los mismos lími- 
t^9 que sus territorios pespeetivos tenian al 

* ^>: Col«ooioii de tnitedM-^pág. 819. 



tiempo de separarse déla áomimicÁotí el^- 
*oíáenl810. *" 

Nos Umitaremos ahora á determinar él" al- 
cance y la sigDificacion de este principio, t>^ 
«e ineludible de todo arreglo. 

A la luz del derecho público y la historia 
demostraremos, que el uti-possidetisáe ISIO^ 
6 sea la posesión territorial de la Bepúblilm 
Argentina y Chile, los límites que poseían 
como tales al tiempo de separarse de la do- 
minación española y que según el Tratado 
de -66, deben servir de base para el deslinde, 
no son los límites que poseian de heche, -le 
ocupación real de entonces, límites y ocu^á- 
cion indiscutibles, sino el dominio eminente^ k 

4 

soberanía territorial determinada por las le- 
yes dictadas por el soberano español y sué 
agentes en América. 

Si es así, si el principio consignado en es^e 
tratado, importa el reconocimiento de la po- 
sesión civil, de aquella que emana de títulos 
legítimos, queda esplícitamente demostrado 
que el único arbitrage obligatorio para ambos 
gobiernos, es el que reúne las condiciones de 
arbitrage de derecho; comprobaremos al mis- 
mo tiempo ante las demás naciones que los 
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.fcemtorios disp atados en la región aüstra) del 
Continente, no son resnullius que estétf'a 
merced del primer ocupante, sino propiedad 
argentina única y esclusivamente. 

La cuestión que vamos á examinar, puede 
«entonces reasumirse así: 

¿El arbitro adoptado por el tratado de 66, 
será juez de derecho ó juez de equidad? (♦) 
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La posesión tanto en el derecho publicó 
tiomo en el civil ó privado, puede ser de he- 
feho ó de derecho; la primera consiste en la 
ocupación de la cosa, es simplemente la de- 
tentación material de ella; la segunda, esto 
és, la posesión civil 6 de derecho, implica el 
título de dominio sobre el objeto poseidó y 
68 independiente del hecho material de la te- 
nencia ú ocupación. 

(*) Al acreditarse en 1876 la misiou Barros Arana, se dejaba traslu. 

, (áx ya aue el ultimo refugio de la diplomacia chilena, vencida en el ter* 
reno del derecho, seria recnrrir á un componedor amigable. Por esta 
causa en la t^is que con el título: "Cuestión de límites entre la B^ública 
Argentina y Chile", presenté entonces á 1» Facultad de Derecho y Cienoiaf; 
Sociales, consagré un capítulo especial al examen de esta nueva fas de 

^ la cueetion. £1 desenlace de la misión Barros Arana ha confirmado aquella 

'^ previsión. 

Es cierto que el tratado que acaba de aprobar el Congreso Chileno, adop< 

. tá vn arbitro joris» pero no loes menos, que interesa evidenciair la nece- 
sidad de él ante la perspectiva del rechazo de las otras clausulas por el 
Congreso Argentino, j especialmente porque en ese pacto se menciQi^ el 

^' princip'io en general sin reglamentarlo, que es lo sustancial^ ' 
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Así el locatario ó inquilino posee de hecho 
el inmueble arrendado, puesto que lo ocupa; 
mientras que el locador posee civilmente el 
mismo inmueble, por intermedio, diremos así, 
de su título 6 instrumento de propiedad. 

Correlativamente á esas dos clases de po- 
sesión, el arbitrage que la civilización moder- 
na aconseja como medio de dirimir las con- 
tiendas internacionales, puede ser también de 
dos especies: arbitrage de derecho ó de equi- 
dad. 

El primero — arbitro juris — debe subordi- 
nar su laudo á las prescripciones de la ley, á 
las exigencias del derecho estricto. 

El segundo — arbitrador 6 componedor ami- 
gable — solo tiene que atenerse á las inspira- 
ciones de su conciencia, á las consideraciones 
de utilidad ó conveniencia recíproca de las 
partes compromitentes y á los principios de 
la equidad. (*) 

¿Qué carácter investirá el arbitro impuesto 

(*) Algunos publicistas, como Bluntsclili y de Carld adoptan la división 
propnesttEi por los tratadistas alemanes. Segon estos hay dos clases de 
arbitrage, <][ae denominan arbitratio y arbitrium. 

Hay arbltratio cuando los compromitentes, e.<itando conformes en el 
fondo de la redamación solo difieren en la cantidad. Así por ejemplo, 
una parte reconoce la obligación de pag^r á otra una indemnización pero 
impugna el monto de esta. Hay lugar i un arbitrium cuando se pro- 
mueve contestación sobre el fondo mismo de la reclamación, es decir, so- 
bre la existencia de ella. A mi juicio esta división carece de utilidad 

Sráctioa y aun científica. La que consigno en esta esposicion, tomada del 
ere^io civil y como derivada de las atribuciones y reglas á que debe su- 
bordinar el arbitro su fallo, es indudablemente preferible i la anterior. 
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á U Eepública Ai^gentina y á Chile, pov el 
ti^tUdo de 1856? 

£iia pregunta se reduce á la siguiente: 

Qual es la base adoptada por ese tratado 
para la decisión ó sentencia arbitral? 

Bs evidente que el carácter del arbitro de- 
pepderá del criterio, de la regla á que deba 
subordinar su fallo. Si demostramos que ese 
oríterip, que esa regla, es la posición civil de 
1810, la posQsion de títulos, habremos demos- 
trado que el pacto vigente impone un arbitro 
dq derecho. 

Ahora bien, ¿cuál de las dos especies de 
posesión mencionadas en la que adopta el 

tratado de 1856? 

Las últimas evpluciones de la cancillería 
chilena, que en esto de evoluciones es más. 
que hábil, tendieron á dar al arbitro el oarác^. 
ter de arbitrador y componedor amigable, qí 
no fuera posible conseguir ante todas cosaos 
^\x dorado ensueño: una transacción. (*) 

Es condición de todo litigante de mala ley 
y poco seguro de su^ derecho, el tratar de elu- 
dir a toda costa, el fallo de un ]\xet recto é 
imparciai. 

(f) Metmoria de K. Eateriores, yde CokmizaieioA, preaenMiv ^ GcAr 
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Gon ése objeto, ha llegado á decir él Miiüa^ 
ero Alfonso: aunque mi honorable ántécéáoi* 
se haya pronunciado en 1874 por el nombra:* 
miento de un arbitro juriSy como sobre ésí* 
punto no ha recaído un acuerdo de parte dé' 
los dos gobiernos, puede ser discutido y apre- 
ciado bajo nuevas faces. 

Vamos pues á discutir y apreciar esas' tíüé- 
vas faces. 
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Los Estados del Nuevo Mundo, vinculadóflr 
por la comunidad de glorias y de sacrificios^ 
en los orígenes de su vida independiente, de- 
ben estarlo también en la conservación de lá 
paz y de los principios que la garanten. 

Dueños de estensos territorios inhabitados^ 
tienen que condenar unánimemente la teoría 
de las ocupaciones de hecho, como fuente del 
derecho de dominio, porque ella importana 
el predominio de la fuerza sobre las inspira-' 
ciónes de la razón y la justicia. 

La condición del progreso en Aniéríca,- 
como en todas partes, es la fratémidstd qu^ 
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hermana los pueblos en la labor asidua; j 
par. asegurarta ea menester el respeto mas 
profundo por las demarcaciones legales que 
señalaran á cada una los límites de su sobe* 
ranía y de su imperio. 

Las divisiones jurisdiccionales abarcaban 
por lo regular en América vastas estensiones 
de territorio, que aunque sometidas al Sobe- 
rano de España, y reconocidas así por todas 
las naciones civilizadas, no habian sido objeto 
de ocupación real, de colonización. 

^Oon qué medida se procederá al deslinde? 

Desconocer la autoridad de la ley, de los 
títulos qué nos legara la Metrópoli, importa- 
ría admitir que los territorios que se hallan 
hasta ahora en poder de sus moradores pri- 
mitivos, en su mayor parte inhabitados, care- 
cen de dueño, son res nulliuSy que están á 
merced del primer ocupante. 

La teoría que combatimos, nos llevaría ló- 
gicamente á esta consecuencia. 

Si el utipossidetis del año 10, adoptado 
por todas las Repúblicas hispano-amerícanas, 
como base para el deslinde de sus territorios 
y el arbitrage que á él debe subordinarse 
para determinar los límites internacionales, 
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no revisten el carácter, de posesión civil el 
primero, y e¡\ segundo de arbitrage de dere- 
cho, tendremos que desconocer la eficacia de 
los títulos que nos legara la madre patria so- 
bre el dominio de esos territorios; en una pa- 
labra, ellos serian res nullius. 

Esto es obvio. O los títulos legados por la 
España á sus colonias, son bastantes para 
constatar su dominio, y el juez revistiendo el 
carácter de arbitro juris se ajusta á ellos, 6 
por el contrario, esos títulos son ineficaces, 
los territorios disputados carecen de dueño y 
el arbitro será juez de equidad, fallará ex equo. 
et bono. 

Ahora bien, ¿las tierras australes del conti- 
nente, podrán considerarse res nullius? Exa- 
minemos esta faz de la cuestión (*). 

Bes nullius^ como lo indican sus términos, 
son las cosas que no pertenecen á nadie; en 
otras palabras, son las cosas sin dueño; aque-í 

(*) En muchas carta4s geográficas oonstmidas en Europa y en las obras 
sobre el particular, se representa la Patagonia como una sección aparte. 
Un ellas se señala el Bio N^ro como límite Sur de la Bepública Ai^en* 
tina 7 Chile, de donde se infiere que según los autores de esos mapas 
la Patsfronia es «res^nullius*. El Plenipotenciario francés Mr. Ducros 
Aubert, luí insinuado igualmente esa estravagancia en su Nota de Abril 
3 de 1877 sobre el incidente de la * Jeanne Amélie* — Además algimos escri> 
tores chilenos como Vicuña Mackenna, D. Manuel A. Matta (La cuestión 
chilenO'argentinaJ v otros, después de haber escluido la Patagonia de la 
jurisdicción de Chile, procuran legitiinar las reclamaciones actuales de. 
aquel país, á título de que se trata de ima cosa que carece de dueño. Por 
eso ha dicho con razón un notable escritor cmleno, el Dr. Bilbao: "En 
Chile hay dos opiniones sobre la cuestión de límites: unos creen que no 
hay títulos para cuestionar la Patagonia; los otros, los que la cuestionan, 
llegan á este estremo: la Patagonia es resnuUiíig. * 



Kás qae, siendo Susceptibles de dominio priVá* 
d6; ¿o lásLXt áidó aun apropiadas poir él H6íñ'^ 
ure. 

N6 éS una pééuliáridad dé la Réjpúblicá Ar-; 
géntina, abarcar dentro de sus límites legales 
territorios inhabitados; los poseen todas las 
Repúblicas del Pacífico, los Estados Unidos, 
Rusia en Siberia, Inglaterra en Australia y 
la India, Francia en Argelia. 

Concretándonos á las naciones hispano-ame- 
ricanas, trataremos de determinar los títulos^ 
con que cuentan para reivindicar él dominio 
exclusivo en América 



ÍV 



A mediados del siglo xv las naciones euro- 
peas, buscando ensanche á su comercio y de- 
sarrollo á su poder marítimo, inician la era 
dé los grandes descubrimientos. 

Él genio dé Colon busca el derrotero á \¿» 
l^iás por el Occidente y asienta el pabdl^n 
dé' Castilla en un nuevo mundo. En pos- de 
d»» huella» la Gran Bretaña, la Ilolanda y la* 
FránÓia toman posesión del Norte, y el P6i> 
tugal descubre lar& tíerras del Brasil, mi0&- 
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tras qae en dirección opuesta, lanza si(9 qa« 
ves bajo la dirección de Vasco de Ga^i^ ¿ 
través del temido Cabo de las Tormentas. 

Los intereses de las grandes potencian eu- 
ropeas vinieron á chocarse entonces en el 
suelo virgen de la AméricQ. 

¿Cómo deslindarlos? 

Hay dos medios naturales de adquirir li^ 
propiedad: primitivo ú originario el unp^ e^ 
la ocupación; derivado el otro, es la tradiciQp, 
tomada esta palabra en su mas amplia, signi- 
ficación; y no puede haber otro medio pu^feo 
que una cosa tiene ó no tiene dueño; si uq \o 
tiene^ será adquirida por el primer ocupante 
si lo tiene no puede pasar á otro sin que @ste 
le transfiera su derecho por una manife^ta* 
oion espresa ó tácita de su voluntad. 

La ocupación como medio de adquirir el 
dominio internacional, es reconocida y legiti- 
n^ada por todos los publicistas, cuando se re- 
fiere 4 territorios que no tienen dueño, qije 
no están sometidos por un título preexistente 
á la soberania de otra nación. 

La prioridad en el descubrimiento, recQuo- 
cida como fuente de dojpinio de^de el ^iglp 
XV, se reduce á la ocupación que hemos men- 
cionado* 



— 16 — 

Pues bien, fundándose en estos principios 
y en el asentimiento de todas las nacioneB, la 
España fué soberana absoluta de toda la par- 
te de América situada al Oeste del meridiano 
señalado, primero por la Bula de Alejandro 
VI (autoridad legítima y reconocida enton- 
ces) y posteriormente por los tratados de 
Tordesillas (1493) y de San Ildefonso (1777) 
celebrados por aquella nación con el Rey de 
Portugal. 

Por el artículo 6** del tratado celebrado en 
1790 entre Inglaterra y España, aquella na- 
ción se obligaba á no formar establecimiento 
alguno en las costas Patagónicas pertenecien- 
tes al dominio español. Y en el mismo año el 
Virey de Buenos Aires encarga al Coman- 
dante del Rio Negro y Puerto Deseado que 
"no tolere buque alguno estrangero en esos 
mares y costas del dominio español, ni les 
permita navegar á menos de diez leguas de 
las costas ocupadas por la España, porque 
seria contra nuestra posesión convenida en 
repetidos ajustes y tratados" (*). 

Esta declaración y los principios en ella 
consignados tuvieron lugar y fueron recono- 

f*) X. 8. 8. del Árobiyo Oeneral de la ProTinoia. 
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oídos por la Gran Bretaña, con motivo de la 
discusión sobre el dominio del Nostka Sund. 

* 

Ese dominio ejercido por la España duran- 
té trescientos años en las regiones australes 
del continente y sometido á la jurisdicción 
del Vireynato de Buenos Aires, fué heredado 
por las Provincias Unidas del Rio de la Pla- 
ta, al separarse de la madre patria para cons- 
tituirse en nación independiente. 

Del mismo modo las demás colonias hispa- 
no-americanas, reasumieron con su soberanía 
internacional la jurisdicción ejercida por la 
metrópoli dentro de sus límites legales. 

El dominio del Gobierno Español sobre los 
territorios inhabitados, ha sido pues recono- 
cido y respetado por todas las ixaciones. Sus 
títulos son indisputables. Y bien, si el uti 
po88ÍdetÍ8j adoptado por las Repúblicas Ame- 
ricanas para el deslinde, no es el que esos mis- 
mos títulos establecen, y si por consiguiente, 
el arbitro estipulado en 1856, no es arbitro de 
derecho, resultarán de dos cosas, una: ó esos 
territorios pertenecen todavía á la España, ó 
no tienen dueño. Lo primero es históricamente 
falso, puesto que desde 1825, el podjer espa- 
ñol-desapareció del continente renunciando 
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definitiva é irrevocablemente á su doudmo; lo 
Begitndo es absurdo ante el derecho y la hi6« 
tona. 

Desde 1826 con motivo de las declaracio- 
ties terminantes del Gobierno de los Estados 
Unidos, el reconocimiento de que las tierras 
ocupadas por los Indios, pertenecian esclusi- 
vamente á las naciones que en América se 
habian erijido sobre los antiguos dominios 
de Inglaterra y España, llegó á constituir 
un principio de derecho público interna- 
cional. 

Las relaciones de las tribus indigenas con 
el Gobierno de la ünion Americana son mas 
restringidas que las que podría sostener un 
estado semi-soberano. En esa condición se 
hallan los Cherokées respecto al Gobierno de 
aquella Nación; y en la misma deben conside- 
rarse los Indios Patagones y Fueguinos res- 
pecto al de la República Argentina. Ellos son 
dueños de los territorios que ocupan; tienen 
usufructo de él. La ley, á mas de ese derecho, 
impone al Gobierno la obligación de emplear 
medios pacificos para estender hasta ellos los 
beneficios de la civilización. 

Sin embargo, esas tribus no podrán cul- 
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tivar relaciones internaoion&ies ni disponer 
del territorio á favor de potencias esteans* 
geras. Deben ser consideradas simplemente 
como ocupantes y mantenidas en la posesión 
de sus terrenos, pero sin que puedan en 
caso alguno, trasmitir el título de dominio 
á otra nación, es decir, ceder la sobera- 
nia. 

Tal es la doctrina del derecho público moi- 
derno, aplicada por la Inglaterra en la India 
y en Australia, por la Francia en Argelia y 
por los Americanos en América. 

La propiedad no es la soberanía y si las 
tribus salvages pueden reclamar la primera, 
porque ella se funda en la naturaleza huma* 
na^ no sucede así con la segunda que reclama- 
la existencia de un Estado, de un gobierno 
en fin como órgano del derecho internacional. 

La República Argentina, ejerce, pues, y de 
uña manera incontestable, el derecho de so» 
berania sobre los territorios ocupados por los: 
indios, dentro de sus límites legales. 

Estas doctrinas confirmadas en Norte Amé- 
rica, por repetidas sentencias de la corte Fe* 
deral, han sido igualmente sostenidas por los 
Gobiernos de Inglaterra y España, desde la^ 
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época del descubrimiento de América hasta 
la emancipación de las colonias. (*) 

En los Tratados de las grandes potencias 
Europeas hallaremos consignados los mismos 
principios. 

Por el Utrech celebrado en 1713, la Fran- 
cia cedió á Inglaterra la Acadia ó Nueva Es- 
cocia, ocupada en su mayor parte por las tri- 
bus indígenas. 

Por el Tratado de 1763 entre estas mismas 
naciones, la primera cedió á la segunda todo 
el país que se estiende al Este del Misissipi, 
aunque los indios ocupaban en él una vasta 
rejion, mientras que la Gran Bretaña cedió 
por su parte todas sus pretenciones al país 
del Oeste, en el cual no poseia una sola pul- 
gada de territorio. 

De la misma especie han sido las cesiones 
de la Florida y la Luisiana y las trasmisiones 
de dominio, hechas por Inglaterra y España 
á los Estados Unidos en la América del 
Norte. 

El derecho público europeo, reconoce pues, 
el dominio de las naciones americanas sobre 

[•] Wheaton— "Elements du droit intemational'— Tomo I— -página 
50-r-Keiit— "Comentaries on américan Laws"— -tomo III — ^pág. 382 — Story— 
ComentariM. 
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los territorios ocupados por los indígenas. 
Estos tratados establecen así que estos no 
son res nullius. y que solo la nación en cuyos 
límites lógales se hallan enclavados, es la que 
puede enagenarlos ó someterlos á un sistema 
de colonización. 

Si es así, si existen títulos de dominio so- 
bre los territorios disputados el arbitro conve- 
nido debe subordinar á ellos su fallo, es decir, 
debe revestir el carácter de arbitro de dere- 
cho. 



V 



Y no es solo en los tratados celebrados por 
las grandes potencias europeas, donde consta 
la legitimidad de los títulos de las naciones 
del nuevo mundo sobre el vasto continente 
americano; no es solo en el tratado de 1856 
donde Chile se ha comprofnetido á respetarlos 
como base del laudo arbitral; están aún de por 
medio las declaraciones terminantes del Ga- 
binete de Santiago, reconociendo estos prin- 
cipios, tanto en la discusión con el Gobierno 
Argentino, como en la que ha sostenido con 
Bolivia. 
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Don Manuel Montt ex-presidente de Chile, 
decía en su Memoria de Relaciones Exterío- 
re& de 1845: "La autoridad de los testimo- 
moa privados no podría nunca ponerse ea 
balanza con la del Soberano, que establece ó 
reconoce como establecida una circunscrip- 
ción particular en un pais sometido á su im- 
perio. Las demarcaciones antiguas de los Vi- 
reynatos que deben servirnos de regla han de 
comprobarse en cuanto es posible por vm* 
nifestaciones auténticas de la voluntad sobe- 
rana". 

El señor D. Antonio Varas, Ministro tam- 
bién de aquel pais, en su Memoria de Rela- 
ciones Esteriones de 1860, reconocia la fuerza 
decisiva de los documentos y actos de juris- 
dicción emanados de las autoridades colonia- 
les. 

"Entre los antecedentes, decia, invocados 
por nuestra parte que, emanados de la auto- 
ridad que gobernaba estos países ó reconocidos 
por ella son para nosotros de carácter decisivo^ 
eto". 

De estos testimonios oficiales, resulta que 
las Cédulas y Reales Ordenes, espedidas por 
los Monarcas de España, tendrán un valor 
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decisivo ante el arbitro de derecho; que lo 
tendrán también los documentos emanadois 
de los agentes del Soberano Español en Amé- 
rica Vireyes de Lima y de Buenos Aires, Pre- 
sidentes de Chile é Intendentes de una y otra 
colonia. Esa misma fuerza legal tendrán los 
documentos en que consten actos de jurísdic- 
oion practicados por las autoridades respecti- 
vas, antes y después de 181(V (*) 

Si examinamos ahora lo que podría llamar- 
se constancias de autos, notaremos que el uti 
possidetis de derecho ha sido reconocido por 
el Gobierno de Chile en mas de una comuni- 
cación oficial. Así en 1873, dirigiéndose al 
Plenipotenciario Argentino, aquel gobierno 
manifestaba por intermedio de su Ministro 
Ibafíez, cual era el carácter del litigio pen- 
diente cuando decía: 

"La presente cuestión es, pues, una cues- 
tión legal, 6 una cuestión de derecho que im- 
porta lo mismo. 

La regla á que debemes sugetarnos ha sido 
ya dada por el pacto de 56. El uti possidetis 
de 1810, será el que decida la cuestión y ese 

(*) £n todo tratado de arbittaje d6b«& Inoluárse como Imww del l&xido 
•rbátxal loa teetimonios tíOb «n Mtd panipcato i&CBkoioimi&OB. AatMindta 
del conjniito de la doctrina etne eupónemod y además de liaUyee Uy IS» 
tít. 1 « lib. IV y la ley 1 « tit. 1 « Ub. V, de U Eecop. de Indlñ. 
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tdi'jjossidetis debe deducirse de la ley que 
brilla como la luz usando de las propias pala- 
bras de V. S." (*) 

Cuando en un debate diplomático los Ple- 
nipotenciarios manifiestan lisa y llanamente, 
sin condición alguna, su opinión acorde sobre 
un principio ó una doctrina, esta queda ir- 
revocablemente aceptada, considerándoáe las 
partes ligadas ^ ella, por un vínculo tan so- 
lemne como si esa doctrina hubiera sido con- 
signada en un pacto ó protocolo. Así lo exije 
la buena fé que debe suponerse en los repre- 
sentantes de las naciones. 

Bu las instrucciones dadas por el Ministro 
Alfonso al señor Barros Arana con fecha 
Marzo 4 de 1876, para el cumplimiento de la 
misión de que éste venia encargado, se con- 
signa el mismo principio: 

"El arbitro debe fallar la cuestión en dere- 
cho estricto 6 como arbitro juris^ según la 
espresion usada generalmente para designar 
esta clase de juicio (**). 

Sin embargo, el mismo señor Alfonso, reac- 

[*1 Nota de abril 7 de 1873— Consta también la aceptación del arbitro 

juru por parte del gobierno chileno, en la nota del ministro Ibañez de 

Ma/o 26 de .1874 [])£emoria de B. E. de 1874, pag. 278.] y eu la de Agosto 

■Mw 1$74 filmada por él Flenlpotenojario Blestk^ana. 

- (**) Memoria de B. E. y de colonización presentada al Congreso chileno. 

187»-pag.34. 
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oiona pronto contra la verdadera dootrina y 
dirigiéndose al señor Barros Arana le mani- 
fieata su deseo de que las facultades del arbi- 
tro sean tan latas como fuere posible, pudien- 
do éste inspirarse para las resoluciones de su 
fallo, no solo en consideraciones legales, sino 
en razones de justicia natural y de simple 
equidad (*). 

De acuerdo con los principios mencionados 
el tratado de Enero, firmado por los Pleni- 
potenciarlos Elizalde y Barros Arana, pres* 
cribia lo siguiente: 

Art. 3*" Habiendo convenido la República 
Argentina y de Chile en el art. 39 del tratado 
antes citado, que ambas partes contratantes 
reconocen como límites de sus respectivos 
territorios los que poseian como tales al tiem- 
po de separarse de la dominación española 
el año de 1810, y habiendo sostenido los Go- 
biernos de ambas repúblicas que sus títulos 
al dominio austral del continente, son claros, 
precisos é incontestables; el arbitro deberá 
tener presente para pronunciar su fallo la 
siguiente regla de derecho publico americano» 

(*) Memoria de B. E. y de colonización presentada al Congreso chileno^ 
1878-pájina8 52 7 56. 
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que los Gobiernos contratantes zoepian y sos- 
tienen: 

Las Repúblicas Hispano- Americanas han 
sucedido al Bey de España en los derechos 
de posesión y de dominio que él tenia sobre 
toda la América Española. En consecuencia, 
BO hay en esta, territorios que puedan repu- 
tarse res nullius y los territorios disputados 
en el presente caso tienen qúB decl^x^rse de 
la República Argentina 6 de Chile con arre- 
glo á los derechos preferentes de una ú otra. 

Art. 4^ El arbitro tendrá el carácter de 
arbitro juris^ que arabos Gobiernos le confie- 
ren. El arbitro fallará en ese carácter y con 
sujeción: 1^ A los actos y documentos ema- 
nados del Gobierno de España, de sus auto- 
ridades y agentes en América y á los actos y 
documentos procedentes de los Gobiernos de 
la República Argentina y de Chile. 2**: Si to- 
dos estos actos y documentos no fueran bas- 
tante claros para resolver por ellos las cues- 
tiones pendientes, el arbitro podrá resolverlas 
aplicando también los principios de Derecho 
Internación^ «" 

Observaremos que este segundo inciso es- 
taba demás y era inconducente é incompatible 
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eoD el artSeulo 3"^. En efecto, si awbas pwtos 
maoifiestMi en este, que sus tírtoloa son dsM- 
Tos, precisos é incontestables, ¿cómo se admi^ 
te en este inciso, que puedan no ser bastaste 
okros para resolver por ellas las ouestioneé 
pendientes? 

El indso 1^ del artículo 4P eneierta todos 
los elementos dé decisión, y como ellos cons-^ 
tituyen los principios AA derecho Í€itetnaeio- 
nal, es una redundancia inexplicaíble la que 
consigna el inciso 2^. 

El artículo 4^ adopta el arbitraje de dere- 
cho,, única solución legal. Con la pequeña &»:« 
presión que indicamos, él constituya una de 
las bases ineludibles de todo arreglo. 

Gomo este tratado en conjunto ha sido de<^ 
sestimado por Chile y como además su* Minis^ 
ifro ha llegado á manifestar que es facultativo 
para aquella Nación, el adoptar ó no estas 
bases, hemos creido conveniente evidenciar 
la legitimidad de ellas. 



VI 



Pasando ahora al examen de los principios 
invocado» por la diplomacia Argentina ext sits 
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diversas cuestiones de límites, hallaremos el 
mismo resultado: siempre y en todas partes 
la supremacia de la razón y del derecho; la 
posesión civil constatada por documentos au- 
ténticos y su corolario forzoso, el arbitrage de 
derecho, como salvaguardia de la paz y la fra- 
ternidad entre las Eepúblicas hispano-araeri- 
canas. 

La breve reseña que haremos de las cues- 
tiones de límites que la Nación Argentina ha 
sostenido con los Estados limítrofes, pondrá 
de manifiesto lo elevado de su política. Puede 
ella decirlo con satisfacción: jamás ha fijado 
su vista en el mapa del nuevo mundo con la 
mira de ensanchar sus fronteras legales; si 
alguna vez las ha pasado, ahí está la historia 
para glorificarla: ella enseña que se la vio en 
el Paraguay, en el Alto Perú, en Chile, en Li- 
ma y Ecuador, donde ha dejado jirones de su 
bandera, no para conquistar territorios sino 
para redimir pueblos hermanos. 

Las Provincias Unidas del Rio de la Plata, 
habian reasumido la soberania del Vireinato 
desde el momento en que, desconociendo la 
autoridad de los Vireyes, organizaba el 25 de 
Mayo de 1810 su primera junta popular. 
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Así fué como las diversas secciones que lo 
coDstituian» delegaron sus representantes á la 
Asamblea Nacional del año 13, y suscribie- 
ron en 1816 la declaratoria de independen- 
cia proclamada por el Congreso de Tucu- 
man. 

De esa entidad colonial que la Nación Ar- 
gentina emancipara del tntelage de España, la 
fuerza espansiva del movimiento revoluciona- 
rio por una parte, nuestra decidia por otra, 
han creado tres nuevas nacionalidades: Soli- 
via en 1825, el Uruguay en 1828, el Paraguay 
en 1852. 

¿Bajo qué regla se procederá al deslinde de 
la soberania territorial respectiva? 

La República Argentina puede reivindicar 
el honor de haber sugerido á la América es- 
pañola, el principio salvador de la paz y la 
fraternidad consignado en el uti possidetis del 
año 10. 

Así fué como desde 1824 en las instruccio- 
nes dadas al Ministro acreditado ante el Go- 
bierno de los Estados-Unidos, se le recomen- 
daba especialmente propusiese como parte 
integrante de la doctrina de Moi^roe, este 
principio: que ninguno de los gobiernos nue- 
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vjDS d^ este contÍDezite, muda por violeooM sus 
límites reconocidos a) tiempo de su emamipa* 
ckiB. 

€hrádo por la misma poHtica de jnattioia» jr 
de paz hacia ooiisignar el mismo principio én 
el artículo 3^ de su tratado con Chile celara* 
do en 1826. 

En cuanta controversia ha sostenido, su 
respeto á la ley ha inspirado siempre á sus 
representantes, como vamos á comprobarlo 
examinando 1?a negociaciones sobre límites 
con Bolivia, Brasil y el Paraguay. 

Por la ley de 9 de Mayo de 1825, el Con- 
greso Argentino dejaba á las cuatro Provin- 
cias del alto Perú (la Plata, la Paz, Potosi y 
Coehabamba) en plena libertad para^ decidir 
dé sus destinos. 

Aprovechando este generoso ofrecimiento; 
debidamente encomiado por el Libertador de 
Colombia, sobre esas cuatro Provincias se 
oreó lo que es hoy república de Bolivia. 

Es indudable que el uti pomidetis del afio 
10, aplicable al deslinde de las grandes divi- 
siones administrativas, Vireynatos ó Capita- 
nías Generales, creadas por la Metrópoli, 1© 
es igualmente á las subdivisiones de aquellas. 
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ya sean Intendencias, Provincias ó Departa* 
mentes. 

De donde se refiere que los límites fijados 
el afio 10 á esas Intendencias, deberán ser 
respetados por la Nación que se constituya 
con ellas. 

Dictada la ley mencionada, la Legación Ai- 
rear, Díaz Yelez, acreditada en 1825 ante el 
Gobierno de Bolivia, tuvo por misión princi- 
pal reclamar de aquel gobierno el departa** 
mentó de Tarija, el Chaco Boreal y los teiri-» 
torios de Mojos y Chiquitos, como excluidos 
de las cuatro Provincias del Alto Perú en 
1810 y subordinados por Cédulas y BiCales 
Ordenes terminantes, á la Intendencia de 
Salta. 

Si bien es cierto que el departamento de 
Tarija correspondía á la Intendencia de Poto- 
sí, en la época colonial, fué durante esta, se- 
gregado de ella y anexado á 'la de Salta por 
la Real Cédula de 17 de Febiwo de 1807, 
dictada por el Rey Carlos iv. 

Llevada á ejecución esta ley, Tarija depen- 
dió de la Intendencia de Salta, durante toda 
la lucha por la independencia, hasta que las 
circunstancias de la guerra produjeron des- 
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pues dé Ayacucho la ocupación militar de 
aquel departamento por el ejército libertador. 
Bdclamada en 1 825 por la Legación Argenti- 
na, fué inmediataoiente devuelta por el Gene- 
ral Bolivar, tan obvio era el derecho argen- 
tino fundado en la Real Cédula citada. 

"S. E. reconoce, decia el Secretario de Bo- 
Kvar, el derecho clásico que asiste á las Pro- 
vincias de lá Union para reclamar la de Ta- 
rija, como tantas veces se ha repetido a los 
señores Ministros Plenipotenciarios por parte 
del Libertador en sus diferentes conferencias 
privadas". 

No obstante haberse reconocido así el do- 
minio argentino sobre Tarija, manejos clan- 
destinos arrancaron en 1826 del Cabildo de 
aquella ciudad una acta por la cual se anexa- 
ba á Bolivia. 

La asamblea general reunida en Chuquisaca 
"penetrada de la mas lisonjera satisfacción", 
aprobóla declaración del Cabildo de Tarija 
olvidando que en la negociación diplomática 
del año anterior, habia declarado por el órga- 
no del Libertador Bolivar y el Mariscal Sucre 
que reconocia anárquico el principio de qué 
un territorio, pueblo ó provincia tenga el de- 



rechb de separaree por su propia y eedusira 
vdubtad de la asociación política á que per* 
tenece para agregarse á otra sin el coosentí^ 
miento de la primera. 

No es así como se funda la paz eútre los 
pueblos. La conducta del gobierno argentino 
merecía otra recompensa que no fuese uba 
usurpación y estuviese en armonía con el de* 
sinterés que inspfró la ley de 1825 y la devo* 
lucion del partido de Atacama, libremente 
anexado á Salta desde 1816. 

Mientras que la Asamblea de Bolivia con» 
sumaba el atentado, el gobierno argentino se 
hallaba empeñado en su gloriosa lucha con 
el Brasil y tuvo que limitarse á la protesta 
formal que con fecha Julio 15 de 1826 fué 
presentada el Gobierno de Bolivia para salvar 
sus derechos al Dapartamonto de Tarija. 

Nos limitaríamos á lo espuesto, si no fuese 
que con fecha de Abril 1"* próximo pasado, el 
Ministro de E. E. de Bolivia Sr. del Carpió, 
ha dirijido á todos los gobiernos americanos 
un Memomndum sobre la cuestión de límites 
entre aquella Nación y las Repúblicas Argen- 
tina y del Paraguay. 

Lamentamos el proceder inusitado del se- 
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ñor Ministro que haciendo caso omiso de la 
Legación Argentina, allí acreditada, se dirije 
inoficiosamente á gobiernos que carecen de 
personería en la cuestión. 

Por lo demás, el Memorándum citado es 
contraproducente y brilla ante, todo por la 
carencia de fundamentos legales j su estilo 
nada diplomático. Se sostiene en ese docu- 
mento que no existe cuestión respecto á los 
territorios de Tarija, Mojas y Chiquitos, por 
una razón muy original y es que "después de 
los tratados solemnes que la Confederación 
tiene celebrados con Bolivia, desde Julio del 
68 adelante, tratados en los que reconocien- 
do la soberanía del todo llamado Bolivia, re- 
conoció también la de las partes llamadas Mo- 
jos, Chiquitos y Tarija." 

Este sofisma es el que los lógicos denominan 
petición de principio. ¿Quien ha admitido que 
Tarija, Mojos y Chiquitos sean legalmente j^ar- 
te integrante de Bolivia? Los ha ocupado de 
hecho después de 1810, como ha ocupado 
el Gobierno Argentino la Villa Occidental en 
el Chaco; la cuestión de derecho correspon- 
de al arbitro que el mismo tratado invocado 
por el Sr.' del Carpió prescribe en su art. 19. 
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Mas aun, ese tratado lejitima la reolamacion 
argentina, cuando en su artículo 18 dispone 
que cada una de las partes contratantes se 
compromete á no prestar apoyo directo ni 
indirecto á la segregación de porción alguna 
del territorio de la otra, ni á la creación en 
ella de gobiernos independientes con desco- 
nocimiento de la autoridad soberana y lejiti- 
ma respectiva. 

¿No significa ese artículo la condenación 
hecha por Solivia misma de sus procederes 
respecto de Tarija? 

La existencia de cuestiones de límites, no 
obsta en manera alguna á la celebración de 
tratados de amistad, comercio y navegación, 
como lo es el del 68, el cual no consigna res- 
pecto á lo primero mas disposición que la 
mencionada. 

La original teoría del señor del Carpip, nos 
llevaría á este resultado: que las naciones que 
tengan pendiente cuestión sobre deslinde de 
jurisdicción no pueden celebrar tratados de 
comercio y navegación como el del 68, porque 
cada una dirá: al tratar con el todo (Nación 
Argentina 6 Bolivia) ha tratado con la parte^ 
(territorio disputado), luego no hay cuestión. 
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FeKssmcote, el Gobierno Argentino bo nece» 
iitei recurrir á esas argucias de mala ley. El 
respeto ál nti poésiddis del año 10, á las de»* 
marcaciones coloniales, funda bu reclamación 
no solamente sobre Tarija, sind también so- 
bre todo el Chaco Boreal y los territorios de 
Mojos y Chiquitos, erigidos estos en gobiernos 
independientes de Cochabamba desde el año 
1777 y subordinados en lo político y militar 
al Virey de Buenos Aires (*). 

Respecto del Paraguay, su desprendimiento 
solo es comparable al que observó en 1825 
con las cuatro Provincias que en el Alto Perú 
constituyeron la República de Bolivia. 

El tratado déla Triple Alianza, fecha l*^de 
Mayo de 1865, en su artículo 16, establecia 
que la República Argentina quedaba divididíi 
de la República del Paraguay por los rios 
Paraná y Paraguay, hasta encontrar los lími- 
tes con el imperio del Brasil, siendo estos por 
la margen derecha del rio Paraguay, la Ba- 
hía Negra. 

No obstante las ventajas inherentes á la 
victoria por la cual podía haber hecho efeo- 

{*) Nota de las Intendencias establecidas en el YirA^nato da Buenos AX' 
reé y jorisdicoiones respectivas que comprenden— M. S. del ArclÜTO de 
Indias— nüm. 255. 

. XfiHesrHCiiestioii de liinites oitie la B0piiblio& ArgentiiLa y Bolvift-r 
pacr. 147— Leirai2tunon<— LüuJtefi con Bolivia— pag. 79. 
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ti va esa disposicioD, el Oobiemo Argentino 
renunció á sus derechos sobre la estensa ¿urna 
que so estiende desde Babia Negra hasta Bio 
Verde, sometiendo u arbitrage el territoria 
comprendido entro este rio y el Pilcomayo^ 
con inclusión de la Villa Occidental (*). 

Por el artículo 1° del tratado de 14 de Di- 
ciembre de 1857 y á pesar del antagonismo 
tradicional que los dividia, la Eepública arre<- 
gló pacíficamente sus límites con el Imperio 
del Brasil. 

Las basss para el deslinde fueron los tratat» 
dos celebrados én el siglo XVIII entre Espa.- 
fia y Portugal. Así en el artículo 2** se es* 
tablece que los rios Pepiri-guazú y San An- 
tonio, adoptados como límite por el artí- 
culo anterior, serán los mismos que fueron 
reconocidos en 1769, por los demarcadores 
del tratado de 13 de Enero de 1750 entre 
España y Portugal. 

La pequeña dificultad, subsistente aun por 
no haberse determinado con exactitud la di«> 
reccion de los mencionados rios, puede pues 
salvarse fácilmente, teniendo en considera- 

(*) TrataAo de lünitesoon el Faragiuij~Fet>rérQ 8. da Í8Sf6— «rti. 4 o 
y 5®. 
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oión ló3 antecedentes mencionados por el ar- 
tículo 2^ 

pomo en el artículo 3^ se estableciera que 
las islas del Uruguay serian* divididas en con- 
formidad con los principios del derecho ioter- 
nacional, el Plenipotenciario Brasilero mani- 
festó en el protocolo del mismo dia, que no 
entendia por esa clausula perjudicar los he- 
chos de posesión, de una ú otra Nación en 
las islas fronterizas de sus respectivos ter- 
ritorios; invocaba también el principio del uti 
possidetis en el concepto equivocado de que 
él pudiera legitimar ocupaciones de hecho 
destituidas de fundamento legal. Ante seme- 
jante declaración, los Plenipotenciarios ar- 
gentinos manifestaron entonces que su go- 
bierno no pensaba fundar derechos en tales 
precedentes, ni tampoco podría reconocer una 
posesión que no se derivase del derecho de 
soberania. (*) 

Respetar los límites establecidos por la Me- 
trópoli, 6 sea el uti possidetis de 1810; recha- 
zar la violencia y las ocupaciones de hecho 
para invocar títulos legales que funden su 

[*] Belatorio da Beparti^ao dos Negocios Estrangeiros apresentada á 
▲ssamblea gexal Legislativa— 1858— Anexo E.'pag.. 27 y siguientes. 
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derecho; tal ha sido la máxima proclamada y 
fielmente seguida por la República Argentina 
desde los primeros años do su vida indepen- 
diente para resolver sus cuestiones de límites 
con el Brasil, Bolivia, Chile y el Paraguay. (*) 



VIII 

Las cuestiones sobré deslinde de jurisdic- 
ciones, no son una novedad en los 'anales di- 
plomáticos de ]a América latina. Apenas apa- 
recen á la vida independiente, las cuestiones 
de limites absorven casi por si solas todo el 
campo de la diplomacia. 

¿Cuál era el criterio para resolverlas? 

La posesión civil de 1810, las demarcacio- 
nes coloniales, lo que llamaremos el uti possi'. 
detisjurisj como regla del juicio, y el arbitraje 
de derecho como medio de dirimir amigable- 
mente las contiendas. 

Los antecedentes que pasamos á esponer 

[*] Tratados con Chile: de 1826, art. 30; de 1856, art. 19— Tratados 
con 'Solivia: Mayo 2 de 1865, art. 18 y 20; Juli« 9 de 1868, art. 19— Trata- 
do con el Brasil: Diciembre 14 de 1857, art. lo, 2 o y 3 o .^Protesta de 
Diciembre 15 de 1847 sobre la ocupación del Estrecho— Tratado con el 
Faragnay, Febrero 8 de 1876, art. 4o y 5 o — Mitre, "Memorándum sobre 
la onesuon limites con íel Paragruay," Memoria de B. E. de 1874, pánna 
224— Tielles, "Límites con Boliria," pág. 4— Leguizamon, id .pág. 5— Car- 
ranza, Limites con el Paraguay— Memoria de B. E. de u77. Tomo I, pá- 
gina 608. 
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dat) ademas á esta proposición: no hay en 
América res nuLlixis^ el apoyo y la autoridad 
que tiene la jurispradencia uniformemente 
eooBOcida. 

Empezando por la gran Bepúblioa del Ñor* 
te, nos bastará invocar la doctrina de Moú* 
roe, doctrina reducida por declaraciones pos- 
teriores á dos principios del derecho interna^ 
cíonal: 

P No intervención de los Estados Euro- 
peos en los asuntos americanos. 

2* Prohibición de nuevas colonizaciones en 
los territorios que no estén ya sometidos á 
sus jurisdicciones, lo que importa reconocer 
que no existen en América res nullius. 

En el Congreso de Panamá, reunido en 
1826 con la mira de precaver los resultados 
probables de la política esterior del Viejo 
Mundo, política manifestada en los Congre- 
sos de Laybach y de Verona, se planteó des- 
de el primer momento la cuestión capital: 
¿los territorios inhabitados del nuevo mundo 
podrán ser objeto de nuevas colonizaciones 
europeas? 

Méjico^ Guatemala, Colombia y el Perú, 
representados en aquel Congreso, invocaron 



— el- 
la doctrina do Monroo, procurando ponwse 
de acuerdo con los Estados-Unidos para arri-< 
bar á im resultado práctico. 

La soberanía esclusiva de las naciones eman-* 
cipadas sobre el continente Americano, quedó 
entonces reconocida por el derecho público» 
como lo había sido ya por el Ministro Adams, 
por Clay y el publicista Madison. 

Bl Presidente Polk declaró después cate- 
góricamente que los Estados Unidos no tole» 
rarían que la naciones Europeas estableciesen 
colonias nuevas en el continente de la Améri* 
ca del Norte (*). 

Estos mismos principios, guiaron la políti- 
ca del Gabinete de Washigton cuando en 1848 
el Yucatán solicitó la intervención armada de 
los Estados Unidos. 

Habiendo espuesto en otro trabajo los fun* 
damentos aducidos en las cuestiones de lími- 
tes que debaten actualmente las Repúblicas 
del Pacífico, nos limitaremos á bosquejar lije* 
ramente la de Chile con Solivia, por lo que 
interesa á nuestro asunto (**). 

Esa discusión versaba sobre el desierto de 
Atacama y data de 1842. 

í*) Mensaje al Congreso Federal— año 1845. 

(**) 'Cuestión de límites entre la Bepüblica Argentina y Chile'^-pág. 23. 

6 
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Desde el año siguiente, el Ministro Bolivia- 
no/ señor Olañeta fijaba la base de la contro- 
versia cuando decia: "Inútil fuera recomendar 
á V.E.quelos Estados Americanos recono- 
cen en materia de límites, las antiguas de- 
marcaciones de los vireynatos que fundó la 
Metrópoli." 

El Ministro de Relaciones Esteriores en su 
Memoria presentada al Congreso de Oruro 
en 1863, decia, refiriéndose á una Real Cédu- 
la de 1803: "Ella funda un título incontesta- 
ble é favor de Bolivia, puss le confiere una po^ 
sesión de derecho^ una posesión civil de aquel 
territorio sobre la cual es evidentemente apli- 
cable el uti possidetis contemporáneo de la 
revolución americana" (*). 

El Congreso mencionado llegó á andenazar 
á Chile con el rompimiento de hostilidades 
sino daba las satisfacciones pedidas. 

La guerra de 1865 con la España, calmó 
la exitacion de los ánimos y dio por resulta- 
do el tratado de Agosto 10 de 1866. 

Este tratado encerraba un defecto que tra- 
jo su anulación: la comunidad de intereses 

(*) Téngase presente por lo que pneda interesamos que este «títtdo 
incontestable* no era una Seal Cédula sobre audiencia sino sobre go- 
biemo político. 
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que establecia entre las dos Bacioses 
los productos naturales de los territorios en- 
tre los paralelos de los gradod 23 j 25. 

No obstante este inconveniente, el tratado 
de 66 sirvió de base para arribar el convenio 
Lindsay de 1872, postergado por la asamblea 
de la Faz y finalmente al pacto de Agosto de 
1874 que fijó como línea divisoria al paralelo 
del grado 24 (*). 

El Gobierno Chileno por su parte recono- 
ció también estos principios, invocando con- 
tra Bolivia entre otros títulos, el artículo 1® 
de su constitución política, que señala los An- 
des como límite oriental. 

Lo mismo que Bolivia, Chile ha aceptado 
el principio de que los Estados Sud-America- 
nos reconocen por límites de sus respectivos 
territorios las demarcaciones establecidas por 
la Metrópoli á los antiguos Vireinatos ó Capi- 
tanias Generales» "Invoca en su apoyo el mis- 
mo uti possidetis á que se acoje Bolivia (**). 

De estos antecedentes resalta pues unifór- 
mente establecido en los anales diplomáticos 
de la América toda, en el derecho público y 

(*) Memoria B. Esteriores y de coloniEacion presentada al Congreso 
chileno— 1875. 
(**) Santiyañes—'BolíYiay Cliile— Cuestión de lünites'— pág. 86. 
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lod tratados del yiejo mundo, que no existen 
en Amérioa res nullius y que el dominio de los 
territorios inhabitados debe buscarse en los 
títulos legados por la antigua Metrópoli. 

Y si la regla de decisión es una ley^ un tí- 
tulo, ¿qué carácter revestirá el juez llamado á 
dirimir la contienda? Forzosamente el de &t^ 
hitrojurisy es decir, juez de derecho. 

En las cuestiones de límites de las Sepú^ 
blicas de hispano-américa no hay pues mas 
que una regla precisa, invariable, única: para 
las naciones de un mismo oríjen, las demar- 
caciones hechas por el soberano español, para 
las naciones de distinto oríjen, los últimos 
tratados celebrados por la Metrópoli. 



IX 



Es de observar además que las condiciones 
exigidas tanto por el derecho público, como 
por el derecho privado, para la conservación 
de la posesión, no son las mismas que áo re- 
quieren para adquirirla. 

Según los principios de la jurisprudencia 
universal, la posesión adquirida se conserva 



^pór lá fidlá "Tdküttid de' cmitmnar ^it ^iü, 
mientras no se manifieste la inteneion ^séatm- 
iña, 6 sé reaKcen por o*po a^ós posesorios, 
durante e! tiempo y co« los requisitos qué le- 
gitiman la prescripción . 

De aquí resulta que él título adquflrído por 
él Víreynato de Buenos Aires y trasferido á 
la Repóblica Argentina por 6n emtai^i>psteie^ 
polltioa, no ba caducado y por cousigcrieiyle 
las tierras australes no son res imHyas ooMó 
io pretenden los literatos de allende la Gél'di* 
llet^; como no to es el desierto de Atacatna 
qcte Chile y Bolivia, se liítn disputado do& 
totito encat*íi!2amietitó, como no )o &(m h» vh- 
{>etas del AmlA^onáii d^spütadan por él BfMÜ 
y las Repúblicas del Pacífico. 

Tierras vacantes son las que están sin po- 
seedor real, fuera del recinto del país ocupai- 
do por alguna nación; pero nó son tierras va- 
cantes por el derecho público ni por el derecho 
privado, las que están compíendidas dentro 
de los límites de un: Estado, aunqtie en ellas 
no haya posesión ni ocupación presente. Cuan* 
do la .posesión está fundada sobr^ un tít^lo^ á 
toda una cosa ó un territorio det^érminadOj^ ha 
dicho nuestro mas sabio jurisconattlto, la po» 
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« 

sesioiicl solo una parte derél alnraza toda 
la estension del titulo {*). 

Las naciones europeas no pueden preten- 
der llevar á cabo nuevas colonizaciones eo 
América á título de primer ocupante, porque 
no reconocen á nadie ese derechp dentro de 
sus límites jurisdiccionales y la igualdad entre 
las naciones como entre los individuos, es un 
derecho absoluto que impone el mismo crite- 
ria de justicia. 

La demostración de la teoría que espolie- 
mos, puede revestir la forma persuasiva y 
lójica de un prosiíojismo. En efecto la incer- 
tidumbre de los límites internacionales . sólo 
podía existir respecto á los terrítoríos desier- 
tos, puesto que lo que estaban poblados te- 
nían sus soberanos reconocidos: por consi- 
guiente el uti po88ÍdetÍ8 se refiere á los prí- 
meros; y si es así, este principio no significa 
el hecho de la posesión que se trataba de 
suplir sino el derecho a poseer, constatado 
por títulos, es decir, el dominio eminente de 
las naciones. 

(*) Yelez SaxBfield— "BiBotnion de los títulos del gobierno de dxile á ks 
tierras del Estrecho de Ksgftl1axie$'— ed. de 185S— pág. 25— Martns-^'Pré- 
cis de Droit des Gents'— lib. 2 o cap. lo § 38— Heffter— "Le Droit inter- 
ostíonalde Leiuope" § 70. 
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Quedan pues evidenciados los dos princi- 
pios siguientes: 

1^ El arbitraje de derecho es obligatorio. 

2^ La Fatagonia no puede ser considerada 
res nullivs. 

Sentadas estas bases trataremos de deter- 
minar la materia del arbitraje, pidiendo, por 
lo pronto, al mismo Chile, esa determinación. 

Nos la dará en la sección siguiente. 



SECCIÓN SEGUNDA 



CHILE CONTRA CHILE 



SECCIÓN SEGUNDA 



CHILE CONTRA CHILE. 



SvMABio— Lm CordiUerM diriden amlMui jurisdiooion^: los And«B bacta «1 
Cabo de Hormmi— Ventaja* de eaé límite ipeográfioo natuzal—Gllik 
propiunente dicho— Srtadiataa, h1atoriad<MPea, geógzalos 7 aabios que 
han oüromiMripto aqiiella nadon entre el Paoifloo 7 loa Andes— Laa 
oonstitnoiones políticas 7 la diplomacia chilena— Tratado de inde- 
pendencia de 1846 7 declaración dé los Presidentes Higglns de Ya- 
llenar 7 Benavidez. 



¿El dommio argentino en la Patagonia es 
Busceptible de arbitrage? 

He ahí la cuestión. 

Chile tiene la palabra. 

El mas notable de los funcionarios que go- 
bernó aquel pais durante la época colonial, 
D. Ambrosio Higgins de Vallenar, consigna- 
ba á fines del siglo pasado en dos testimonios 
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oficiales, las palabras que sirven de epígrafe á 
estas líneas: las cordilleras dividen ambas ju- 
risdicciones. 

Era esta, en efecto, una verdad de geogra- 
fía que se viene á los ojos, según la feliz espre- 
sion de Camilo Henriquez, y esta verdad ha 
sido constatada por todos los hombres que en 
Chile han fijado la vista sobre su país. 

Antes de exhibir los testip^onios que lo 
acreditan, antes de probar, fundados en la 
confesión misma de la parte, contraria» que 
las cordilleras son el límite histórico y legal 
entre la República Argentina y Chile, cree- 
mos conveniente dilucidar la siguiente cues- 
tión: 

¿Cuál es la ^dirección y remate meridional 
de la Cordillera de los Andes? 

Las esploraciones científicas realizadas des- 
de principios del siglo actual en las regiones 
australes, han corroborado la opinión general 
de que el cordón central andino prolongándo- 
se en dirección Norte-Sur, continúa sin inter- 
ri^poion por la parte occidental de la América, 
ley^nta^do sus últimos picos nevados hacia 
el estremo Sud del continente. 

T^l es lo que resulta de las esploraciones y 
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lídagefi practicado» desde la espedícion de Sar** 
miento (1579) hasta las de King y Fitz Boy 
(18264836) y las que en época mas reciente 
se han emprendido por parte de la República 
y de Chile. 

Un distinguido naturalista argentino que 
ha reconocido liltimanaente aquellas regiones, 
opina que los últimos contrafuertes andinos 
llegan poco mas al Sur de "Mont-Bumey" y 
terminan en las inmediaciones del Cabo Pro- 
videncia, costa Norte del Estrecho, corrobo- 
rando así la opinión de Agassiz, según el cual 
"los Andes propiamente dichos, principian en 
el Estrecho de Magallanes." 

Los montes situados al Norte del Oafeo 
Providencia, las cordilleras de Sarmiento y 
kuB cadenas de montañas que se prolongan al 
Este y al Norte del Ventisquero Nevado, so®, 
para este autor, partes de una sola y misnm 
cadena y forman en realidad la terminación 
meridional de los Andes. 

Estos concluyen en la Tierra del Rey Gui^ 
Uermo según Agassiz y Skiring; en las islas 
innaedial;as, según King. 

Para el sabio argentino, es en las cercanías 
del Estrecho de Magallanes, d,onde "el espi-, 
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nazo de América concluye ocultado por selvM 
impenetrables" (*). 

El naturalista Darwin, que habia tomado 
parte en los reconocimientos que por orden 
del Almirantazgo Inglés, practicó el capitán 
Fitz-Roy de 1832 á 1836, ha consignado en 
su "Viaje de un naturalista al rededor del 
mundo" el resultado de sus minuciosas obser- 
vaciones. 

Darwin opina que las sierras que atravie- 
san la Isla del Fuego, dominadas por las cum- 
bres nevadas del "Monte Sarmiento" al Norte 
y "Monte Darwin" al Sur, forman parte del 
cordón andino y constituyen su prolonga- 
ción (**). 

De modo que para este naturalista, la Cor- 
dillera de los Andes corre en dirección Norte- 
Sur hasta la costa septentrional del Estrecho; 
se desvía desde allí hacia el Este y va á ter- 
minar en las islas situadas al Sud del "Monte 
Darwin", es decir, en las inmediaciones- del 
Cabo de Hornos. 



(•) FranciBCO P. Moreno, «ApunteB sobre las Tierras Patagónicas", pág. 
16— Domeyko, «Arancania y sos habitantes', Santiago, 1845. El cabo Pro- 
videncia se encuentra poco mas órnenos sobre el i>ara]6lo 53 ^ lat. Sur, 
y 78 «45* long. Occ. de Greenwich, (9 o 34', 13", del meridiano de Córdoba) 
dé donde resulta qae geográfica y legalxnente pertenecen á la Bepública 
Axventina siete octavas partes del Estrecho. 

[**] Ghile, según los mapas, dice Darwin, es una estrecha banda df 
tierra entre la Cordillera y el PaoMoo, pág. 274. 
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Creemos, aunque con la desconfianza natu- 
ral que inspira la falta de autoridad en esta 
materia, que podría llegarse al mismo resul- 
tado observando la distinta constitución geo- 
lógica del suelo que se estiende á uno y otro 
lado de las Cordilleras. 

•Considerando, en efecto, que la Península 
de Brunswick (donde se baila la colonia chile- 
na), la Tierra del Rey Guillermo y la Isla del 
Fuego, pertenecen á la formación Patagónica, 
resulta que ellas forman la continuidad de un 
mismo territorio, completamente desligado de 
la región trasandina, por la gran cadena de 
los Andes, y por consiguiente estos se des- 
vian hacia la boca occidental del Estrecho. 

Los Andes, dice un notable geógrafo, hacen 
su primera aparición en la montaña del Cabo 
de Hornos (1.000 metros), roca imponente 
ante la cual vá á estrellarse un mar embrave- 
cido. De isla en isla, la cadena llega al conti- 
nente y avanza hacia el Norte con el nombre 
de Cordillera de Patagonia. En contacto in- 
mediato con el Pacífico^ ella separa la costa 
chilena de los vastos y frios desiertos Pata*- 
gones, reclamados en vano por Chile: su situa- 
ción al Oriente de los Andes, los arrastra 
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iiFT^icibleiiEifente á la órbita de Buenos Ai- 
res (*). 

De lo espue&to resulta que las elevadas 
cumbres de los Andes se prolongan en direc- 
ción Norte-Sur hasta la costa Norte de Ma^ 
gallanes hacia la boca occidental y deisviándo^ 
sé deftde allí en dirección al Oriente, van á 
sks&stbebv sus últimos picos nevados en las ia-* 
laédiáeioaes del Cabo de Hornos. 



II 



Dado ese limite geográfico y natural, todo 
tratado que procure deslindar de usa máncrra 
estiable y permanente la jurisdicción territo- 
rial de la República Argentina y Ohile, isalVa- 
gúardando efícasmente los vitales intereses de 
ia paz del porvenir, tiene que consignarlo de 
una manera espresa y definida como lo con- 
«ignaba el paoto de Et>ero que el gobierno 
chileno rechasó sin fundamento. 

El artículo 1^ de ese pacto, que pudo h^,bér 
estrechado con los vínculos de la amistad las 
relaciones de ambas repúblicas^ prescribia lo 
siguiente: 
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"La República Argentina está dividida de 
la República de Chile por la Cordillera de los 
Andes, corriendo la línea divisoria por sobre 
los puntos mas encumbrados de ella, pasando 
por entre los manantiales de las vertientes 
que se desprenden á un lado y al otro. 

Las dificultades que pudieran suscitarse 
por la existencia de ciertos valles de cordille- 
ra en que no sea perfectamente clara la línea 
divisoria de las aguas, se resolverán siempre 
amistosamente por medio de peritos" (*). 

La mente del negociador argentino, Dr. 
Elizalde, y de nuestro gobierno, como lo ha 
. comprendido bien el Gabinete de Santiago, 
fué dejar claramente consignado, que los An- 
des separaban una República de la otra en to- 
da su estensiouj decia el Ministro Argentino 
Dr. Montes de Oca (**). 

La existencia de la Cordillera Nevada que 
se alza entre los océanos Atlántico y Pacifico, 
como límite natural de las naciones que que- 
dan al Este y al Oeste de ella y la prolonga- 
ción de esa Cordillera hacia la boca Occiden- 
tal del Estrecho, no son obra de la República 



(*) Tratado de 18 de Enero de 1878— art. 1^ . 

(**) Esposicion presentada al Congreso Nacional de 1878, pág. XIV. 
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Argentina, agregaba el Sr. Ministro fle Reía- 
dones Bsteriores: "son sin embargó sns tftu- 
iój^ naturales y geográficos •. 

Si éiiste, en efecto, un principio reconocido 
por el derecho internacional, es precisamente 
el que consigna el artículo citado. 

Todos los tratadistas enseñan que los limi- 
tes naturales, ó sean límites arcifínios, son unft 
necesidad impuesta por la conveniencia recí- 
proca de las naciones colindantes. Cuando sé 
trata de fronteras, el derecho de ocupación so- 
lo puede ser invocado cuando estas son inde- 
cisas y eventuales, pues que ella no tendría 
valor alguno si los límites fueran fijados pdr 
la naturaleza misma. 

Estás fronteras son inmutables y necesa- 
rias á la seguridad de los pueblos, & los inti3- 
reses del comercio, de la agricultura y de la 
industria, así como al servicio de la adminis- 
tración. En este caso ni la ocupación material 
constituiría un derecho suficiente para la ad- 
(Juisicion de la propiedad. Lo que la natura- 
leza ha hocho en el interés de los pueblos 
debe ser respetado (*). 

(*)f Piore— «Nouveau droit intemational public/ t. I,pég. 885.--BéIlo» 
•Principios de derecho internacional", cap. ni§20 Vattel, 'Dioit de 
KentB*. «^p. XVIII, libn>l—Wheaton—«£lément«du dxoit ÍB¡bbr»atioo«ls 
cap. IV, iMurte2"— Bluntsclüis Droit intomational codiflé,* art. 297. 
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Las lioaQJS imaginarías pu^^den ¿ Ciftda ipo* 
mentó traspasarse; pero* el límite: réál tr&f 
zado por la naturaleza misma sobre: las euMr 
bres mas elevadas de la Améríca, si bien 
puede dar paso al teliágrafo para* hermaíi¥iP 
los dos pueblos en la l^bor fecunda ^éí ^iro^ 
greso, levanta también entre las fronteras' áe> 
la Bepública Argentina j Clúle todasu colo- 
sal grandeza, para decir á. ambas nadoüiea^ 
que Dios ha condena(}o las siuje^tiones de 1% 
ambición j la codicia. 

La conservación de los límíites natui^íjdcís y 
tradicionales de las oaciones». cqnstítUfje, á isá^ 
juicio, algo como una ley ineludible de la his- 
toria; ley que desconcierta las combinaciones 
de los Gabinetes y burla al mismo tiempo la 
prepotencia de la guerra armada con el dere- 
cho de conquista, para levantar sobre las Ijt- 
neas efímeras que trazan el conquistador y el 
poKtico, la línea inmutable del Supremo Orde- 
nador de los mundos. 

Al través de sus trianfos y desastreSji la 
Francia llegará tarde ó temprano á las naár- 
genes del Rhin; la España se detendrá en 
la- cumbre dé los Pirineos; mientras que la 
Italia, reconquistando el Trieste y el Tirol, 
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estenderá su soberanía hasta la falda de los 
Alpes Béticos. Asi también la Nación Argen- 
tina y Chile, en la paz como en la guerra, con 
arbitrages ó sin ellos, se detendrán necesaria 
y fatalmente en las cumbres nevadas de los 
Andes con que la providencia defendió su 
suelo. 

Chilenos y Argentinos, sin odios ni preven- 
ciones se buscarán entonce? para sellar sobre 
esa ara gigantesca su eterna alianza, consa- 
grando en holocausto al derecho, á la paz y la 
justicia, el Kmite trazado por la mano de 
Dios entre las dos Repúblicas. 

III 

Pasemos á hacer ahora una ligera resefia 
de lo que al respecto disponen las leyes y tí- 
tulos emanados de los Gobiernos de España 
y de América. 

Desde el siglo xvii el Rey Carlos ii, sobe- 
rano absoluto de estas comarcas, disponía lo 
siguiente: 

"La Cordillera Nevada divide el Reino de 
Chile de las Provincias del Rio de la Plata y 
Tucuman (*)." 

(•) Jtml Oédiüm, fechada en Madrid á 21 de Mayo de 1684. 
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Para comprender el alcance de esta ley, 
debe tenerse presente que en la época en que 
ella fué dictada, la Provincia de Cuyo al 
Oriente de los Andes, correspondía á Chile y 
á causa de esto podrían suscitarse dudas so- 
bre si la jurísdiccion de aquel Reino, pasaría 
el Kmite austral de Cuyo, para abarcar tam- 
bién la Patagonia. 

Recien ahora se ha dignado el ex-mínistro 
Sr. Ibafiez, tomar en cuenta la Cédula de Car- 
los ii, para impugnarla con la siguiente argu- 
mentación: datada esa cédula en 1684, dice él, 
vino á desmentirla la de 1776 qué creó el 
Vireinato de Buenos Aires y que consideró á 
la Provincia de Cuyo como dependiente del 
Reino de Chile, puesto que la segregó de él 
para adscribirla á dicho Vireinato (*). 

Siempre la misma sofistería. El desmentido 
se concebiría en efecto, en la hipótesis que el 
Sr. Ibañez no acepta, es decir, en la hipótesis 
de que la Provincia de Cuyo abarcase la Pa- 
tagonia. De otro modo, una y otra cédula son 
perfectamente conciliables. La Cordillera par- 
tía términos por el Norte y por el Sur, salvo 
en la sección de Cuyo. 

(*) BeTiftá Chilena, Agosto 1 o de 1878, Núm. M, pág. 508. 
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La zuente de Carlos ii fué dejar dan y 
terminanteinente establecido que la Patagón- 
nía corresposdia á la gobernacioii de Buenos- 
Aires. 

Si así no fuera ¿en qué punto podrían lp9 
Andes partir limites entre Chile y el Rio ^ 
la Plata? No era por el Norte, en donde lía- 
daba con el Tucuman; al Sur de este se jba* 
liaba Cuyo subordinado á Chile; solo podia 
ser entonces por la parte austral, es decir, en 
toda la estension del territorio Patagónico* 

Estas consideraciones llegan á ser obvias y 
evidentes, teniendo en cuenta que las pala.- 
bras citadas de esa Eeal Cédula> se refieren á. 
la misión fundada en Nahuelhuapi, el año 
1675 por el P. Mascar di, quien "corriendo 
las serranías de Chile y costas del mar del 
Sur, dio vuelta á la Cordillera Nevada que di- 
vide aquel Reino de esas provincias y las de 
Tucuman". 

Durante la época colonial, y no obstante de 
ejercer jurisdicción sobre las provincias de 
Tucuman y Cuyo, el Beino de Ohile propia- 
mente dicho^ se reducia á la estrecha faja de 
tierra confinada entre el mar y la famosa cor- 
dillera nevada, como lo manifestaba el histo- 



riadot- Ovftlle desde tnediados del siglo XVII. 

Esta observación consignada ya por el Dr. 
Velez Sarsfield con el apoyo de autoridades 
irreeusables, se halla además comprobada por 
infinidad de testimonios y por las leyes mis- 
mas de la Recopilación de Indias (*). 

Así en 1730, medio siglo antes de la sepa- 
ración de Chile, el Cabildo de Mendoza diri- 
jiéndose al Rey de España, para obtener el 
permiso de comerciar con Buenos Aires y la 
reduMion del derecho de sisa, agregaba: "La 
otra banda de la Cordillera que es el Reino 
de Chile", etc. (**). 

Tan en pugna con los principios de buena 
administración, tan contraria al orden natu- 
ral de las cosas, fué considerada siempre por 
los monarcas españoles, la jurisdicción chile- 
na ul Oriente de ios Andes, combatida por 
obstáculos insuperables y que solo era prac- 
ticable durante una estación del año, que si la 
consintieron fué á causa de las ciroustancias 
especiales de la conquista y la colonización. 

Así fué como la Provincia de Tucuman 
quedó segregada de aquella Capitanía Gene- 
ral desde el año 1663. 

(•) Ley 82. tít. IX, ▼ L. L. 85 fS6. t£t. XVI, L. VI, Beoopa»oibii dé Indias 
(**) M. S. S. del Archivo General de BnenoB Airea. 
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Y si la subordinación de Cuyo duró dos si- 
glos, la fuerza natural de las cosas la habia 
ido relajando paulatinamente. 

El Rey Carlos iii, antes de la creación 
del Vireinato habia confinado ya lo relativo 
á temporalidades de aquella gobernación al 
Occidente de los Andes. Por una Real Cédula 
de 1769 dirijida al Gobernador de Buenos 
Aires, D. Francisco Bucareli, se disponia: 
"que la Provincia de Cuyo como situada de 
los montes a la parte de esa Ciudad (Buenos 
. Aires), debe correr en cuanto á temporalida- 
des al cuidado de V. B. (*)". 

La irregularidad mencionada desapareció 
completamente desde el afio 1776, en que se 
creó el Vireinato del Rio de la Plata, al que 
se anexaron las Provincias de Mendoza y San 
Juan del Pico. La jurisdicción del Vireinato 
se estendió entonces "hasta la Cordillera que 
divide el Reino de Chile por la parte de Bue- 
nos Aires". 

IV 

Establecidos los Andes como límite por la 
naturaleza misma; consignado ese límite en 

[*] Yéafie el informe que presenté al Ministerio deBelaciones Esteriores, 
cap. IX, «Temporalidadess Memoria de 1877, tercer tomo, pág- 112. 



ks resoluciones de los mq^air^a ^pK&^laük 
natural y lógico era que las leyecr y el imú*' 
laooio de los hombres públicos da wm j Qtrq 
país, k) consignaran igualmente. 

Asi sucedió en efecto. 

Entre el cdmulo de documentos que dettr*» 
minan la posesión legal de 1810, adoptada poír 
d tratado de 56 y por el derecho púbÜQO para 
el deslinde de los territorios de hispano-raméf 
rica, no son los menos importantes aquella 
que contienen las comunicaciones oficiales en- 
tre los Yireyes y Capitanes Generales de 'las 
dirersaa secciones de la América Kspa&olA. 

Kn la discusión con Solivia, el Gobi^no de 
Chilehadado una importancia decisiva {ñon sus 
palabras) á los documentos emanados de los 
agentes del soberano español en América (*). 

Si nos es permitido pedirle una rez si- 
quiera, consecuencia en sus principios, no desi- 
conocera la importancia decisiva teímhiei^, que 
tienen las declaraciones hechas por sus man^ 
datarios antes y después de 1810. Observare- 
mos aquí, que si los testimonios emanados de 
las partes son decisivos, ¿con cuánta mayor 
razón no lo serán si ellos revisten el carácter 

(*) Memoria del Ministro Chileno 3. Antonio Yan», 1809. 



de uña confesión y deponen en contra de 
quién los emitió? 

' Los autores de derecho internacional ense- 
ban además que las leyes de un país, los tra- 
tados que haya celebrado, la opinión de sus 
estadistas y escritores, son una de las fuentes 
mas autorizadas del derecho de las naciones. 

¿Qué dicen las leyes, los historiadores y es- 
tadistas de Chile sobre los limites de aquel 
país? 

Son tantas y tan esplícitas esas declaracio- 
nes, son ellas tan claras y terminantes, que 
para justificar nuestro dominio en las regio- 
nes australes, podríamos quemar nuestros ca- 
torce mil títulos emanados de los Monarcas 
de España, los Vireyes del Plata y los del 
Pet^ú. 

Para inclinar en nuestro favor el fiel de la 
balanza arbitral, nos bastará poner en esta el 
testimonio unánime de todos los chilenos (in- 
cluso Ibafiez), empezando por sus primeros 
descubridores para terminar con los señores 
Alfonso y Barros Arana, sus últimos minis- 
tros. 

Nos bastará oponer á Chile contra Chile. 

Desde los primeros años de^ la conquista, 
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no tuvo aquel país un solo funoionaria que 
haya preteDÓido ejercer jurisdicción en la Pa- 
tagonia. Por el contrario, cuantos se han ocu- 
pado de la estension del país que gobernaban 
lo han circunscripto espresamente entré el 
Pacífico y los Andes. 

Los que vamos á mencionar son testimonios 
oficiales de funcionarios que conocian mejor 
que los actuales, cual era la estension de du 
jurisdicción. 

Desde 1579 la ciudad de Santiago alegando 
servicios ante el Gobernador Rodrigo de Qui- 
roga, decia: "este Reino de Chile tiene en 
ancho veinte leguas poco mas ó menos, por 
linderos á la parte donde nace el sol una cor- 
dillera nevada muy alta y de la otra parte tie^» 
ne la mar del sur, va casi toda la costa norte 
sur hasta el Estrecho de Magallanes (*)"• 

En 1694 D. Miguel de Olavarria, en su Iw- 
forme sobre él Beino de Ghile^ determinaba 
también su latitud: "desde la cordillera que 
corre muy alta y nevada hasta . la mar del 
Sur." 

^ El primer Presidente D. Alonso Gar(¿a Ra- 
món consignó la misma idea en 1609.^ • 

. ^ ,(*) M. S. S. dal ArohiTodt Indias— núm. ÜM-La M«r 4fl Sor •■' i^ 
O^éuu) Baoífloo— Al Atláattpo U !• llMttabft Kár d«l Kortr. " ^ ' ^ 
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: -fia 9I '1HÍ8BV6 afio €& OapitaQ Loreuso d«I 
@áltó, en ora Informe al Ooñsejo de Indias^ dé- 
-om: *ííl 'remo y provinciaB de Chile son un ji- 
Mfii ée (áerra B 16 largo, de trescientas leguas 
vjr ée;anobo por partes quince, veinte y veinti- 
cinco leguas. Por un lado que llaman el de lia 
-Obsto, ieci&e el mar del Sur y por el otro, a 
la parte de los Gobiernos del Paraguay y Tvt" 
•ousian y el Perú, le cerca la Gran Cordillera 
Nevada." 

Que Chile no es mas que una faja estrecha 
"de temtorio lo manifestaba también el oidor 
Celada en 1610, el Gobernador Jaraquemadn 
en 1611; mientras que D. Alonso de Soto Ma- 
yor, Presidente también de aquel país habla 
dicho antes esto: "Las Cordilleras Nevadia» 
-parten las Provincias del Paraguay y Chile. <* 
El T)v. D. Lorenzo de Alnen en su Infor^ 
míe sobre Francisco Laso de Vega, Preisidente 
da Chile, decía en 1634: • 

«Tiene de longitud la jurisdicción del go- 
bierno cuatrocientas y dos leguas, y de latítf 
tud por donde náás veinticinco. " 
" .El P. YilJareal en una Memoria que pre- 
sentó al Monarca en 1752, señalaba, como 
AiM»^ íil Btíno de Chite "^40 If^guae «SpaíiPr 
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kiB de largo y 30 de anoho desde la coBta d^^l 
mar al pié de la Cordillera Neviida. «^ 

Son estos, documentos, emanados de kcs 
autoridades coloniales; documentos que el »ár 
•bto Gay anexó á su importante Hi&iaria de 
Chile, obra de carácter oficial. 

Posteriormente y en el año mismo de la 
crracion del Vireinato, el Presidente Jaure- 
guí, acompaña un Memorial del Teniente Ook 
ronel D. Ambrosio Higgins, en el cual se di- 
ce, alegando méritos, que "hizo transitable la 
Cordillera Nevada que divide a este Beine 
(Chile) de las provincias ultramontanas de 
Buenos Aires." 

Tres años después el mismo Jauregui .^ 
oficio dirigido al Ministro de Indias, decia: 
"los indios bárbaros Pehuenches, Guilliches y 
Pampas de la otra banda de la Cordillera y 
distrito del Vireinato de Buenos Aires, " 

En 1781, Benavidez manifestaba que Ja 
Patagonia pertenecia á la jurisdicción de «ate 
Vireinato. 

En 1789 hacia la misma declaración ^eljír^- 
iidente Yallenar. 

En 1796 el Presidente D. José de Bezabal, 
en nota dirijida al CanH^^ílaívte AwgoreJWi, 
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manifiesta que los Andes establecían diferen- 
cia de jurisdicciones, perteneciendo á ésta la 
de los Huilliches y á aquella la de los Lla- 
nistas (*). 

En 1805 Muñoz de Guzman, en oficio diri- 
jido al Virey Sobre Monte limita su jurisdic- 
ción al Occidente del Cabo de Hornos. 

El distinguido Plenipotenciario Argentino 
señor D. Félix Frias, en su interesante nota 
fecha Diciembre 12 de 1872, cita en apoyo de 
esta opinión un sin número de historiadores, 
sabios legisladores y publicistas de Chile. . íS 

"No existe un solo libro, decia el Represen- ^ 

tante Argentino en Santiago, en que se reía- ,] 

ten los sucesos de este país (Chile) en que no 
se diga al hablar de su territorio que los An- 
des lo limitan por el costado Oriental. Así lo 
asientan sus historiadores, entre otros, Mar* - 
molejo, Córdoba y Figuei'oa, Olivares, Tri* ^ 
baldos de Toledo, Carvallo y Goyeüeche, Pe» '^-^ 
rez Garcia, Ovalle, Guzman, Martínez, Balléa-" -' 
tero. Así lo aseveran los sabios que han 
descrito su suelo, como Gay, Pissis, Domeyko, 
Philippi y los escritores nacionales como loi 
que vinieron de afuera á acrecentar el tesoro 

-[•] M. 8. S. del ÁrchiTo d« MendoM. 
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de BU literatura, entre ellos, Bello, Mora y 
García del Rio. Así lo decían los estadistas 
mas prominentes de la época revolucionaría. 
En el primer escrito en favor de la indepen- 
dencia, en el primer discurso que se haya 
pronunciado en el Congreso Chileno, y en el 
primer ensayo hecho para sustituir el réjimen 
de la ley al del absolutismo, Camilo Enriquez, 
Rosas y Egafia fijaron la vista en los Andes 
como en una obra de Dios de que no era po- 
sible apartarla y dijeron: "Hasta ahí llega 
Chile (*)". 

Los generales O'Higgins, Makenua, Aldu- 
nate y Bulnes, han dicho lo mismo que los 
historiadores, los literatos y publicistas. 

La última Junta patriota que gobernaba á 
Chile al ser reconquistado por las armas de 
Osorío,. Junta compuesta del caudillo popular 
D. José Miguel Carrera, D. Julián Urive y 
D. Manuel de Muñoz y Ursua, dirijiéndose 
al Intendente de Cuyo en oficio fecha Setiem- 
bre 17 de 1814, le pide que confine catorce 
individuos en la jurisdicción de su mando y 
agrega: "Este pays (Chile) es una faja de ter- 

:*] FriM, Nota de Diciembre 12 de 1872. 
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reña coatoáo deioasiado angosta 7 oomuiucQH 
Ida' i*or todas partes {*)". 

El fecundo escritor Vicuña Mackén^a rop^^ 
tia también la misma idea: "Chile forma entre 
los Andes y el Pacífico una estrecha cintura 
de 40 á 60 leguas de ancho". Así lo manifesr^ 
taron. igualmente y en distintas ocasionen» 
les seéores Amunátegui, Tocornal y Bena^ 
vente. 

El mismo D. Adolfo Ibaüeí, inventor de 
los nuevos límites de Chile, decía al Sr. Buft* 
tillo Ministro Boliviano: 

"Los límites orientales de Chile no son 
otros que la Cordillera de los Andes"; y con- 
secuente con esa convicción, gestionaba eB 
1873 la compra del Estrecho, según se acre- 
dita en documentos que han visto la lúa pu- 
blica. 

Su sucesor D. José Alfonso, mientra^ bus- 
caba con empeño la alianza del Brasil, insistía 
por la conveniencia de la ocupación de Punta 
Arenas, manifestando que la usurpación era 
un buen título á favor de Chile porque caro- 
cia de otro mejor. 

"Es una estravagancia poner en duda el 11- 

[*'] M. S. S. del Archivo d* Mondcaa. 
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mi te Oriental de Chile, esto es: "los ADde8^% 
toda la estension del país, '' decía D. Marcial 
MartiDez, ocupándose de la cuestión con So- 
livia. 

D. José Antonio Torres observaba que no 
tenia Chile mas porvenir que las estériles oqm' 
tas de Atacama por hallarse "estrechado en- 
tre el mar y los Andes." 

En al año 1841, el gobierno Chileno nom- 
bró una comisión para que informase sobre 
una solicitud de D. Jorge Mabon para el es- 
tablecimiento de vapores remolcadores en el 
Estrecho. 

Esa comisión compuesta de D. Santiago 
Ingran, D. Diego Antonio Barros y D. Do- 
^ningO'Espiñeira, manifestó que el Estrecho 
no podía corresponder totalmente á Chile. 
"Están señaladas las Cordilleras de los Andes, 
decia la comisión, como los lindes del territo- 
rio por la parte del Este, y el Estrecho de 
Magallanes pertenece al país desde dichas 
cordilleras hasta la boca del Occidente. Toca 
por supuesto á la Gonfederaciou Argentina la 
otra parte." 

Chile está, pues, contra Chile. . 

Que los Andes limitan aquel país por el 

10 



y 



Oriento es, pues, una verdad que está ep It 
oonciencia del pueblo ohileno. Es, en eFeoto, 
uilli extravagancia poner en cuestión un lími* 
te incuestionable. Por eso es que cuando lód 
pirronianos de la diplomacia, á impulso de 
sus ambiciones políticas, pretenden aparentar 
un conrencimiento que les falta, reclamando 
para su país lo que saben no le pertenece, tie- 
nen fatalmente como el ñlódofo antiguo, un 
momento en que la voz de la conciencia se 
hace oír, porque es imposible desprenderse 
siempre de la naturaleza humana. 



Al testimonio oficial de los hombres mais 
eminentes de Chile, se agrega lo preceptuado 
en todas las leyes políticas que han regido 
Aquél país después de 1810. 

Las colonias hispano-americanás al desli- 
garse de los vínculos que las unian á la Me- 
trópoli, fijaban en su ley fundamental los 
límites de su imperio y soberanía. Así lo hi- 
cieron Centro América, Venezuela, Colombia, 
Ecuador y Chile. 

La emancipación de un pueblo implica res- 
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PmW í lo» demás, el ejeimoio de áotñ9Í¡Ñ^j 
el cumplimi^Dto de obligMÍOoei qfte lit iaÍ9- 
0UQ3cribeli tíx los UmiteB djé la sofawáiiífr ter- 
ritorial que han asumido, ya en su carta £ui)- 
damental, ja en sus tratados y en sus leyefiTé 

Debemos agregar que las BepúblioaB mesi- 
cionadas han respetado como la buelia fó lo 
aconseja, el precepto constituoioMl^ qtí^ si 
-bien limitaba sus derechos, oircunactdbia t^oU- 
bien sus responsabilidades^ 

Para esta regla hay lina escépcioD.: el Q^ 
ibiemo de Chile. 

La Constitución vigente promulgada por 
Dé Joaquin Prieto en 1838, lo mismc^ que Jas 
Constituciones de ISU, 1822, 1828^ 26 y SB| 
consignaron uniformemente en su artiordó i^ 
loiiguiente: 

"El territorio de Chile se estie^de d^isdé el 
desierto de Atacama hasta el Cabo á^ Hortios 
y desde la Gor dillera de loe Andes haúta él tifiar 
Pacífico, comprendiendo el areEiápiélag& dÁ 
Chiloé, todas las islas adyi^ótites^ y li^ lob 
Juan l'érnandez ." 

Bñ la conTéncíion de ld6@, se présete ^ft 
proyecto para la re£órtíia de ése artígalo^. pro» 
yecto que fué rechazíkdo, j;edlB0pd0 aaíl al 
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precepto constitucional una nueva y solemne 
sanción de la opinión pública. . 

¿Cuál era el criterio que guiaba á los cons* 
tituyentes chilenos al señalar la Cordillera de 
los Andes como límite oriental de aquel país, 
en todas las Constituciones que lo han regido 
desáe 1810 hasta la época actual? 

Era indudablemente el uti possidetis del afio 
10> adoptado esplícitamente en el pacto cele- 
brado con la República Argentina en 1826 y 
que habia sido proclamado ya por todas las 
Repúblicas del Continente como el palladium 
de la fraternidad americana. El criterio de 
los constituyentes era la opinión, era la con* 
ciencia pública; era también el testimonio de 
la demarcación hecha por el soberano común 
entre la Capitania General de Chile y el Vi* 
reinato de Buenos Aires. , 

Evidentemente Chile está contra Chile. 

Su historia es una elocuente demostración 
de esta verdad, de tal modo que no ha pro* 
mulgado una Constitución, una ley, un regla- 
mento, un decreto, sobre el territorio nacional 
ó provincial, sin señalar los Andes en toda su 
estension, para decir: Chile llega hasta ahí, y 
nada mas que hasta ahí. 
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Tan evidente fué para Chile que el país era 
una tira de terreno costeño demasiado angos- 
ta, como decia el General D. José Miguel 
Carrera, confinada entre los Andes y el Pací- 
fico, que se complacia en consignarlo espresa- 
mente en todas sus Constituciones. 

La organización de los poderes públicos, 
todos los derechos civiles y políticos del ciu- 
dadano, eran en esas constituyentes materia 
de acalorada controversia. Solo habia un pun- 
to fuera de toda duda, una verdad al abrigo 
de incertidumbres, y era esta: Chile, termina 
en los Andes. 

Por lo demás, el precepto constitucional no 
puede ser mas terminante y claro, pero llega 
el afio 1873 y un Ministro de aquel país se 
hace esta pregunta: 

"¿Qué significado tiene el artículo consti- 
tucional? ¿Será por ventura un testimonio, una 
declaración, una confesión de la parte? Pero 
si tal significado tiene, la confesión, la decla- 
ración y el testimonio como dados fuera de 
juicio y sin prever ni remotamente siquiera 
que la presente controversia pudiera sobre- 
venir, no tienen tampoco valor alguno (*)". 

(•) Nota del Sr. Adolfo n>ftñez de Abril 7 de 1878. Apéndioe 4 la Me- 
»ona de Belaeionee Bit«rioref«.páj. 180. 
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Ssto importa decir: la confesión que la ley 
fundamental eneierra no tiene valor alguno 
por dos rabones: 

!■ Por ser .dada fuera de juicio. 

2* Por no haber previsto la controversia. 

Tomemos ahora el peso de semejantes ra- 
zones. 

Causa desde luego estrañeza que el Sr. Iba* 
ñez, tan forense en el estilo de sus notaa^ 
ignore que las leyes de Chile y la jurispni«> 
dencia universal, reconocen como medio de 
prueba, la confesión extra judicial, es. deoir^ 
dada fuera de juicio. 

Por lo que hace al segundo fundamento 
que invoca, no puede ser mas absurdo: prs^ 
ver la controversia^ significa prever que se 
ha de disputar ó negar lo mismo que se vá á 
confesar; y en este caso ¿quién confesaría? 
Pero vamos aun mas lejos. Sabido es que to- 
do prueba escrita á favor de una parte, im^ 
porta en contra de la otra el reconocimiento^ 
la declaración, la confesión del derecho que 
se litiga. Pero como es indudable que al fir* 
mar ese instrumento no se ha previsto la 
contienda, la mala fé futura, carece para el 
Sr. Ibafiez de todo valor en juicio. ¡Edificante 
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7 benéfica doctrina en favor de los malvados! 

Nada importa que los constituyentes de 
Chile no hayan previsto la controversia que 
habia de suscitar en 1872 el Si*. Ibañez. ¿Y 
cómo habian de preverla? El artículo que 
examinamos es, pues, una confesión extrajudí- 
cial, la que constatada por la Constitución que 
es un instrumento auténtico, coíistituye ple- 
na prueba. 

En la cuestión de límites entre Colombia y 
Costa Rica, se alegó por parte de aquella na* 
cion que la misma Constitución federal de 
Centro América del año 1824, habia circuns- 
cripto por el artículo 6^ el territorio de la Re- 
pública, de modo que "no habia ningún fun- 
damento respetable 6 satisfactorio para sos- 
tener la pretensión del gobierno de Costa 
Rica". Si un pueblo no respeta su propia ley 
suprema, poco amor abriga por el derecho y 
la justicia. 

Bentham observa que la guerra comenzada 
por el Rey de Suecia contra la Rusia en 1788 
fué considerada por una gran parte de sus 
subditos como una violación de la Constitu- 
ción establecida por él con el asentimiento de 
los Estados. El mismo autor agrega que esta 
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sola circunstancia bastó para que los oficiales 
rehusaran obedecer sus órdenes y el Bey se 
viera obligado á retirar sus tropas de la fron- 
tera y convocar una dieta (*). 

Desgraciadamente, en pleno siglo xix, cuan- 
do todas las naciones acatan con respeto sus 
leyes, cuando reconocen un ideal inmutable 
de verdad y de justicia, cuando se sacrifican, 
si necesario fuere, por la fé de una promesa, 
en estos tiempos, decía, aparece un gobierno, 
que inspirado por la ambición y el espíritu 
de conquista, causa infalible de ruina para una 
nación, según observa Montesquieu, no se de- 
tiene, ni ante sus mismas promesas, ni ante 
la prescripción terminante de sus leyes, ni 
ante los preceptos universales de la justicia: 
este Gobierno es el de Chile, 

•Sorprende, en efecto , decia el Plenipoten- 
ciario Argentino al Ministro Ibañez, que V. 
E. declare sin valor en este país aquella ley 
(la Constitución), cuando poco ha el Ministro 
Plenipotenciario de Chile ha sostenido la opi- 
nión contraria en Bolivia con la aprobación 
de V. E. mismo (**)". 

(*) Wheatón— 'Historia die los progresos del Derecho de Gentes', 
Tomo L pég. 387. 
(**) Fnas— Fotí de Setiembre 20 de 1873. 
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Para el Ministro cbileno la Constitución de 
aquel país está vigente y es un título de de- 
recho internacional cuando le favorece, pero 
no tiene valor alguno cuando contraría 8U9 
pretensiones. Calculadamente terjiversaba así 
S. E. un principio rudimental de la jurispru- 
dencia, y es que el testimonio, la declaración, 
la confesión, diremos para servirnos de sus 
palabras, si algún valor j urídico tiene, es pre- 
cisamente cuando perjudica al que la emitió. 

Olvidaba también S. E. que es una regla 
del derecho público y también un deber de 
lealtad, no eludir en las controversias con una 
Nación, los principios que se han invocado en 
contra de otra. Lo contrario importaria el 
reinado de la arbitrariedad y la mala fé, pues- 
to que se haría prevalecer la voluntad apasio- 
nada y antojadiza de los gobernantes, sobre 
los preceptos inmutables de la equidad y la 
justicia. 

Pero no es esta la única orijinalidad de la 
cancillería chilena, y aunque mas no sea que 
para justificar nuestra aserción cuando de- 
cíamos: la diplomacia chilena es la diplomacia 
del camaleón, vamos á resumir en pocas lí- 
neas las inconsecuencias, por no decir otra 

11 
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palabra, en que ha incurrido aquel Gobierno 
en sus cuestiones de límites. 

1* Sostiene á Bolivia que el artículo 1® de 
la Constitución señala los verdaderos límites 
de Chile, mientras que alega á la República 
Argentina que esa Constitución no tiene valor 
alguno. 

^ Sostiene á Bolivia que la audiencia de 
Charcas no abrazaba el desierto de Atacama 
sino la Patagonia, y á la República Argentina 
que aquella misma audiencia comprendia el 
primero y no la segunda. 

3* Sostiene en una nota que el dominio de 
Chile se estiende hasta el Rio Diamante; en 
otra que solo llega hasta el Rio Negro, y en 
una tercera que se estiende hasta el Rio Co- 
lorado (*). 

4* Se compromete en la conferencia de 1** 
de Mayo de 1872 á no oponerse á la jurisdic- 
ción argentina en el Atlántico, agregando 
en nota fecha 28 de Junio, que no llevará su 
jurisdicción hasta las islas situadas á 20 millas 
dé la Colonia Punta Arenas, y no obstante 
esas promesas, usurpa en 1873 las islas men- 

(*) Véanse las tres notas si^ieutes del Sr. Ibaúez: Octubre 20 de 1872, 
Abril 7 de 1878 y Enero 28 de 1874. 
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cipuadas y esbíende su juf'isdiccion hasta el 
Rio Santa Cruz. 

5' Sostiene á Bolivia que el utiposside- 
tis de 1810 importa el respeto por las demar- 
caciones políticas y no las judiciales, y á la 
República Argentina que ese uti possidetis, 
adopta las demarcaciones judiciales de pre- 
ferencia á las políticas. 

6"" Sostiene finalmente que es lícito á un 
Gobierno cambiar de opiniones, de razones y 
argumentos según la respectiva situación le- 
gal, es decir, según las conveniencias (*). 

Tales son las nuevas doctrinas de derecho 
internacional, en que se inspira la diplomacia 
chilena. Es indudable que hay lógica también 
en el absurdo porque para sostenerlo es nece- 
sario recurrir á otro absurdo. 

Ahora pregunto: ¿los Patagones que Chile 
pretende civilizar sostendrían estas máximas? 
Digámoslo en honor de ellos: no lo han hecho 
hasta ahora. 

¿Quién al considerar tales principios no se 
considerará trasportado al siglo de Maquia- 
velo? 

Semejante elasticidad de juicio que seamol- 

(*) Nota del Minifitro Ibañez, Enero 28 de lft74— Apéndice á U Hamo- 
ria de R. E., 1874, pá?. 119 
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da á todas las si^ciones leales, que sostiene 
hoy como una verdad indiscutible lo mismo 
que reputaba ayer un error, y que pondrá 
en duda mañana; esa diplomacia que redu- 
ce la justicia á un cálculo interesado, estaba 
reservada en la época que atravesamos á la 
cancillería de Santiago y felizmente á nadie 
mas que á ella. 

La moral es el mejor consejero de una sana 
política y los gobiernos que en vista de intere- 
ses transitorios, abandonan el camino que les 
señalan, en sus relaciones internacionales, el 
honor y las prescripciones inmutables de la 
justicia, atraen sobre sí, tarde ó temprano 
el desprecio de todas las naciones. 

Nos es sensible el decirlo; pero ahí están 
los testimonios oficiales que lo prueban y hc^ 
blan mas alto que nosotros: en sus relaciones 
diplomáticas con la República Argentina, la 
fé chilena ha llegado á ser tan vergonzosa- 
mente célebre como la fé púnica. 

Sostiene el prd y el contra según las exi- 
gencias del interés; desconoce las resoluciones 
del soberano que deslindó su territorio, las 
disposiciones de su propia Constitución y de 
sus leyes, el testimonio unánime de sus gober* 



— So- 
nantes y estadistas. ¿Y toéb esto para quéP 

Para agregar un pedazo mas á su territorio, 
como si la verdadera grandeza y el honor de 
las naciones pudiera medirse por varas. 

El porvenir pertenece á las naciones gran- 
des 6 débiles que no se separan de la línea 
del derecho, á impulso de su interés particu- 
lar, decía un estadista argentino sintrtizando 
la política de su Gobierno (*). 



VI 



Pero no es esto todo. La línea del derecho 
le estaba señalada á Chile, no solo por su Cons- 
titución política y por las leyes que habia 
promulgado desde 1810, sino también por el 
tratado de 1846 en el cual la España, señora 
primitiva de estos dominios, reconoció la in- 
dependencia de aquella República. 

"Su Magestad Católica, usando de la fa- 
cultad que le compete por decreto de las Cor- 
tes generales del Reino de 4 de Diciembre de 
1836, reconoce como nación libre, soberana é 
independiente á la República de Chile, com- 

L*] Carlos Tejedor— Nota de Abnl 27 de 1872 dirigida a1. Ministro de 
Kegooios Extrangeros del Imperio del Brasil. 
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puesta de los patees especifícadoá en su ley 
constitucional, á saber: todo el territorio que 
se estiende desde el des'ierto de Atacama hasta 
el Cabo de Somos y desde la Cordillera de los 
Andes hasta el mar Pacífico con el Archipiéla- 
go de Chiloé y de las islas adyacentes d la eos* 
ta de Chile (*)." 

Cuando una Nación reclama su puesto en- 
tre las demás naciones, adquiere prerogq,tivas 
y contrae responsabilidades que el derecho 
público circunscribe al territorio á que se es- 
tiende el dominio eminente qua asume. 

La República Argentina estableció su sobe- 
ranía entre los Andes y el Atlántico: consta 
así en todas las leyes y actos de jurisdicción 
que ha practicado y practica en la rejion aus- 
tral hasta el Cabo de Hornos, desde el año 
1810; en las negociaciones que precedieron al 
reconocimiento de su independencia por el 
Gobierno de los Estados Unidos, como se 
acredita en los informes de los comisionados 
Rodney y Graham en 1818, y en la discusión 
á que dio lugar la ocupación de las Malvinas 
en 1833 (**). 

(*) Tratado de reconocimiento, paz y amistad entre España y Chile, art. 
1 o . Batificado el 1 o de Julio de 1846. 

(**) Véase el informe qne presenté al Ministerio de B. Esteriores, Seo- 
oion segrunda, Actos de jurisdicción practicados después de 1810, Memoria 
de 1879, pág. 128. 



• ■ * 
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Chile, por su parte, circunscribió la suya 
entre los mismos Andes y el Pacífico, según 
consta en todas sus leyes y en el tratado de 
1846. Y si, como observa Mabl^, los tratados 
son el archivo en que se acreditan los títulos de 
las naciones, desconocerlos como lo hace Ghile 
sin mas razón que su propia conveniencia, es 
anular el instrumento en que constan sus 
derechos como pueblo soberano ó indepen- 
diente, es colocarse fuera de la ley de las na- 
ciones. 

Chile ha sido confinado entre los Andes y 
el Pacífico no soló por todas sus Constitucio- 
nes y el tratado en que la España reconoció 
su independencia, sino también en todas las 
leyes y decretos que ha dictado desde 1810 
hasta la fecha. En el Reglamento Orgánico de 
1823; en la ley de 1826 que dividió en ocho 
Intendencias su territorio; en el decreto rela- 
tivo á la creación de nuevos obispados; en la 
ley de Gobernaciones marítimas; en las ins- 
trucciones dadas al señor Pissis en 1848 en 
virtud de las cuales asentó este sabio lo que 
todo el mundo conocia, cuando dijo: "Chile 
está separado de la República Argentina, por 
esas inmensas Cordilleras que se estienden, 
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sin intelTupoion, por toda la part^ Este de 
la América del Sud". 

' Solo citaremos, para no alargar demasiado 
esta sección, dos testimonios extraidos del 
Archivo General de la Provincia en el afio 
próximo pasado. 

En 1781 el Presidente D. Ambrosio Bena- 
videz en oficio dirijido al Virey Vertiz con 
motivo de un reconocimiento practicado en el 
Rio Gallegos en busca de los Césares ^ mani- 
fiesta lo simiente que no puede ser mas ter- 
minante: "La Patagonia pertenece a la juris- 
dicción de ese Vireynato", 

Como si esto no fuese bastante, otro Presi-r 
dente de aquel pais, Higgins de Vallenar, 
ocho años después de Benavidez, en oficio 
dirijido al Virey de Buenos Aires, decía 
así: 

"La Patagónica y demás costas del Norte 
son de la jurisdicción de V. E. " 

Un documento de esta especie, emanado de 
las autoridades coloniales, deseaba un Minis- 
tro chileno, el señor Varas, para disputar á 
Bolivia un desierto. 

La República Argentina los cuenta por 
centenares y puede entonces asegurar, que 
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basta el testimonio de Chile para convencer 
de sin razón á Chile. 

El cantor de las glorías nacionales al for- 
mular el himno chileno, se fijaba igualmente 
en las nevadas cumbres doradas por el sol na« 
ciente como en el límite y la defensa natural 
del paÍ3. 

En la siguiente estrofa que las generacio- 
nes han repetido como emblema de la patria, 
sefiala el marco de aquel cuadro en cuyo cen- 
• tro se alienta la libertad y la unión: 

El Pacífico al Bud y Occidente, 
Al Oriente los Andes y el Sol; 
Hacia el Norte un inmenso desierto 
Y en el centro libertad y unión. 

He ahí los límites de la Nación Chilena; de 
la Nación recanquistada por sus heroicos redeu' 
I tores los iliistres pueblos del Bio de la Plata^ 
como decía con tanta justicia D. Bernardo 
O^Higgins después de la jornada memorable 
deChacabuco. 

Ya que se ha puesto en ese centró la li- 
bertad y la unión, quiera Dios que se pueda 
agregar un dia algo que les falta y es mas 
fuerte que la unión y mas brillante que la li- 
bertad: un poco de verdad y de justicia. 
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SECCIÓN TERCERA 



CUESTIÓN 



SOBRE LOS POTREROS DE CORDILLERA 



SECCIÓN TERCERA 



CUESTIÓN* SOBRC LOS POTR£R08 DS COR04LL6RA. 



Sumarió — El 'DiTortia aquaruní' — Origen y fancUunento de k ouettion: 
tráflw dahaoiendM- rotodM por lew ikáiot/^át fldee iUk fllgltf péiilil>« 
Mendosa estiende wub poaesionee hasta el Nauquen— Informe i»eri* 
«MááflS» MbM-laaitaMioBdrlofl vfiaie»d^GbHliU«ift'. 



La d^arcácion entre las posesioné^ argcfn* 
tinas y chilenas en las cumbres dé- Ics^ Aw^- 
diss-, se relaciona con- la discfu'sioii sobt*e lic^* 
potreros dte cordillera que pasamos» á e^ttiim-- 
nar. 

Las elevadas montañas de los Atid'es^ pro- 
longándose hasta- el estremo Süd> det ooiati- 
ipente, separan en dirección dfametralmeiit» 
opuefirtie^ la» coitíentes de las aguáis que fldPti- 
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lÍ2an los territorios entendidos á uno y otro 
lado de ellas. 

Dada la estension de las cordilleras que al- 
canzan á una anchura considerable en casi 
toda su longitud, es obvia la necesidad de 
adoptar respecto á los valles en ella compren- 
didoSy una línea de demarcación que los adju- 
dique equitativa y racionalmente á las naciones 
limítrofes. 

En este caso, la línea divisoria de las aguas 
ó sea el divortia aquarum^ señalado como 
Umite por todos los tratadistas, determina 
lina base clara y conveniente para el deslinde 
de la soberanía territorial. Mas aun, muchos 
publicistas como Bluntschli, enseñan que en 
los casos mismos de duda, la línea divisoria 
de las aguas constituye el límite legal. 

Conao es sabido, las Cordilleras forman va- 
rias cadenas de montañas, las que bifurcán- 
dose en distintos puntos, dejan entre una 
y otra ramificación, estensos valles cuya fera- 
cidad contrasta con la aridez de aquel siste- 
ma orográfico. 

Entre estos se encuentran los conocidos 
coni los nombres del Yeso, Valenzuela, Mon- 
tañés, los Angeles, y otros varios, situados 



— 96 — 

entre los paralelos 36^ y 36^30' latitud Sur, en 
las nacientes del Rio Grande afluente del 
Colorado. 

Estos valles han tentado también la insa- 
ciable codicia de Chile, pron^oviendo lo que 
se denomina: "cuestión sobre los Potreros de 
• Cordillera." 

Con motivo de haberse- cobrado en ellos el 
derecho de talaje por el Comandante de San 
Rafael, el Ministro D. Manuel Montt en nota 
fecha Abril 7 de 1846, reclamó por primera 
vez el dominio de los valles mencionados, 
como propiedad del chileno D. Manuel Jirón 
y como situados al Oeste de la línea divisoria 
de los Andes. He ahí el iDrígen de la reclama- 
ción. 

Insignificante á primera vista, se reconoce 
rá que esta cuestión es de suma trascenden- 
cia por poco que se considere la situación es- 
pecial en que se hallan las provincias andinas. 
Subordinada absolutamente la industria de 
estas á la irrigación que alimentan las corrien- 
tes que manan de esas cumbres, se comprende 
que la jurisdicción chilena mas acá del origen 
de esas corrientes, sometería á su capricho 
la vida misma de esas provincias argentinas. 
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No es esto todo y diremos la verdad sm 
rodeos. 

Sea por hábito ó por necesidad, 6 quisas 
bajo la influencia de ambas causas, hain llega- 
do á legitimar en Chile, fundados en la tole- 
rancia de las autoridades j en el lucro que 
proporciona, el negocio ilícito que realizati 
desde época inmemorial, comprando á vil pre- 
cio las haciendas robadas por los Indios á.los 
hacendados de las fronteras de Mendosa, San 
Luis y Buenos Aires. 

Los valles mencionados son el depósito de 
los ganados con que nuestros vecinos mantie- 
nen ese escandaloso tráfico de latrocinio. Es 
allí el punto de escala donde arman é insti- 
gan á los salvages en los corsos terrestres que 
desprenden contra las propiedades argenti- 
nas, violando así los preceptos de la humani- 
dad y las prescripciones universales del dere- 
cho público. 

Pero vamos al fondo de la cuestión. 



II 



Sü Ifts notas cambiadas desde 1846, el €ki- 
biemo Chileno ha fundado su reclamaeton #a 
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el título particular de un tal Jirón y en el 
examen pericial que debia practicarse. 

No obstante esto, el Sr. D. Adolfo Ibafiez 
en una publicación recieijte, manifiesta con la 
mas cínica ingenuidad, que dada la esterilidad 
de Chile, y sin mas rason ni motivo, considera 
muy lícito que aquel Gobierno se apodere de 
esos valles y de otros territorios al Oriente de 
los Andes (*). 

Según él, la República Argentina crece y 
se desarrolla como un jigante, de tal mo- 
do que en poco mas de diez años ha du- 
plicado su población, mientras que Chile so- 
lo ha aumentado la suya en un diez por 
ciento. 

¿Qué hacer en caso tan afligente? 

"Sostener, dice el señor Ibañez, la posesión 
y la jurisdicción que desde tiempo inmemorial 
ejercemos del otro lado de los Andes^ especial- 
msnte á la altura de Talca y de Chillan (**) ". 

Lástima grande es que no sea verdad tan- 
ta belleza, habrán esclamado los chilenos al 
leer esas palabras del Ministro Ibañez, porque 
este señor toma por un hecho consumado, ín- 

(*) Beriita chilena, núm.- 44, ▲gosto 1 <=> de 1878, pig. 599. 

/••) Berista citada, pág.fiOO: . /^ 



^^hé^otM'lú^qae nopasa de ser. una simple a&- 
piraciotí. 
*£l 6dbiei^iK>'de Meodoaa ejevoe, en/€ffacto» 

•^Jiiliédióeioti'de beobo y de derecho en losiMii- 

* 

^^óQádos valles desdeépoca inmemarial. 

¿Aüúalmeute remata el derecho al ,i>ákje/d;e 
^llafil por una suma que varia en^re ochopien- 
4dd y táil pesos bolivianos, pudiendo, • según 
datos que allí he recogido, obtener una renta 
{núdbo mas elpvada. 

'^U'Ouanto.al aspQcto legal, debemos obsor- 
tát que una cosa es el derecho de propiedad 
IklbM uti territorio dado, y otra muy diatintüa 
^ ^d^minio eminente que una nación :puede 
ejercer en él. Corresponde la primera á la 
legislación di vil y en nade afecta á la s^^da 
«regida por el derecho de gentes. 

ün el p^resente caso, el dominio de l|t R$- 
pÚbliQa Argentina es obvio y ha sido perieiad- 
-faénte^comprobado. Por lo que hace al derecho 
4e «propiedad, sea que (pertenezca á argentinos 
4 á chilenos en nada se afecta el ejercicio de 
la >60l)eiíMia. 

Deidad la mesmim del YireiMito, la Pratáa- 
cia de í^i^dqgp, es.tendió su jurisdicción de 
hecho hasta el Sur del Rio Jíeyqvwtn. 
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Bajóla^ direcckm del CS€>txiafidaiité^Aa%o- 
tiSiííf subyuga los^ P^uenelse^^ recdiftAr¿é^<M^ 
SEüilliches 7 ll€ft&4a' ac^on oMUsa^ri^^i^^ 
\ús a^éntea-de} caudaloso^' Aió- Negro. 

La cancillería chilena por el órgano de sil 
Ministro Ibañez ha llegado al estréma^éPin- 
stnuar que su dominio podia- llegar hítstó^ 
Rio Diamante (*). 

Pero de la exageración al absul^do^no^bay 
manque un pasa y' á cualquiera sfe^le octííre 
qne semejante sistema- de exagerar sü d^e^ 
cho sin mas mira que conseguir una parte 
alicnota de él, léjoa de ser ventajoso •^eír'cotP 
traprbdubente. 

Y es evidentemente un absurdo preténdete 
oomo ló hace Chile, una estensa zana de Ua 
Provincia de Mendoza, ooriquistada- & los- in-^ 
dios^ desde el siglo pagado, como seacredita^ 
con una infinidad de testimonios procedente^ 
de aquel Archivo; 

En el mes de Tigrero de 1780 j el Cotó*B> 
dánte Amigorena realizaiinaí eápedicicín^ hiíSta 
las^ márgenes d el Rio Grande, , obteniéhd^ úfr^ 
étító completo (♦*). 

'm.l^m di A¿ta l df» 1878, Ai^.^ á la MemoHa'd» B; E.***'''B«TÍ|(il^ 
Cnilena" núm. 44, pá?. 581. 

<**) Angelis ha publicado el diario de esta espedicion ''Coleoóion4»-fl/9- 
comentoB sobre el Blo de la Plata" TofA^iV. páf^409.'' 
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En él mes de Mayo 1784 se organiza una 
segunda espedícion mandada por D. Feliz 
Mestre, Comandante de Córdoba, y en combi- 
nación con Amigorena y las tropas de Buenos 
Aires. 

Tres años después el mismo Comandante 
de la frontera de Mendoza, de acuerdo con el 
Cabildo y en unión de los Pehuencbes, realiza 
otra entrada contra los HuilHcbes. 

En 1790 por orden del Gobernador de Cór- 
doba Marques de Sobre Monte, Amigorena se 
prepara* á reconocer "hasta la cumbre de la 
Cordillera, internándose al Sur para adquirir 
noticias de la Costa Patagónica y Estrecho de 
Magallanes (*)". 

Desde la creación del Vireinato, el Gobier- 
no de Mendoza habia subyugado así todas las 
tribus que se estienden hasta el Rio Negro, 
las que vivían en paz, subordinadas á la Pro- 
vincia, por medio de su Gefo que llevaba el 
título de Gobernador de Amigos. 

El valle de Malalgüe que se estendia desde 
el Atuel hasta las cabeceras del Rio Colorado, 
era como San Carlos y San Rafael, un partido 
ó départamentQ de la Provincia de Mendoza. 

(*) M. SS. del Arobivo á» Mendoza. • 
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Así en oficio dirijido por Amigorena al Ca* 
bildo en el año 1796» da cuenta del parlamen- 
to Qelebrado para la elección de un Gobema« 
dor de amigos» y agrega: 

"Para el mando de la nación Pehuenche 
del Partido de Malalgüe^ elijieron como caci- 
que Gobernador á Millanguir". 

Por lo demás» se comprende que el deslinde 
de los territorios argentinos y chilenos tanto 
en los valles de Mendoza como en la costa 
del Estrecho vendrá á reducirse á un examen 
pericial que determine la situación de ellos 
con relación á la linea divisoria de las aguas 
en la cumbre de los Andes. 

El Gobierno chileno lo comprendia así muy 
bi^n cuando en la Memoria del Ministro Vial, 
en 1847» en el Mensage presentado por el 
Presidente Bulnes en 1848, y en todos los 
documentos oficiales de aquel tiempo, propo- 
nía al Gobierno Argentino el. nombramiento 
de una comisión mixta que "trazando una lí-* 
nea por las mas altas cumbres de las cordille- 
ras señale el límite preciso al Oriente de los 
Andes y resuelva la pertenencia del territorio 
del Estrecho". 

Con el mismo objeto, por decreto fecha 10 
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dfiL-Qctubra dé. 18^ aquel Gobierno:' eti^argó 
ál sabia Pisiis:^ ''señalásexünlprecisiaiPein.lá 
cordiller& la: lióes' qniaL separarlas: reitíkotnt 
que van á las provincias'arg'entinas;' 6^ las 
que se diríjen ai territorio de^ Chile (^)'". 

El Gobierno de Mendoza, oon feohd;^ DU 
ciembre 4 de 1846, comisionó al coronel Dd^ 
mingaez y á D. Nicolás Villanueva^ quienes 
espidieron su informe el 27 de Abril de 1847. 

Después de un minucioso examen de las lo^ 
calidades, los comisionados reconocierón'iqtíé' 
las dilatadas montañas de los Andes, .con muyí 
pocas escepciones, forman en toda su estéfl^ 
sion dos ramas de Cordilleras divididas por- 
graBdes valles de mas ó menos profundidad; 
pero ¡presentando todos ellos su principal deeli^ 
ve al Naciente; que en su centro van reci-i^- 
biendo todas las aguas que manan dé ambas-' 
cadenas de montañas y se forman en ellos lo9' 
infinitos nos que salen á la superficie del té^-^ 
ritorib argentino: 

Los valles de Valen zuela, MontáfleSi el^ 

Yeso y los Angeles, dicen los cotnisionftdosV- 
están. en la misma situación del Tunuy^dUfy-y- 
no pueden por manera alguna consider&W*^- 

ra jpelaaoiartM d^ Fissis, oomo de los tettímoniM 4«1 tabio pmfiíÉrko, 
TCftmtii'.^pw los vaBra nexioioaftdos «e Siallan en tenitbilo taegeastíittfi 
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como parte integrante del territorio chile- 
no (*). 

Verificado el hecho, no puede existir cues- 
tión que tenga otro fundamento que no sea 
el aliciente del tráfico de haciendas que he- 
mos mencionado. 

Para cortar este abuso secular, no queda 
otro recurso que el señalado por ley de 4 de 
Octubre: la ocupación del Rio Negro y añuen. 
tes del Colorado. Solo así pondremos término 
al comercio ilícito de haciendas robadas en 
compañía de los indios: comercio que aquel 
gobierno ha llegado al punto de legitimar co- 
mo una operación industrial puesta bajo la 
salvaguardia de la Constitución chilena! (*) 

[*] M. S. S. delAroUiTO de Mendoza. En el mapa con que «»1 Dr. Saei 
acompaña su obra sobre 'Límites y posesiones de Mendoza" puede verse 
la colocación de estos Talles. 

[**] Para Terifloar esta aseTericion puede consultarse la Memoria de 
B. Exterioras de 18/7, pá^. XXI— Amando Alcorta, 'Tratado de Derecho 
Internacional', Tomo 1. pig. 194 nata. 
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OATOBCE MIL CHKTO CINCUENTA Y TBES TÍTULOS SOBBS LA 

Ataqonu 

La cuestión de límites entre la República 
Argentina y Chile está agotada, han dicho en 
coro los diplomáticos chilenos. Lo afirmaban 
así en 1873 los señores Ibafiez y Blest Gana, 
lo ha repetido posteriormente el Ministro 
Alfonso y hasta el Plenipotenciario Barros 
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Arana volvió á lanzarnos con profundo aplo- 
mo el estribillo de siempre: "hemos dicho la 
última palabra". 

Desde Agosto de 1872 en que por vez pri- 
mera manifestó Chile oficialmente sus aspira- 
ciones al dominio de la Patagonia, habia exhi- 
bido ya su único argumento y su última 
palabra que era esta: "la necesidad es mi 
protesto, la conveniencia mi ley". 

En el tiempo trascurrido ¿qué título ha 
exhibido aquel Gobierno para perseverar en 
una pretesion monstruosa, condenada por la 
ley y á mas atentatoria á los fueros de la in- 
dependencia argentina? Ninguno, absoluta- 
mente ninguno, que merezca ser tomado en 
consideración. Lee uno las difusas notas del 
Ministro Ibañez; trata de esprimirlas, por así 
decir, para sacar un argumento serio, y des- 
pués de trabajo tan infructuoso no puede 
menos que esclamar con el personaje de Sha- 
kespeare: palabras, palabras y palabras. Ha 
llenado sendas pajinas con la chicána mas 
vulgar, como quien trata por pasatiempo un 
asunto de menor cuantía. 

La diplomacia argentina se encuentra en 
otras condiciones: la esposioion de sus dere- 
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clios no ha sido agotada aun y mucho le que- 
da que alegar, pues que sus títulos al terri- 
torio Patagónico se cuentan por millares. 

A mas de los que en sus luminosos traba- 
jos han espuesto los señores Angelis, Velez 
Sarsfield, Frias, Trelles y Quesada, y cuando 
Chile creia agotado ya el arsenal con que he- 
mos de vencerlo, se han encontrado en solo 
el Archivo General dó Buenos Aires mas de 
catorce mil documentos inéditos, á los que se 
agregan los que he hallado en Mendoza y los 
que llegan dia á dia del Archivo de Indias. 
Esto es lo que tenemos que oponer á las falsas 
inducciones é interpretaciones ingeniosas^ como 
llamaba el señor Lastarria á las argucias de 
su país. 

Dando cuenta el señor Ministro de Relacio- 
nes Esteriores del cúmulo de datos que en el 
Archivo General habia recojido, le decia lo 
siguiente en un informe fecha 30 de Abril de 
1877: 

"Catorce mil ciento cincuenta y tres docu- 
mentos relativos á la Patagonia, cada uno de 
los cuales bastaría por si solo para justificar 
nuestro legítimo dominio en aquella vasta 
región, constituyen seguramente un caso úni- 
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CO en los anales de las naciones: jamás se 
disputó derecho mas evidente, ninguno fué 
corroborado con una exbuberanoia tal de tí- 
tulos auténticos. 

"Esceptuando algunos, los demás no ban fi- 
gurado aun en el debate oficial; y si es de es- 
perarse que el sentimiento de lo justo se so- 
breponga aun á las tentaciones de la codicia, 
elijamos como arbitro al mismo Representante 
de Chile: que lea primero nuestros títulos y 
falle después. 

"La luz está hecha, señor Ministro, y ante 
la evidencia con que ella manifiesta los dere- 
chos mas sagrados de la Patria Argentina — 
su honor y su integridad — creo llegado ya el 
momento dé decir á nuestros vecinos que el 
tiempo de las usurpaciones ha pasado (*)." 

Entretanto que Chile busca conflictos con la 
idea de usurpar lo que la naturaleza y las 
leyes le han negado, podemos con toda la 
calma que la conciencia del derecho inspira, 
decirle como el estadista antiguo á su interlo- 
cutor impaciente: pega, pero escucha. 

(*) En ese informe que fignra en la Memoria de Belacionee Exteriores 
de 1S77, tercer tomo pá?. 08, bailará el lector el estracto de doscientos de 
esos doomnentoB. 
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ANTECEDENTES DEL TRATADO DE 1856 

Por el artículo 39 del tratado de 1856, la 
República ArgentÍDa y Chile, se obligaron á 
someter la cuestión de límites pendiente al 
fallo de una nación amiga, en caso de no arri- 
bar á un arreglo directo. 

Prescripto así el arbitrage en un compro- 
miso solemne, el punto á resolver es este: 

¿Cuál es el territorio cuyo dominio ha de 
ser sometido á la decisión d^l juez arbitro? 

He ahí el nudo de la cuestión. 

No imitaremos á nuestros vecinos de ultra- 
cordillera, quienes solo atinan á cortarlo, sin 
tomar la precaución de verificar primero si su 
espada tiene el temple de la del conquistador 
antiguo. 

Por nuestra parte haremos uso de un ins- 
trumento mas eficaz: aquel en que constan 
los antecedentes de la cuestión y el dominio 
argentino en todo el territorio que se estiende 
desde el Rio de la Plata hasta el Cabo de 
Hornos. 

¿Cuáles son los antecedentes que motivaron 
el tratado de 56? Vamos á esponerlos detení- 
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damente porque ellos nos darán la solución. 

Hasta el año 1843, nación alguna pretendió 
disputar á la República Argentina su domi- 
nio, no digo en la Patagonia, ni siquiera en el 
Estrecho de Magallanes. 

Sin embargo, en aquella fecha, el Gobierno 
de Chile penetra por primera vez en él y fun- 
da la colonia Bulnes en el punto denominado 
Puerto Famine, esplorado precisamente desde 
1768 por el Gebernador de Buenos Aires. 
Seis años después, la colonia fué trasladada 
algunas millas hacia el Norte, tomando la de- 
nominación de Punta Arenas. Tal es el orí- 
gen de esta cuestión. 

Mucho han insistido los representantes de 
Chile sobre los beneficios que ha repartido 
esa colonia é» la navegación del Estrecho. An- 
te tales declamaciones, dando de barato que 
sean fundadas, nos limitaremos á observar 
que el fin no justifica los medios; que la utili- 
dad no puede legitimar usurpaciones. 

¿Qué diría Chile si por haberlo emancipado 
en Chacabuco y en Maipo nos hubiéramos 
anexado su territorio como provincia argenti- 
na: ó hubiera empleado este medio para con- 
seguir aquel laudable fin? 
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Pero prosigamos. 

El acta de fundación de la. colonia chilesa 
que ha motivado esta cuestión dice así: 

"Con todas las formalidades de costumbre 
toipamos posesión dé los estrechos de Maga- 
llanes y su territorio, en nombre de la Repá^ 
blica de Chile á quien pertenece conforme *e^ 
declarado en el artículo 1^ de su Gonstitudon 
política " . 

Si algo puede esplicar el objeto de una fun- 
dación y los límites que abarca, es precisa- 
mente el acta que la consigna. 

La que acabamos de trascribir no puede 
ser mas esplícita. Según ella, la administra- 
ción del general Bulnes invocaba en la ocupa- 
ción del Estrecho el artículo 1° de la Cotis- 
titucion política, artículo que confinaba el 
territorio de aquella nación entre los Andes y 
el Pacífico. 

La mente del Gobierno chileno de 1848, 
no. fué entonces hacer acto de ocupación en 
la Patagonia Oriental, sino en la Occidental, 
pu^to que invocaba el precepto constitucio- 
nal que escluia á la primera de su dominio. 

Yerifioado el hecho de que las cordillieras 
se prolpngan hasta el Cabo Providencia, á in- 
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mediaciones de la boca occidental del Estre- 
ehoj resulta que la colonia chilena se halla en 
territorio argentino, fuera de los dominios de 
Chile, según el acta misma de su fundación. 

Tan obvias son estas consideraciones que 
ellas fueron espuestas por ciudadanos chile- 
nos tan distinguidos como el Sr. Eosales, Mi- 
nistro Plenipotenciario en Francia. Refirién- 
dose á la ocupación del Estrecho, decía en 
1849 que él tenia presentes dos considera- 
ciones: 1* que la Constitución del Estado al 
señalar el territorio de la República lo circuns- 
cribia entre el Pacífico y los Andes. 

"Esta declaración indica de un modo prác- 
tico, agregaba el Sr. Rosales, que los límites 
deben considerarse en las cumbres 6 crestas 
de la serrania, no importa su mayor ó menor 
altura, con tal que sea la misma cadena de 
montañas que corre de Norte a Sur sobre el 
continente americano. 2* Qiíe el puerto del 
Hambre, hoy Puerto Bulnes, recibió en tiem- 
pos pasados una pequeña guarnición 6 pobla- 
ción que tengo entendido fué de gente venida 
del antiguo* vireinato de Buenos Aires, y un 
hecho tan importante no lo olvidará el Go- 
bierno Argentino". 
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La mente del Gobierno chileno fué, pues, 
estender su acción en los límites de- la Consti- 
tución, es decir, entre los Andes y el Pacífico, 
facilitar la navegación del Estrecho, pero de 
ninguna manera hacer acto de posesión de la 
Patagonia Oriental, lo que nunca pretendió, 
como consta en todos los documentos oficia- 
les de aquella época (*). 

Por lo demás, no se concibe sobre este pun- 
to duda alguna, ante los términos consigna- 
dos en el acta mencionada, y que debe ser 
contada entre los títulos á nuestro favor. 

El dictador argentino aun en medio á ]as 
atenciones de la guerra, no descuidó reclamar 
contra la usurpación chilena y por interme- 
dio de su Ministro D, Felipe Arana dirigió á 
aquel gobierno la protesta fecha 15 de Di- 
ciembre de 1847*. 

Manifiéstase en ella que durante el tiempo 
transcurrido ha verificado que la Colonia Chi- 
lena se halla fuera de los límites naturales y 
legales señalados á Chile por su propia Cons- 
titución, es decir, al Este délos Andes, "en la 
parte mas austral de la Península de Bruns- 

(*) Memoria del Interior presentada al Congreso chileno en lM8^1C«nr 
■age del Presidente Btilnes 1844— Nota del Mlxortro Sanfaenfees, Áfoato 90 
de 1848. 
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wick j por consiguiente casi al centro del 
Bsteeoho". 

T'Sirado sin la menor duda, agrega» el be- 
cbo de la autoridad que han ejercido los go- 
bernantes de Buenos Aires, sobre la vigilancia 
del Estrecho de Magallanes^ es evidente que la 
Colonia mandada fundar por el Exmo. Go- 
bierno de Chile en dicho Estrecho , ataca la in- 
tegridad del territorio Argentino y se avanza 
sobre sus propios límites, con mengua de su 
perfecto dominio y de sus derechos de sobe-, 
rania territorial. " 

• 

La cuestión versaba sobre el Estrecho de 
Magallanes y su territorio adyacente, según 
se manifiesta en la protesta citada y en las 
notas cambiadas con el Ministro Sanfuentes en 
1848. 

Tales eran los antecedentes oficiales cuan- 
do el tratado de 66 prescribió el arbitraje co- 
mo medio de solución y el utí possidetis del 
año 10, como base del laudo. 

Ahora bien ¿cuál era, según esos anteceden^ 
tes, la materia del compromiso en arbitros 
pactado el 56? 

Era el territorio en litigio, él que ocupaba 
Punta Arenas, objeto üníco de la coütrovér^ 
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sih; la cuestión ver&íaba sobre Magallane&jr 
dada maa, como puede constatarse en todos 
k)d documentos oficiales de esa. época y ade- 
más en las instrucciones dadas al Sr. Márniol 
etil852. 

Si recien en 1872 ba lanzado Cbile su re- 
clamación sobre la Patagonia, ¿cómo podia 
estatuir sobre ella un tratado firmado diez 
y seis años antes? 

Por consiguiente, la cuestión á resolveí* por 
medio del arbitraje pactado en 1856 debia 
formularse así: ¿El territorio ocupado por 
la Colonia Punta Arenas en la Península de 
Brunswick, pertenecia en 1810al Vireinato 
de Buenos Aires ó á la Capitanía General 
de Chile? 

III 

LA LEOACION FBIÁS 

Celebrado el pacto de 1856 y detet^mínida 
la materia litigiosa por los antecedentes ofi- 
ciales que lo motivaron, la cuestión de límites 
etotre la República Argentina y Chile no po- 
ttíá ser una preocupación del presente lú un 
Tíiotivo de alarma para el porvenir. Ti'ascür- 
fiérróB de ese modo diez y séis^ áfiós dttrátote 
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los cuales el Gobierno Argentino funda colo- 
nias, dispone del huano de las costas Patagó- 
nicas y ejerce, en una palabra, sin contradic- 
ción alguna, sus derechos de dominio sobre 
esa vasta región que nadie le disputaba. Chile, 
por su parte, se limitaba á Punta Arenas, man- 
teniendo apenas esa posesión precaria, que la 
protesta del 47 y el tratado del 66 debian de 
un momento á otro arrebatarle. 

Contribuia además á afianzar la tranquili- 
dad de ambas naciones un antee edente oficial 
de trascendencia: las declara cienes hechas en 
1866 por el señor D. José Victorino Lastar- 
ria. Ministro Plenipotenciario de Chile y es- 
pecialmente encargado de arreglar la cuestión 
del Estrecho. 

Como la prensa de Buenos Aires atacara 
entonces al Gobierno Chileno por atribuirle 
pretensiones á la Patagonia Oriental, el Mi- 
nistro Lastarria, se apresuró á rectificarlas 
de acuerdo con las instrucciones de su Go- 
bierno: 

"Ni en la discusión verbal, ni en las pro- 
posiciones escritas, decía el Plenipotencia- 
rio chileno, se hizo por mi parte cuestión, ni 
siquiera mención, de los territorios de la Pa- 
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tagonia dominados por la República Argén 
tina (*)". 

Tres años después se constituía en Santia- 
go la Legación Frias, con el objeto de resta- 
blecer un tratado de comercio. 

Llamada en 1872 á resolver la cuestión de 
límites pendiente,- la Legación Argentina tro- 
pezó con una exigencia tan monstruosa como 
inesperada; la administración Errázuris, por 
el órgano de su Ministro Ibafiez, pretendía por 
vez primera incluir la Patagonia en el arbi- 
trage pactado en 1856. 

El Plenipotenciario Argentino Sr. D. Félix 
Frías, impugnó esa pretensión con un cúmu- 
lo tal de datos y en términos tan elevados, 
que sus notas quedarán siempre conao un 
timbre de honor para la diplomacia argen- 
tina. 

La cuestión debatida entonces era la mis- 
ma que con nuevos datos pasamos á examinar 
y que plantearemos en los siguientes térmi- 
nos. 

¿El dominio argentino en la Patagonia es 
susceptible de ser sometido al fallo de un ar- 
bitro? 

(•) «Memorándum " de Agrosto 22 de 1860.— Memoria d«B. E. 'Ae 18<7, 
pég. 84. 



• T^ngo Jb pretensión y séame permitido ^bel- 
nifestarla, de que demostraré con toda Ja 
foet^za incontrastable de la evidencia que C9ii- 
te no tiene para sostener esa exigenicia ni ai- 
quiera lo que se llama un pretesto. 

'Demostraré que nuestro dominio en Ja Pa- 
t^onia es mas evidente, mas indiscutible que 
aquel que ejercemos en Tucuman y en Cuyo; 
(amostraré, en fin, que es cuestión de indo* 
pendencia, y la independencia de un país no 
SB discute ni se somete al fallo de arbitros: 
ella se impone por el hecho y por la fuer^. 

Curioso fuera, por no decir otra. cosa, que 
4a misma nación que hemos emancipado en 
Chacabuco y en Maipo, viniera a constituirse 
ahora en arbitro de la nuestra, para circuns- 
cribir en la medida de su conveniencia y de 
su capricho la estension de nuestro dominio 
y soberania. 

Pero, veamos primero lo que Chile liama 
•«US títulos. 

IV 

LOS SEIS títulos CHILENOS 

'Hemos visto que, en 1872, el Gabinete' de 
Santiago manifestó por primera vez sug.aspi- 
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raciones ál territorio de la Patagonia que se 
éstiende al Norte de Magallanes. 

¿Hasta qué punto llegan las ; pretensiones 
de aquel Gobierno? La misma cancilleria chi- 
lena no lo sabe. En la primera nota (Octubre 
29 de 1872) estiende su dominio hasta el Rio 
Diamante; en la segunda (Abril 7 de 1873) 
desciende cinco grados y limita sus derechos 
en el 'Rio Negro; y como si estas evoluciones 
ño bastasen, insinúa por último (Enero ¡28 de 
1874) que el dominio de Chile puede esten- 
derse 20 leguas más hacia Buenos Aires, para 
concluir en el Rio Colorado. 

¿Cuáles son los títulos descubiertos por 
aquel Gobierno, para lanzar una pretensión 
én pugna con todas sus leyes y atentatoria 
•á los fueros de la independencia argentina? 

Esos títulos tJesenterrados del viejo cedu- 
lario de la conquista, alcanzan al número de 
SEIS. Repetidos por activa y por pasiva en las 
'difusas notas del Ministro Ibañez, han sido 
'reunidos por el mismo señor en un artículo 
publicado en Agosto del año próximo pasa- 
do (*). 

1*" Las capitulaciones estendidas por Carlos 

(♦) Bevista Chilena, Agosto 1 o de 1878, núm. 44. 

16 
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V, á favor de D. Francisco Camargo, en el 
año 1539, por las cuales se le autorizad "con- 
quistar y poblar en la costa del mar del Sur, 
desde donde se acabaran las 200 leguas que 
en la dicha costa están dadas en gobernación 
á D. Pero de Mendoza hasta el Estrecho de 
Magallay s y con toda la bolto de costa y 
tierras del dicho estrecho hasta vuelta por la 
otra mar al mismo grado que corresponde al 
grado donde oviere acabado en la otra mar 
del Sur la gobernación de dicho D. Pero de 
Mendoza y comenzare la suya (*)". 

2° La concesión hecha por el Presidente 
La Gasea, pacificador del Perú á D. Pedro de 
Valdivia en 1547, estendiendo su jurisdicción 
cien leguas desde la mar la tierra adentro (**). 

S"" La Real provisión á favor de Alderete, 
sucesor de Valdivia, de fecha Mayo 29 de 
1555 por la que se ampliaba la gobernación 
del Adelantado "otras 170 leguas poco mas ó 
menos hasta el Estrecho de Magallanes, no 
siendo en perjuicio de los límites de otra go- 
bernación (***)«. 

- (*) Beyista chil^ia, pág. 58L~Anexo á la memoria de B. £. de 1874, p. 95* 
(**) Revista citada, pág. 583.— Anexo á la Memoria de 1874, pág. 100. 
(•••) Revista, pág. 588.— Apéndice á la Memoria de R. E. de 1873 y 1874, 

págs. 144 7 89. 
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4** La cédula ereccional de la Audiencia de 
Santiago promulgada en 1609 (*). 

5** Las siguientes palabras de Carlos III; 
. "El Rio Negro se interna al Reino de Chi- 
le (♦♦). 

6° "Finalmente el derecho de la necesi- 
dad (*♦*)". 

Hé ahí todos los títulos con que cuenta Chi- 
le, enumerados con la proligidad de que ha si- 
do capaz el mismo descubridor de ellos, Sr. 
D. Adolfo Ibañez. 



LAS CAPITULACIONES DEL SIGLO XVI 

Concretándonos por ahora á los tres pri- 
meros, creemos innecesario reproducir lo que 
sobre ellos han escrito los Sres. Frias, Trelles 
y Quesada. Confrontando esas capitulaciones 

4 

con las que se estendieron á los cinco adelan- 
tados que en el siglo XVI vinieron á la con- 
quista del Rio de la Plata, esos escritores han 
demostrado luminosamente que las concesio- 
nes de Camargo, Valdivia y Aid érete, no se 
estendian ala región austral adjudicada á esta 

(*) Apéndice ¿ las Memorias de 1873 v 74, págs. 139 y 88. 
(**) Beyista citada, pág. 504.— Apéndice á la Memoria de B. £. de 1874 
páff. 128. 
r**) Bevista citada.lpág. 600. 
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gobernación desde la primera espedicion he- 
cha por D. Pedro de Mendoza en 1535. 

Sin nada que agregar á lo que en ese senti- 
do se ha escrito, me limitaré á demostrar €|8ta 
proposición: las capitulaciones del siglo xvi, 
no pueden tomarse en cuenta para determinar 
la posesión del siglo xix, so pena de rehacer 
completamente el mapa de la América y eso 
en perjuicio de Chile. 

En efecto, las capitulaciones otorgarlas por 
Carlos y á D. Pedro de Mendoza le daban, d^ 
jurisdicción: "hasta la Mar del Sur donde 
tengáis doscientas leguas de luengo de costa 
de gobernación que comience desde donde 
se acaba la gobernación que tenemos enco- 
mendada al mariscal D. Diego de Almagro 
hasta el Estrecho de Magallanes". 

Desde 1534 hasta 1569 en que se firmaron 
las de Ortiz de Zarate trasferidas por este á 
Vera y Aragón, se adjudicaron á esta Capita- 
nia Genera], doscientas leguas de costa en la 
mar del Sur (*). 

Ahora bien: ¿las capitulaciones del siglo 

(*) Sobre la, inteligencia de estas capitulaciones otorgadas en el siglo 
XVI. a los Adelantados de Chile y el Bio de la Plata, pueden consultajrae 
las siguientes obras: Azara, "Historia del Paraguay y del Bio de la Pla- 
ta- tomo 20, pág. 22— Guevara, id § 1©, 17 y 20— Trelles, «Befutaoion á 
los escritos de Amunátegni"; y el articulo publicado en «La Nación' dé 
Abnl 23 de 1874— Frias, nota de Setiembre 20 de 1873— Quesada, «La 
Patagonia', cap. i. 
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XVI pueden justificar la exigencia de un arbi- 
traje para probar el uti possidetis de 1810? 

No, seguraniente, y la razón es clara, por- 
que entonces ni la existencia de Chile como, 
nación estaría al abrigo de un arbitrage. 

En efecto, esas capitulaciones adjudican á* 
la gobernación del Eio de la Plata 200 leguas 
de la costa chilena. 

¿Desde donde y hasta que punto deben con- . 
tarse? 

Según el Gobierno Chileno, ellap deben con- . 
tarse á continuación del territorio, concedido, á 
Almagro y Pizarro el cual llegaba hasta los 
25° 30' latitud Sur (*). 

Admítase esa interpretación y resulta que 
todo Chile pertenece á la República Argenti- 
na. En efecto, la cuenta es clara: 200 leguas > 
de 17 y ^ al grado equivalen á ll"" 26'. De^. 
biendo contarse estos, según Chile, desde los 
25° 30' resulta que la capitulaciQnes del siglp., 
XVI nos dan derecho á reclamar el territorio 
comprendido entre los 25° 30' y los 36° 56', 
latitud Sur, es decir que nos daij dereclip á . 
reclamar Us. provincias de Atacarqa, Coquim-» 
bo,, Aconcagua, Santiago, Valparaíso, Colcha- 

[*] Adolfo n)añei—BeTÍ8ta citada, pág^ 582. 
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gua, Talca, Maule, Nuble y Concepción. 

Dado este resultado, pregunto: ¿consiente 
Chile en que las capitulaciones del siglo xvi 
puedan determinar la posesión de 1810? En 
otros términos, ¿consiente en que se some- 
tan á arbitrage esas provincias chilenas? 

Las capitulaciones mencionadas y la ley de 
la Audiencia de Santiago cuentan mas de tres- 
cientos afíos de antigüedad. 

Tres siglos de dominación españolaban pa- 
sado sobre ellas. 

Si es así, aun en la hipótessis de que abar- 
casen la Patagonia, lo cual no sucedió, no 
constituyen un título digno de ser tomado en 
consideración, por una razón que las resume 
á todas, y es. esta: que esos títulos podrían 
determinar la posesión civil del siglo xvi, pe- 
ro no la de 1810, la del siglo xix adoptada 
como base por el tratado vigente. Exhíbanse 
en buenhora como curiosidad histórica los 
documentos del tiempo de la conquista, pero 
no se pretenda turbar con ellos los derechos 
adquiridos por la consagración de siglos, no 
se pretenda disputar con ellos la Costa del 
Atlántico, como no pretendemos nosotros rei- 
vindicar las 200 leguas de costa que ellos 
abrazaban en el Pacífico. 
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Vattel observa que si para justificar la pose- 
sión de un Estado, fuera permitido ir retro- 
cediendo siempre á los tiempos antiguos, nin- 
guna nación estaria segura de su derecho, ni 
habría ntinca paz sobre la tierra. 

Si la posesión de 1810 es la que debe servir 
de base, á toda cuestión de límites internacio- 
nales, es obvio que los documentos de fecha 
próxima al año 10, son los.únicos que merecen 
ser tomados en consideración. Ahora bien, 
como desde 1609 hasta 1810 no exhibe Chile 
un solo documento, y como durante ese tiem- 
po la República Argentina ha poseido de he- 
cho y de derecho toda la región Patagónica de 
la cual ha colonizado la mitad (véase Sección 
quinta) tenemos una presunción jure et de 
jurey una presunción que no admite prueba 
en contrario, de que esa región no pertenece 
á Chile, el cual carece entonces de fundamen- 
to para promover juicio sobre ella. 

Y digo que esa presunción no admite prue- 
ba en contrario, porque ella se funda en con- 
sideraciones de utilidad general y de justicia 
universal que afectan la paz y el bienestar de 
las naciones. 

Someter á arbitrage la Patagonia á título 
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de que los conquistadores chilenos del siglo 
x^i ó la audiencia de 1609 pretendieron su- 
bordinarla, sería tan ridículo como peligroso. 
Mañana desenterrará la cancillera chilena las 
actas de fundación de Mendoza y San Juan 
para litigar el doniinio de esas provincias y 
decirnos: venga un arbitro. 

Mas aun, peligra tanibien nuestro dominio 
en Tucüman, puesto que perteneció á Chile 
en el siglo xvi. 

¿Nos pedirá otro arbitro? Mucho me temo 
que así suceda si con el arbitráge de la Pata- 
gónia sentamos un precedente funesto y des- 
doroso, y en tal caso debemos buscar papeles 
cóti anticipación. 

Se dirá tal vez que el arbitraje sobre nues- 
tro dominio en Tucuman y las provincias de 
Cuyo üo es admisible porque una cédula dé 
15o3 nos adjudicó el primero y otra de 1776 
las segundas. A esto observaré que, á mas de 
que ^ Chile jamás ejerció jurisdicción en la Pa- 
tagonia ni le fué atribuida por cédula, algunla, 
'tenemos no una sino catorce mil que nos lia ad- 
judican. Tomamos una al acaso, la de Dicieth- 
bre29del766: ^' Esa costa hasta el Estreóño 
de Magallanes inclusive este y sucesit'a^nte 
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hasta el Cabo de Hornos ha de ser de la irhspeC' 
cion del Oobemador de Buenos Aires". Así lo 
dispuso S, M. Carlos III y se ha convenido 
en respetar sus decisiones. 

Hemos argumentado en el supuesto de que 
las capitulaciones chilenas se estendiesen á la 
Patagouia, lo. cual no sucedió, como se com- 
prueba en varios manuscrito» inéditos del Ar- 
chivo de Indias, correspondientes á aquella 
fecha (*). 

Hagamos, pues, á un lado las capitulaciones 
del siglo XVI, que estamos en el siglo xix y de 
la posesión de este se trata. 

VI 

LA ATJDIEKCU DE SAÍÍTIAOO 

Mucha bulla se ha metido en Chile con la 
ley sobre la Audiencia de Santiago. Repetida 
en todos los tonos, comentada, ensalzada en 
prosa y verso, la han agoviado de mimos, y 
con razón: no tenian otra. Veamos qué dice. 

"En la ciudad de Chile resida nuestra Au- 
diencia y Cancillería Real y tenga por distrito 

(*) Belacion sobre la FroviDoia delBio de la Plata dirigida á S. M. por 
D. Domiiuro de Irala en 1556. Frovanza de los servicios de la ciudad de 
Santiago de Chile ante el Qoberxiador Bodrigo de Quiroga, año 1579. Pare- 
cer del Consejo acerca de lo que informa Pedro de Sarmiento para la de- 
fensa del Estrecho de Magallanes y costas de Chile» 1580. . • 

17 



ral á la que ejercían las gobernaciones, de tal 
manera que Humboldt observaba con razón 
que los geógrafos de América equivocan re- 
gularmente la demarcación política del Nue- 
vo Mundo, guiándose por la demarcación Ju- 
dicial ó Eclesiástica. 

El uti possidetiíi de 1810, que las naciones 
americanas han adoptado como base para el 
arreglo de sus límites, es el que la jurisdic- 
ción política determina y no las jurisdicciones 
judicial y eclesiástica, que establecidas con 
otras circunscripciones que aquellas vendrían 
á rehacer completamente el mapa de la Amé- 
rica en vista de conveniencias que nunca han 
existido. 

Así es que en esa trama de jurisdicciones po- 
lítica, judicial, eclesiástica y militar, es la pri- 
mera la que ha prevalecido, agrupando las 
secciones que se emancipaban en torno á la 
autoridad administrativa. 

La historia ofrece muchos'ojemplos. 

Creado el Vireinato do Buenos Aires en 
1776, la autoridad política del Virey com- 
prendia la Presidencia de Charcas. Sin em- 
bargo, hasta que se [estableció la Audiencia 
Pretorial en 1783, todo el Vireinato estaba 



sometido en lo judicial á la Audiencia de aque- 
lla provincia del Alto Perú. 

¿Se pretenderá que el Presidente de este 
gobernara las intendencias del Vireinato? No. 
El gobierno político, administrativo, residía 
en el Virey del Rio de la Plata, á quien el 
Presidente de Charcas se hallaba subordi- 
nado. 

Creada la Audiencia de Buenos Aires en 
1783, la jurisdicción política del Vireinato, 
comprendia otros límites que la jurisdicción 
judicial, puesto que el Alto Perú quedaba so- 
metido á la primera y nó á la segunda. 

Del mismo modo, antes de establecerse en 
1567 la primera Audiencia de Concepción, el 
Reino de Chile se hallaba subordinado á la de 
Lima, no obstante que, gobernado por un Ca- 
pitán General, era independiente en lo políti- 
co de aquel Virey. 

La Cédula Real del año 1777 separó del 
Vireinato de Nuera Granada, las provincias 
de Guayana, Cumaná y Maracaibo, sometién- 
dolas en lo gubernativo y militar á la Capita- 
nia General de Venezuela y en lo judicial á la 
Audiencia de Santo Domingo. ¿Ha pretendido 
alguna Vez el gobierno de esta isla, Ig-s naen- 
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cionadas provincias, fundado en la juiñsdic- 
cion de su antigua audiencia? No. Porque Ja 
jurisdicción política y militar era ejercida por 
las autoridades de Venezuela. 

Por lo demás, la doctrina que sostenemoiB 
illega á ser evidente, si se tiene en considera- 
ción que al adoptarse la regla del titi poeside- 
íís, era de divisiones gubernativas que se tra- 
taba y no de tribunales de justicia. Luego 
aquellas y no estas son las que han querido 
con esa regla consagrarse. 

2^ Esa ley 12, tít. 15, libro 2^ sobre la Au- 
diencia de Santiago, pierde también su yalor 
en presencia de las del mismo código sobre 
las Audiencias de Buenos Aires y Charcas. 

En efecto, en 1661 se estableció la prime* 
ra Audiencia en Buenos Aires : ¿cuáles ^ran 
sus límites? 

"Tenga por distrito, dice la ley, todas 1« 
ciudades y lugares y tierras que se compvjon- 
den en las Provincias del £io de la Plata, JBa« 
i^guay y Tucuman (*)". Según las. capitula* 
clones del siglo XYI, aquella tenía por límites 
los mares del Norte y del Sur y por consi- 
guiente las tierras australes se hallaban some- 

V) Ley 1S> tít. 15, libro 2 o , Beoopüacion de Indias. 
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tídas á la jurísdiocioD de la Audiencia de 1661, 
posterior en su oi'eacion á la de Santiago. 

Soprimida lá Audiencia de Buenos Ait6É^ 
poco después, quedd su distrito anexado á lá^ 
de Charcas, cuyos límites eran: "Por el Le- 
vante y Poniente con, los mares del Norte y 
del Sur (*)". 

Si la Audiencia de Charcas confinaba con el 
nmr Pacífico, tenia que ser por el desierto dé 
Atacama 6 las tierras Australes; pero como ló 
primero era erróneo para el gobierno de Chi- 
le, en su cuestión con Bolivia, aceptaba implí- 
citamente lo segundo: la audiencia de Char- 
cas comprendía para él, la Patagonia y Tierra 
del Fuego. 

"La costa del Reino de Chile, dice el Sr. 
Amunátegui, principiaba inmediatamente dóü- 
de coticluia la del Perú, sin que se interpu- 
siefa entre una y otra costa, ninguna porción 
perteneciente al distrito de Charcas, hoy Bo- 
liria" (**). 

Así 'pues, como las audiencias de Lima y 
Chile confinaban en el Pacífico, según se de- 
duce de las leyes que determinaban su distri- 

(*.) Ley 9. tít.C15, lib. 2 0,Becopilacion de Indivs. 
^ .(**> IC. ti. Amimátegoi, "La evestion de.ldnites entte Chile y BolUiá", 
pMV. 7». 
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to (leyes o y 12 — Tít. 15, libro 2^ Rpcop. de 
Indias) y de la opinión del Gobierno chileno, 
se sigue que la audiencia de Charcas, cuyos 
derechos heredo la República Argentina, no 
podía tener límites por el Poniente con el Mar 
del Sur sino en la Patagonia y Tierra del 
Fuego. 

Si es así, ¿qué importancia puede tener la 
ley 12, tít 15, libro 2° de la Audiencia de San- 
tiago, cuando en el mismo título y libro de la 
Recopilación de Indias se encuentra la que 
fija límites á la de Charcas? 

El Sr. Amunátegui que escribia por encar- 
go del gobierno chileno para refutar los escri« 
tos del Ministro Boliviano, ha demostrado á 
satisfacción del Gobierno de su país lo mismo 
que venimos sosteniendo. 

Cuando Chile discutia con Bolivia, la Au- 
diencia de Charcas no abrazaba el desierto de 
Atacama, porque lo reclamaba para sí; abar- 
caba entonces la Patagonia y Tierra del Fue- 
go. Pero viene después la cuestión con la 
República Argentina; el demonio de la ambi- 
ción lo tienta y era preciso hallar argumentos. 
La tarea era difícil. ¿Qué hace entonces? Sos- 
tiene que la misma Audiencia de Charcas 



oOdíipfeDdíá el mismo desierto de Atac^ída j 
que las tietras australes estaban exóluidas á^ 
Stt jurisdlcoion. ¿En qué quedamos al fin? 

¿La Audiencia de Charcas comprendía él 
éesierto de Atacama? Si es así, devuélvase á 
Boliviá — ^¿Se estendia esa Audiencia á la re^ 
gion austral? En tal caso déjese en paz la 
Fatagonia. 

Pero eso de usar dos medidas para la jus- 
ticia, como lo hace el Gobierno Chileno, es 
imitar servilmente al mercader Chinda que 
como observa Montesquieu, llevaba siempre 
dos balanzas: una pesada para comprar j otra 
Kgerft para vender^ 

3* La lej de la Audiencia de Santiago no 
tiene valor alguno por hallarse derogada por 
nías dé mil l^es posterioi^es. 

En efecto^ esa ley es del año 1609, y como 
fué después la ley 12, tít. 15, libro 2P de la 
Beeopilacion, puede dársele la fecha en que 
éste Código se promulgó, es decir, el año 
1680. 

Es de notar que en el Código de Indias se 
iúóluyeron muchas cédulas ya derogadas, co- 
mo sucedió con la que creaba eú 1661 la 

Audiencia de Buéúos Aires^ dejada sin efeato 

it 
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en 1672 y que fué no obstante la ley 13, tít. 
15 del libro 2**. En iguales condiciones se 
hallaba la cédula de 1609 sobre la Audiencia 
de Santiago. 

Y aun cuando así no fuera, 4 años después 
quedaba sin efecto por la declaración de Car- 
los II: 

''La Cordillera Nevada divide el Reino de 
Chile, de las Provincias del Rio de la Plata y 
Tucuman. " 

Nada es mas terminante y claroi Ella de- 
muestra que á este lado de los Andes, solo le 
quedaba á Chile la Provincia de Cuyo. 

La ley 1 2, fué derogada otra vez, dada la 
signifícacian terminante que hemos supuesto, 
por la Real Orden de 1766, en que se somete 
á la inspección del Gobernador de Buenos 
Aires, toda la Patagonia, el Estrecho y Tierra 
del Fuego. 

Estas leyes determinan la genuina signiñ- 
cacion de la de Indias sobre la Audiencia de 
Santiago; probando hasta la evidencia que 
ella no comprendía la Patagonia Oriental, 
puesto que este territorio se hallaba sometido 
á la jurisdicción de la ¿e Charcas. Pero aun 
eii la hipótesis mas favorable para la ley 12, 



^ 139 — 

suponiendo fíue la incluyera, las Reales Cédu- 
las citadas como de fecha posterior, la habrían 
derogado. 

En el año 1776 el Rey Carlos III confiere 
á D. Pedro de Ceballos el mando superior de 
todos los territorios del Rio de la Plata y los 
comprendidos en el distrito de la Audiencia 
de Charcas. Hasta dónde llegaba su jurisdic- 
ción en el Oeste? "Hasta la Cordillera que di- 
vide el Reino de Chile por la parte de Buenos 
Aires", dice la ley. 

Catorce mil documentos podríamos oponer 
á la ley sobre la audiencia de Santiago, pe- 
ro bastan los citados. 

Creado el Vireinato, se le adjudicó la Pro- 
vincia de Cuyo. Desde entonces no tuvo Chile 
ni un palmo de territorio al Oriente de los 
Andes, quedando confinado entre estos mon- 
tes y el Pacífico. 

4' La Audiencia de Santiago no compren- 
día la Patagonia en su jurisdicción porque 
así lo reconocen los mismos funcionarios que 
constituian ese tribunal. 

Es sabido que durante la dominación espa- 
ñola los Gobernadores y Vireyes eran Presi- 
den tes de la Audiencia de su distrito (*). 

[♦] L. L. 1* y 2* tít. 16, Ubro II, Keoop. de Indias. 
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Por consiguiente, debían cono^^-p^^^tif^» 
mente cuál era la jurisdicción terrítóFÍi^ ^^1 
tribunal que presidian. Pues bien, los gpber- 
nadpres de Chile, PresidentesMe 1h Audiencia 
de Santiago, reconocían que la Patagoliia 
pertenecía al V^ireinato de Buenos Aires. 
Así lo declaró el Presidente Jauregui en 
1770, Benavidez en 1781, Higgins de Valle^ 
nar en 1789, José de Bezabal en 1796, Mu- 
ñoz de Guzman en 1805. Estas declaraciov 
nes constituyen la interpretación auténtieü 
de la ley (*). 

Los Presidentes de la Audiencia de Santia- 
go y sus Oidores, en vista de la ley 12, fít. 
15, libro 2"" de la Recopilación de Indias, 
decian: 

La Patagonia, Estrecho de Magallanra y 
Tierra del Fuego, pertenecen á las autoridad 
des políticas y á la Audiencia Pretorial de 
Buenos Aires. ¿Porqué declaraban esto? 

Porque aun en la hipótesis de que eB% l%y 
tuviese la significación que se quiere -dai'le» 
se hallaba derogada por mas de mil l<^jw 
posteriores. 

[*1 YéMe la Beccion segunda, capitulo III. 
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Vil 

iá QTfiENA'eKW mi. no Hsaw) AX. vaxo a osu 

ConTeocido el Ministro Ibañez de <{tte aon 
k citada ley sobre la Audiencia d« ^trtísgo 
y IñB capitulaciones del siglo XVI era impo- 
sible determinar el utí possidetis de 1810, del 
siglo XIX, ha buscado ^K)n empeño algún 
dato mas moderno. 

Desesperaba de hallarlo cuando notó un dia 
que el Ministro Gal vez en sus Apuntes al Virey 
de Buenos Aires, para que colonizase la Pata- 
goma, le recomienda ocupe prinijipalmente la 
Bahía Sin Fondo "en que desagua el filo Ne- 
gro que se interna por cerca de tresoitesitai J^- 
gitas al Reino de Chile. * 

Se le previene también que ocupe ^la boca 
del Rio Colorado 6 de las Barrancas q¿e 'fte 
interna también en el Reino de Chile. " 

Estos Apuntes eran del año 177S y d Mí- 
nifitro Chileno se aferró á ellos como 4 oüa 
tftbki de salvación . 

Pero tal como hemos trascripto la fmse de 
Carlos III, lejos de favorecerá Chile, le por- 
judical)a. ¿Qué hacer entonces? AAuiterariia, 
se dijo el Sr. Ibañez y la trascírfbió así: ^ el 
i6o N^^o se interna por cerca de 900 i^g^^fo 
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del Reino de Chile". Después de esta inocen- 
te modificación y con la conciencia mas ti'an- 
quila del mundo, hizo el mas elocuente de los 
comentarios, sugiriendo la posibilidad de que 
sus derechos alcanzaran hasta él Rio Colo- 
rado (*). 

Vamos á ver como, al citar esos Apuntes del 
Rey Carlos III, el Sr. Ibafiez nos revelaba un 
título concluyente contra Chile, y hacia geo- 
grafía del mismo modo que el bourgeois gentil- 
homme de Moliere, hacia prosa: sin saberlo. 
. Nadie ignora que las nociones geográficas 
sobre las regiones australes, eran completa- 
mente erróneas hasta fines del siglo pasado. 
Las espediciones realizadas hasta entonces, 
eran meramente gráficas y esteriores. Sin em- 
bargó, los Gobernadores de Buenos Aires, es- 
timulados por el ejemplo de las Misiones gua- 
rauíticas, habían tentado desde los primeros 
años del siglo xvii la fundación de reduccio- 
nes en los territorios que se estienden desde 
el Rio de la Plata hasta el Estrecho de Maga- 
llanes (*). ■ 

En una de estas reducciones se hallaba el 

(*) Notas de Enero 28 y Agosto 10 de 1874.— Beyista .chilena, núxn. 44, 
páiF. 5d4. ' 

(**) Cédulas Beales de 1675, al Gk>bemador Bobles; á Herrera y Soto- 
mayor en 1683; 4 Ortiz de Bosas, en 1684, etc.— M. S. S. del Arcbi^o GteñQ- 
ral de la Provincia. 
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jesuíta inglés Tomás Falkner, quien después* 
de haber residido algunos años entre los Pa- 
tagones, de regreso á Inglaterra publicó en 
1774 una obra titulada: A description of Pa- 
tagonia and the adjoiningparts of South Ame- 
rica. 

La aparición de este libro, como observan 
Parish y Moussy, produjo resultados que poco 
anticipaba quizá el autor, porque estio^uló al 
Gobierno Español á practicar un reconoci- 
miento general de la Costa de Patagonia y 
formar establecimientos en ella. De aquí las 
espediciones de Juan de Piedra (177Ó), la de 
los hermanos Viedma (1779-1784), el recono- 
cimiento de Villarino (1782) y el gran viajé 
de Malaspina (1789). 

La gírase de los Apuntes que tanto ha ha- 
lagado al Sr. Ibañez, se esplica fácilmente 
teniendo en cuenta la creencia popularizada 
entonces por el libro de Falkner, de que los 
Ríos Negro y Colorado, se internaban al Rei- 
no de Chile: es decir, atravesaban la Cordille- 
ra y establecían entre el Atlántico y el Pací- 
fico una yia ñuvíal de comunicación. 

Esta creencia existía también respecto al 
Rio San: Julián, lo que esplica la preferencia 
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(ladft par Carlos III a la ooupáck)!! áe estoé 
p«fÉt09 respecto á los demás de la Pato^ni». 
D^sde ellos podía internarse á Chile^ ea demir^ 
xmtégar hasta el Pacífico. 

Bespecto á San Julia», no puede ser maa 
terminante un manuscrito que acaba de \\é^ 
gar de Sevilla: es el oficio difijido en 1758 
por D^ Manuel de Amat, Ministro üniverMl 
de Indias^ Hablando Amat de los peligMa 
que traería una ocupación inglesa en las con* 
tas del Atlántico^ agrega: "El puerto de San 
Julián convida á la internación por el cottti^ 
nente Mdgallánico^ y si es cierta la noticia que 
^ halla marcada en la carta del Atlas Histó^ 
rieó en el citado folio 135 torno 6*, en qué íé 
pinta un rio que saliendo del mismo lago qtu 
sirve de origen al Rio San Julián^ oab Un ifeTA 
MAB DÍL SUR, etc". 

Precisamente las palabras mismas que p&M 
el señor Ibañez significan que la Patagonia 
es chilena, demuestran á la evidencia lo ooÉi^ 
traiío. Algunas trascripciones de la obra de 
Falkner pondrán de manifiesto esta verdad. 
Describiendo el Bio Negro que desagua en la 
laguna de Huencbum-Laiiquen, dice Falklfiter: 

''Adénsás de este rio, envía la laguna al \é^ 
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•yál medio día lo qUBfórMaJíáWieliéj 

. . » ■ • • • 

^fan'rio, y puede enviar otro brazo al pó'niéMe 
^tte^cóinunique con el mar del Sur cétca de ^aU 
fíít)ía"^— ^pág. 25. 

lia misma suposición hace Falkner respectb 
tlel Hio Colorado— pág. 23. 

ISi "alguna nación, dice mas adelante, inten- 
tara poblar este pais (lá Patagonia) podría 
\[icaáio&ar ün completo sobresalto á los espa- 
•fitiles, 'por razón de que de aquí se podrían 
^en^iar navios al mar del Sur y destruir en él 
todos los puertos, antes que tal cosa Ó intén- 
dotí se supiese en España, ni aiín en Buenos 
^JÁTéñi fuera de que se podría descubrir un -cti- 
frtino'mas corto para navegar este rio (Négrb) 
*dón barcos Imstd Valdivia" — pág. 28. 

Agregúese á esto lo que dice Falkner en la 
pág. '27: *él Rio Negro corre cerca de trfes- 
'tíiéWias leguas desde el pié de la Cordillera", 
*yiíe comprenderá la frase de los Apuntes con 
^ub'él sefior Ibañez estiende el Reino de Clii- 
fe, tóida toenos que hasta el Rio Colorado. 

Lo que esas palabras significan es que el 
Rió Negro, después de haber corrido cerca de 
líSfiisóiébtas teguas (longitud ique. le daba Pálk- 
tlrt' ^itqpiit'ótíadíiaénte) penetraba ó se itrtét*- 

10 
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naba al Beino de Chile, pasando la Cordillera. 
Las palabras que siguen no tendrían de otro 
modo sentido alguno: "Esta circunstancia hace 
mas precisa su ocupación y que se erija allí 
un fuerte provisional", porque como decía 
Falkner: "siguiendo su corriente se podría na- 
vegar con barcos hasta Valdivia", es decir, 
hasta Chile. 

Navegar el Rio Negro hasta el Pacífico era 
el proyecto del Virey Vertiz y el Superin- 
tendente Viedma en 1779; era la idea que 
porseguia Villarino en 1782 (*); era "para 
abrir la comunicación al Reino de Chile" que 
el piloto Calleja debia hacer la esploracion de 
1781; la posibilidad de realizarla era aún en 
1784, la. razón principal invocada por D. Fran- 
cisco Viedma para oponerse al abandono del 
Carmen de Patagones; y era finalmente para* 
navegar el Rio Negro hasta Valdivia que la 
Junta de Fortificaciones en la que se hallaban 
Azara y Mendinueta, proponía en 1806 la 
fundación de un fuerte en la confluencia de 
los rios Diamante y Atuel. 

Una prueba mas de que esas palabras res- 
pondían á la creencia mencionada, es lo que 
decía el Virey Vertiz en las instrucciones que 
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dictó en vista de esos apuntes y son estas: "el 
Rio Negro que, segün informes, se interna al 
Reino de Chile". 

Al mismo tiempo que el Rey Carlos III, dic- 
taba las palabras que tan pasagerp goce han 
proporcionado al .señor Ibafiez, estendía á 
favor de D. Juan de la Piedra y de D. Fran- 
cisco Viedma, los títulos de Comisarios Supe- 
rintendentes de los establecimientos que de- 
bían fundarse en la Patagonia. 

En estos dos títulos dice el Rey: "la Bahía 
Sin Fondo (en que desagua él Rio Negro) y 
la de San Julián (cerca del Estrecho) com- 
prendidas en la costa del nuevo Vireinato de 
Buenos Aires"- 

Estas palabras no se prestan á dudosas in- 
terpretaciones. Establecen claramente que las 
costas Patagónicas y ios establecimientos fun- 
dados en ellas pertenecían al Vireinato de 
Buenos Aires. Si es así, la interpretación del 
señor Ibafiez es arbitr^vria. 

Se conoce en matemáticas un medio de de- 
mostración que se llama reducción al absurdo. 
Consiste en suponer como verdadero lo con- 
trario de lo que se quiere detnostrar, para 
probar lo erróneo de tal suposición, compa- 
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rada con datos evidentes, coa aziomas^ Un 
ejemplo. 

Supongamos que la frase indicada; por. él 
Sr. Ibañez signifique que el Rio Negro corre 
por territorio chileno, u lo que es lo mismo, 
que la Patagonia es chilena; pero como es 
evidente 6 es un axioma fundado en los títu- 
los de Piedra y Viedma, que las costas Pata^ 
gónicas pertenecian al Vireynato de Buenos 
Aires, resulta lo siguiente: las costas de la Pa-. 
tagonia. pertenecientes á Buenos Aires, y- el 
interior de la misma adjudicado á Chil^»» lo . 
cual es absurdo. Luego la interpretación del, 
Sr. Ibafiez es también absurda. 

Cuando Carlos III decia: los Ríos Negro Jt 
Colorado se internan al Reino de Chile, quería^ 
pues, espresar, según los antecedentes . geo- 
gráficos, el sentido común y el sentido grama- 



tical, que los mencionados rios después de un « 
trayecto de 300 leguas por territorio argén- . 
tino se internaban al travez de los Andes en 
el territorio Chileno. Esto es lo mismo que 
repetir lo que había manifestado en la Real 
Orden de 1766, lo que reprodujo en los títu- 
los que estendió en 1778: la Patagonia es Ar- 
gentina. 
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VIII 

LA NECESIDAD: TITULO CHIIiSHO 

Las capitulaciones del siglo ot, no-detér*" 
minan la posesión de 1810, ni estendieron la. 
jurisdicción de Chile á la región austral; la. 
Audiencia de Santiago de 1609 no abarcaba 
la Patagonia; los Apuntes de Carlos III en 
1778 la adjudicaron al Vireinato. Si es así:, 
¿no es evidente que Chile está discutiendo ^in 
títulos? 

Los escritores de ultra-cordillera haa. lle- 
gado á convencerse de ello y en este caso lian 
apelado sin embozo alguno á este recurso; el. 
derecho de la necesidad. 

Hé ahí el último baluarte: vamos á desala^ y^ 
jarlos de él- 

Nuestro vecino encuentra su casa estrecbBvr 

« 

y considera muy lícito y muy cómodo ocupjBtr 
la nuestra. 

Esto nos trae á la memoria aquella. esteo£a»> 
que el autor de la Araucana dedica. á 1qS:X;ooí&> 
quístadores de Chile; 

El felize finoeso, la victoria. 

La fama y posesiones que adquirían, . 

Los trajo á tal soberbia y yanagloria 

Qm .en mil legi|a» diea^ ¿omtMrern»^ cuMmo 
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Los chileuos se cousideran á si mismos, 
los chinos de la América y como ahogados en- 
tre el mar inculto y los cerros áridos, empujan, 
insolentes, con un brazo el remo del pirata, 
mientras que estienden con el otro la mano 
suplicante del mendigo. 

Soberbia y vanagloria, decía en su tiempo 
el inmortal Ercilla; hipocresia y codicia di- 
ría ahora. 

Y en verdad no es otra cosa. ¿Necesita Chi- 
le mas territorio? 

Tengo á la vista una obra curiosa é intere- 
santísima, cuya lectura recomiendo especial- 
mente á los estadistas chilenos. Es un ma- 
nuscrito del Archivo de Indias que lleva el 
^Q;uiente epígrafe: 

, ''iMemoríal y Proyecto de poblaciones en 
"Chile para su completa reconquista por Don 
"Vicente Carballo y Goyeneche, año de 1793". 

Este conocido historiador señala los límites 
de aquel país "entre los Andes y el mar Pa- 
cífico que hacen sus términos por Oriente y 
Poniente," calculando el territorio habitable 
en trece mil trescientas veinte leguas cuadra- 
das de superficie. 

Después de hacer resaltar la fertilidad de 
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aquél suelo y lo reducido de su población, el 
autor del Memorial agrega lo siguiente: 

*'A1 favor de las regulares providencias que 
se toman en Europa para conservar florecien- 
tes las artes y la agricultura, se podría esten- 
der la población de Chile á diez y siete mi- 
llónes, setecientos sesenta mil (17.760,000) 
habitantes". 

Tal es, pues, el número de habitantes qtoe 
aquel país puede cómodamente contener, áin 
necesidad de usurpar el dominio ageno. 

Tenemos además que la población actual 
puede avaluarse por lo alto en dos millones 
quinientos mil habitantes y el aumento medio 
en un 10p$ cada decenio, según cálculos bien 
fundados de otro autor chileno (D. Adolfo 
Ibafiez, Revista Chilena^ núm. 44, pág. 619). 

Conocidos estos datos el problema á resol- 
ver es éste: ¿en qué año llegará Chile al má- 
ximun de población mencionado? 

Solución: en el año 2084. 

Ahora bien, si es que el sijglo xxi admite la 
necesidad como título del derecho de las na- 
ciones, lo que es mas que problemático, ha- 

(*) YéuoM los infonnes de D. Custodio Sá y Faria y los del Capitán 
da jomMo D. José Várela sobre la. exploración de villarino—Angelis. 
•Colección», Tomo 6©. 



briaEn:1^ >tradcuiTÍr 205 úftos cantes 'de «que 
Chile pueda invocarlo. 

JParüa.^eQtónces, >será tomado «d considera* 
^ion. 

Por ahora observaremos que de Ui canve- 
-oiencia á I0 necesidad media un abismo. 

Es indudable que conviene á Chile apode- 
rarse del Estrecho y la Patagonia, paravcto- 
^uar en el Atlántico, como conviene á la^Ite- 
pública Argentina apoderarse de Atacama 
para tener un puerto en el Pacífico. 

Pero felizmente ilas conveniencias, la tftili- 
/dadino.han sido elevadas todavia por el dBTe- 
'choiinternacional, ni lo serán seguramente, flí 
:1a categoría de un principio que TuDíde ^1 
deredho entre los pueblos. 

La mas imperiosa de todas las necesidades 
<ñ la justicia. 

Esiste, es cierto, en algunos p.ublicistaB, kñ3 
tendencias a desconocer á las naciones bu de- 
recho de dominio fsobre los territorios inhabi- 
tados, fundándose en que hi propiedad 86 le- 
gitima por el trabajo y en que interesa .á ia 
humanidad c^ue la tierra no permanozoa in- 
culta. 

Es conveniente, sin duda álgutía, que hBKki 
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desiertos del viejo y del nuevo mundo — por- 
que los hay en ambos — no permanezáan incul- 
tos, despoblados: pero ¿qué es lo que impide 
que se colonizon? ¿Es el gobierno en que esos 
territorios están enclavados? No, seguramente. 
Por lo que hace á la República Argentina fo- 
menta la inmigración por todos los medios, 
sin esquivar sacrificios. 

Debe reconocerse, además, que la tierra no 
se fertiliza por la acción de tal ó cual gobier- 
no, de tal ó cual entidad llamada Nación: ella 
se fecunda por la acción del individuo que 
puede desplegar su actividad en cualquier 
puntiO de la tierra. 

Los publicistas mas .autorizados enseñan 
que una nación puede poseer parages incultos 
y desiertos en su territorio sin que nadie ten- 
ga el derecho de ocuparlos sin su consenti- 
niiento. Aunque no se sirva de ellos actual- 
mente, dicen, son suyos, tiene interés en 
conservarlos para servirse de ellos en lo veni- 
dero y no está obligada á dar cuenta á nadie 
del uso que haga de lo que le pertenece (*). 

¿Y qué nación, preguntaremos nosotros, se 

(*)Vattel, 'Droit des G^ts', Libro 2®, cap. tii, § 86— Martens, libio zi, 
«». I, § 38— Puffeudorf, libro iv, cap. vi, § 40— Garden, tomo i, pég. 

flO 
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abrogaría el derecho de señalar á las demás 
lóÉ^ límites á que deben circunscribirse en el 
desarrollo de su población y su riqueza? 

La República Argentina, decíamos en otra 
ocasión, no ha poblado aun todo su territorio, 
porque es imposible realizar en un dia la obra 
de largos años. Sin embargo, durante medio 
siglo ha prodigado sus caudales y la sangre 
de sus hijos para conquistar al dominio de la 
óivilizacion los territorios que se pretende hoy 
usurparle. 

Medio siglo ha trascurrido apenas desde que 
libertó á Chile y el Perú, y las fronteras de 
Buenos Aires han avanzado centenares de le- 
guas sobre el desierto. ¿Porqué en un tiempo 
igual no ha de poblar otro tanto al Sur del 
Río Negro, llevando la civilización hjaerta liis 
márgenes del Estrecho? 

La mente se deleita en esta grandiosa pers- 
pectiva: la patria Argentina estendida desde 
Solivia hasta el Cabo de Hornos, abierta al 
comercio de todas las naciones, y recibiendo 
así la civilización por todos sus poros; grande 
por el derecho y por la fuer^za. ¿Qué reclama 
ella pAr:ía:re^izar este icl^l? El patriptisjop de 
sus hijos ante las agresiones extrangeras fél 
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reinado de la justicia entre los pueblQjs: e] 
tiempo hará lo demás. 

Por otra parte, la soberanía y dominio d^ 
la .República Argentina en la vasta .ostensión 
de su territorio, á nadie escluye en la parti- 
cipación de los "beneficios que la Providencia^ 
concedió á su suelo. 

Sus leyes han procurado siempre asegurar 
los beneficios de la libertad, la propiedad y el 
trabajo, no solamente para sus hijos sino tam- 
bién "para todos los hombres del mundp que 
quieifap habitar el suelo argentino" (*). 

IX 

OBJECIOITES 

iLos antecedentes mencionados y la noto- 
riedad de nuestro dominio, colocan la Patago- 
nia Oriental fuera del arbitrage pactado .en 

ia56. 

Pueden, no obstante, hacerse dos óbjeciojaftp 
que debemos tomar en consideración: 

1* Que el arbitrage sobre la Patagonia, fué 
admitido por el Ministro Tejedor en nota .de 
Abril 27 de 1874. 

2* Que jél tratado de 56 la incluy:e ien él 

(*) Estatuto Provisional de 1815, art. lo y 3®— Beglamento ProTús^- 
rio de 1817, Sec. I., cap. 1^., arta. 1^ 7 8 o --Constitución de* 1019, 
Seo. T, cap. 2 o ,— Constitución de 1826, Sec. viii— Constitución Nacional 
de 1863, arts. 20 7 25. 
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ÍDdirectamente, al adoptar ese medio de solu- 
ción para la cuestión pendiente "y las que 
pudieran suscitarse". 

Por lo que hace á la primera objeción, ob- 
servaremos que la proposición del Dr. Teje- 
dor, sin duda alguna ventajosísima para Chile, 
importaba someter á arbitrage, nó solo la Pa- 
tagonia Oriental sino también la Occidental; 
que esa proposición no fué aceptada por el 
Ministro Blest Gana, porque carecía de las 
instrucciones y plenos poderes necesarios; fi- 
nalmente, que esa concesión fué hecha bajo la 
condición resulotoria de que el Gobierno chi- 
leno no ocuparía el puerto de Santa Cruz, 
"delante de cuyo hecho el Gobierno Argen- 
tino se vería obligado á romper las relaciones 
diplomáticas y no podría oir directa ni indi- 
rectamente proposiciones de transacción ó ar- 
bitrage" (*). 

Ocupado el puerto de Santa Cruz la con-. 
cesión. Tejedor caducaba ipso jure. 

Tan es así que la única ocasión en que ha 
sido invocada por Chile, nuestro Gobierno se. 
ha apresurado á manifestar que ella habia ca- 
ducado. 

(♦) Nota de Abril 27 ae 1874. 
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"Resisto dicididamenteycomo un gravísimo . 
error, dijp eotónces el Ministro Argentino, la 
afirmación de S. S. de haber reconocido este 
Gobierno que Chile tiene títulos para creerse 
con derecho á la Patagonia". 

"Ni está pendiente da este Gobierno la 
constitución del arbitrage, ni se ha compro- 
metido jamás la Nación Argentina á retroce- 
der de la posición que ocupaba en 1872" (*). 

Desde entonces la proposición Tejedor no 
ha vuelto á ser indicada, habiendo quedado 
sin efecto como una de tantas soluciones. 

El arbitrage fué consentido bajo una con- 
dición que Chile no cumplió, siendo anulado 
por sus posteriores usurpaciones. 

Alentada por la impunidad de sus avancesf. 
Chile ha malogrado con ellos dos proposicio- 
nes de arreglo tan ventajosas como nunca los 
conseguirá el arbitrage de 1874 y la transa- 
cion de 1876. 

La República Argentina se halla entonces 
en plena libertad de acción. 

En cuanto á la segunda objeción que ha- 
bíamos refutado ya en otro trabajo (♦*), puede 

(♦) Nota del Ministro Irigoyen, Agosto 2S de 1875. Memoria de B. E. 
de 1876, pág. 127. 
(**) -Cuestión de límites entre la República Argentina y Chile*, pág- 69. 
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formularse así: como el bratado de &6 pres- 
cribe el arbitraje para la cuestión pendiente 
"j las que pudieran suscitarse" toda r^ld- 
macion ha de quedar incluida en sus iérmiiSíM. 

Se comprende desde luego que la conclu- 
sión no se halla en la premisa. Supóngase que 
con nuestras capitulaciones del siglb xvx, ó 
sin título alguno, como lo hace Ghile, exigi- 
mos de aquel Gobierno un arbitrage sobre «u 
dominio en Atacama, Coquimbo, Aconcagua, 
Santiago, etc. ¿Aceptará Chile el éríbiti-o? jSo- 
meterá al fallo de un tercero su dominio en 
esas provincias? No, seguramente. Y, sin ftoa- 
bargo, es "una cuestión que puede suscitar- 
se". 

Para la interpretación de los tratados 4ia 
dado Bello algunas reglas que no debiei^an 
olvidarse por aquellos que tienen en «us ma- 
nos la paz de las naciones. 

Si como dice este autor (*): ".En todo pa- 
sage oscuro el objeto que debemos prapoo,Qr- 
nos es averiguar el pensamiento que-lo dijcíij, 
de donde resulta que debemos .tomar las .:«s- 
presiones unas veces en un sentido particular 
y otras en el general, según los casos"; si el 

f*] Dtereolio de Ctetrtes, Ofip. x, § 3<3. 
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mismo autor agrega, que "es preciso doshe- 
char toda interpretación que hubiese de con- 
ducir i un absurdo, " se sigue que la inter- 
pretación que impugno es inaceptable porque 
conduce á un absurdo y es opuesta al espíritu 
do la cláusula mencionada. Lo primero, es 
decir, el absurdo que implica la interpretación 
amplia en vez de la interpretación restrictiva, 
queda patentizado con el ejemplo anterior; «lo 
segundo, ó sea la mente del tratado, queda 
determinada por sus antecedentes históricos 
y las comumcaciones oficiales que hemos ci- 
tado. 



LIMITACIÓN DEL ABBITRAOE 

¿Tiene Chile algún título para disputar la 
Patagonia? Tal era la ecuación del problema 
que nos habíamos propuesto resolver. 

El a,nálÍ8Ís de los seis títulos, ó sean las seis 
raices de esa ecuación da los siguientes valo- 
res: cero para las dos primeras; valor negati- 
vo para las dos siguientes; imaginario para 
la última. Hé ahí una operación matemática. 

En cambio, la República Argentina] cuenta 
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mas de catorce mil títulos reales y positivos 
sobre su dominio en Patagonia. 

¿Cuál es entonces ia materia del arbitrage? 

Es evidente que en rigor de lógica y de de- 
recho, DO había lugar á arbitrage posible. 
Todo ha debido reducirse á verificar un hecho: 
la prolongación de los Andes sobre las már- 
genes del Estrecho, para determinar la parte 
de dominio que á cada nación correspondía. 

No se hizo así y hemos hecho cuestión de 
lo que DO era cuestionable, agregando de nues- 
tra parte concesiones que si bien prueban 
nuestra deferencia, han dado también pábulo 
á las exigencias de Chile. 

El tratado de 1856 admitió indebidamente 
el arbitrage para determinar la jurisdicción 
sobre Punta Arenas. Además, la administra- 
ción pasada agregó á esa, otra concesión, 
haciendo estensivo el litigio á la Tierra del 
Fuego. 

Dados estos antecedentes, ¿cómo fijar con 
claridad el territorio litigioso? 

Creemos que hay un medio y este consiste 
en adoptar un paralelo determinado. Este pa- 
ralelo seria el del grado 53. 

Los Andes hasta el Cabo Providencia (53*^ 
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lat. Sur) quedarían así como límite orieDtal 
de Chile y occidental de la República Argen- 
tina: como materia del arbitrage, los territo- 
rios que se estienden al Sur, es decir, la Pe- 
nínsula de Brunswick y la Tierra del Fuego. 
Dando ahora una forma interrogativa al 
asunto, como es de práctica en estos casos, 
formularíamos en los siguientes términos la 
cuestión sometida al fallo arbitral: ¿El terri- 
torio que se estiende al Sur del paralelo 53^ 
es decir, la Península de Brunswick y la 
Tierra del Fuego, pertenecían en 1810 al Vi- 
reinato de Buenos Aires ó a la Capitania Ge- 
neral de Chile? 



SECCIÓN QUINTA 
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BUENOS AIRES EN LA PATAQONIA 

8VS4BIO— La PatMOiiiA se Mtimde desde el Bio de k Plata haata el 
Eetreeho de Magallanes— Eiploraoionet, colonización, via^M 7 BejOP- 
nocimientoe practicados basta 1810— Chile brilló en ellos por su 
siweiids El dominio argentino en la Patsgonia pp es susceptible 
de arbítrate. 



El donunio de la República Argenti^s^ en 
la Patagonia no puede admitir mas arbitro que 
la misma ICepública Argentina. 

Tal 69 la proposición que hemos evidencia- 
do con el testimonio de las Constituciones^ la9 
l^ye^ y estadistas de Chile; con Ips íiji^teoe- 
d^tes del tratado de 1856; con la^ negocia- 
ciones diplomáticas y la discusión de tiítuk»9. 

Pero no hemos agotado aún. nuestra^ ra- 
zone3. 

¿El domíoio argentino en la Patagonia es 
susceptible de arbitraje? 
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Tal es el problema que bajo uua Due^a faz 
volvemos á tratar y, por mas estrafio que pa- 
rezca, la solución nos la dará otro problema 
que formulamos así: 

¿Qué es la Patagonia? 

Vaya una pregunta, dirá el lector: es el ter- 
ritorio que se estiende entre el Rio Negro y 
el Estrecho de Magallanes. Es lo mismo que 
ha sostenido la Cancillería Chilena y lo que 
asientan los modernos geógrafos. 

Pero con perdón del lector, de Chile y de 
los geógrafos, diré que esos límites son com- 
pletamente falsos ante la geografía y la his- 
toria. 

¿Dónde empieza entonces y dónde acaba la 
Patagonia? 

Para proceder con método, debemos retro- 
traer la cuestión al año 1810, de acuerdo con 
lo'prescripto por el tratado de 66. 

Según los datos de la época colonial que 
deben servirnos de basé para la fijación de los 
límites internacionales, la Patagonia es el ter- 
ritorio que se estiende desde la desemboca- 
dura del Rio de la Plata hasta el Estrecho de 
Magallanes. La Provincia de Buenos Aires se 
halla, pues, en plena Patagonia. 
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¿Cuál es el testimonio de entonces en que 
se maniñeste que esa región empieza en el 
Rio Negro? No hay absolutamente ninguno, 
y puedo asegurar que todos los que á ese ter- 
ritorio se refieren han pasado por mis manos. 

Es el límite natural, se dirá talvez. Pero 
límite natural es el Rio Colorado; lo es igual- 
mente el Rio de la Plata; límite natural es 
también el Rio Santa Cruz y sobre todo mas 
natural que todos esos límites naturales es la 
Cordillera de los Andes. 

He leido detenidamente todos los manus- 
critos del Archivo General en número de mi- 
les referentes, á las tierras australes y de ellos 
resulta á la evidencia que la Costa Patagónica 
empezaba en el cabo de San Antonio en los 
36"* 20*. latitud Sur, cinco grados y medio, ó 
sea mas de cien leguas al Norte del Carmen 
de Patagones, de modo que esta población 
fundada un siglo ha, se encuentra en el cen- 
tro mismo del territorio que se pretende hoy 
usurparnos. 

Haría excesivamente pesado este trabajo si 
fuera á hacer mención -de todos los documen- 
tos que prueban lo que vengo sosteniendo. 
Me limitaré, pues, á algunos testimonios. 



En el año 1 745, el (Stebeítiaddt dé &úehos 
AifóB, dirigiétidose ^\ Virey del Péftí^ lé dfecáá 
to tígttteDte: . 

*Oómumco á V. E. que ett virtud dé lai 
reales fsédulas anteriores he dado principió al 
WOónocimiéíito áé la PatagofUa deadís d Cabo 
de San Afitonio hasta MagallanéB^ ^ 

Al imciarisrd la colonización de V77^^ él Rey 
Oárlos III dio al comiáiónado D% Jüaü <áé U 
Piedra los oonocidod Apunten en que gé lee 
lo siguiente: 

''La cOBta oriental llamada Plsitagónba que 
<jof re deffée el Bio de la Plata hást» él Etíti^e*- 
cho de Magálknes". 

Let« midmad palabras repetían en 17V9 él 
Virey D. Júaü José dé V^rtíz y (el latéüdeftté 
Fernaudes, m sue Instrucciones al mistíao Co«- 
miwmo Piedra, y pueden versé iguaínkette éfk 
el M«itii6estó que sobre su éspedicioü publiód 
este én el año 1781. 

La Fatagonia empesr^ba, püee, éü el ttio úé 
la> Plata, según los Beyes de Esp^a y Isrü6 
^Butés én Améri<^a'. 

Y et^ a^ Considerada por todos los é(^pl6. 
radoi^ q^M desdé pri&edpiós del sigib 3rm, ^ 
que lé g^^ternifedoii dé fiué^^s Aires éé d«^>M*6 
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de la del Paraguay, reconocieron oficialmente 
las regiones australes de la América. 

En el diario y los planos que por encargo 
oficial trazó Perler en 1760, se lee: "Recono- 
cimientos de la Costa Patagónica desde el Ca- 
bo San Antonio hasta el Estrecho de Magalla- 
nes. " 

Desde el Soberano Español hasta el último 
marino que fijaba su vista en el continente, 
consideraba así como principio de la Patago- 
nia el Cabo de San Antonio en que la Costa 
cambia bruscamente de dirección hacia el 
Oeste. 

Todos los esploradores, geógrafos y sabios 
que desde mediados del siglo xviii, vinieron al 
Rio de la Plata, ya para practicar reconoci- 
mientos en la parte meridional del Vireinato, 
como Olivares, Berlinguero, Elizalde, Peña, 
los hermanos Viedma y Malaspina; ya para 
trazar el deslinde entre las posesiones de Es- 
paña y Portugal como Alvear y Azara, hicie- 
ron constar uniformemente lo que venimos 
sosteniendo. No hay uno solo que le fije el lí- 
mite, del Rio Negro, límite de invención chi- 
lena y antojadizo. 

La región austral llamada Patagonia desde 

32 
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1520 por Magallanes, no podía tener por lími* 
te el Rio Negro (antiguamente tfo los Saucei) 
río completamente desconocido hasta fines 
del siglo pasado en que se fundó la población 
del Carmen sobre sus márgenes. Tan deseo* 
nocida era la hidrografía del continente aus» 
tral hasta fines del siglo pasado, que como se 
observa en los antiguos mapas, el rio men- 
cionado, comunicaba unas veces con el Desa» 
guadero, otras con las ciudades de Mendoaa 
y San Juan, mientras que para otros corría al 
través de los Andes hasta la ciudad de Valdi- 
via y las costas del Pacífico ó mar del Sur. 

Tengo á la vista el manuscrito original del 
cosmógrafo D. Diego de Alvear y Ponce 
"Descripción de Buenos Aires y sus puertos*, 
escrito en 1803. 

Después de describir la costa Sudoeste del 
Rio de lo Plata, con detalles interesantes 
sobre el Riachuelo v la Ensenada, Alvear 
agrega: 

"Este tramo del Sudoeste (desde el Cabo 
de San Antonio) hasta los Estrechos de May- 
re y de Magallanes, en el fin de las tierras ó 
Cabo de Hornos, es lo que se nombra Costa 
Patagónica". 
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Entrando á la descripcipn de esta y bus 
puntos principales, agrega: "Los mas eono- 
cidos son: el Bio Santana en 87'' 2b\ Cabo 
Corrientes á los 89^ en los 40** 30' B^íjft 
anegada ó Rio Negro, antiguamento d^ los 
Saucfes " . 

Describiendo el sabio D. Félix de Azara 
ésta Provincia, le señala al Occidente por lí- 
mites los Andes y agrega: al Oriente topemos 
la costa Patagónica Jvasta el Rio de la Plata. 

En 1804 el piloto D. José de la Pefia traad 
üü "plano de la costa de Patagonia desde el 
Cabo de San Antonio hasta los 42° 20'". 

No se bailará un solo testimonio de la épo- 
«a colonial que no considere el territorio que 
se entiende entre el Bio Negro y el paralelo 
de San Antonio, con una estension de 120 
leguas de costa, como parte integrante de la 
región Patagónica. 

Tal es la Patagonia que á costa de saorU 
ficios inauditos hemos colonizado en el ivdfi* 
ourso de un siglo, desde la fundación del 
Qármen y de San José en 1779, hasta la láe 
San Julián y Puerto Deseado en 1780. . 

A lo largo de esa costa Patagónica jse con- 
taban 80j000 argentinos según el censo de 
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1869 y que serán hoy 50,000, comprendiendo 
los partidos de Ajó, Tuyú, Mar Chiquita, Bal- 
caree, Lobería, Neoochea, Tres Arroyos, Ba- 
hía Blanca, Patagones y Chubut. 

Estamos, pues, en plena Provincia Patagó- 
nica,, estendida desde el Plata á Magallanes. 

He dicho Provincia, y es así en efecto; no 
desde el año pasado, sino con un siglo de 
antigüedad. 

Con fecha 15 de Noviembre de 1780 el Virey 
D. Juan José de Vertiz dividió la región aus- 
tral en dos secciones dependientes de este Vi- 
reinato; confirió entonces al Superintendente 
D. Francisco Viedma el título de Gobernador 
de Armas del BioNegro, estendiendo su juris- 
dicción desde el Cabo de San Antonio hasta 
el puerto de Santa Elena inclusive (44** 30'); 
prescribió también el Virey que todo el terri- 
torio que se estiende desde Santa Elena hasta 
el Estrecho de Magallanes, correspondería al 
Comisario Superintendente de San Julián. 

Esta medida del Virey Vertiz, fué aproba- 
da por Real Orden fecha 9 de Setiembre de 
1781. 

Recibida esta Real Orden, el Virey de Bue- 
nos Aires, que al crear la Gobernación del Rio 
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Negro habia dejado el distrito de San Julián 
al cargo de un Superintendente, nombró (30 
de Diciembre de 1781) á D. Félix de Triarte 
Gobernador de Armas de San Julián^ cuya ju- 
risdicción se estendía, como hemos visto, des- 
de Santa Elena hasta Magallanes. 

Teníamos, pues, en toda la Patagonia, desde 
el Cabo San Antonio, dos Gobernadores de- 
pendientes del Virey. . 

La gobernación de San Julián subsistió so- 
lo 4 años, pues abandonada la Colonia ep 
Enero do 1784, quedó su distrito, según la 
Real Orden de Agosto 1^ de 1783, anexado al 
del Gobernador del Rio Negro, que abarcó así 
toda la zona que se estiende entre los parale- 
los 36° y 53° de latitud sur. 

Resulta, pues, que una gran parte de la Pro- 
vincia de Buenos Aires se encuentra en plena 
Patagonia. Veinte partidos representando una 
población de cien mil almas se estienden des- 
de el paralelo del Cabo de San Antonio, hasta 
la Colonia Galense sobre las márgenes del 
Chubut; 

Hé ahí la Patagonia. 
. ¿Nuestro dominio en ella, es discutible? 
:L08 mismos chilenos dicen que no lo es. 
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puesto que aun aguijoneados por lá codicia 
se han detenido en el Rio Negro. 

Pretender la Patagonia tal como es rílá, Sé- 
rfa ün atentado á la independencia ai*gi^tiaá, 
66 ha dicho Chile. En este caso ha adoptado 
un límite de conveniencia, detenióndoée eñ la 
población del Carmen. Ha imaginado una Pa- 
tagonia convencional para paliar una preteil*- 
sion monstruosa. 

Si como* queda demostrado, la Patagonia 
que Chile reclama como suya no ha existido, 
si lo que considera como tal no es mas que 
un fragmento antojadizamente separado de 
la entidad colonial que llevaba ese nombre, 
resulta que la úniqa medida de sus exigenoitíd 
es la arbitrariedad y el absurdo. 

Desde el Rio de la Plata hasta Magalla- 
nes, ella forma un todo indivisible. Tal es 
lo que» resulta claramente de las leyes, dia* 
ríos de navegación, mapas y planos leVáttn 
tados durante el gobierno colonial, y defiáfild 
á que se exhiba uno solo en contrario. 

Si es esa la Patagonia de 1810, si én élia 
sé cuentan hoy veinte partidos de Buenos Ai- 
res, yo digo entonces: el dominio de la Repú- 
blica Argentina en la Patagonia es tan etiden- 
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te, tan indiscutible, como 61 que ejerce en bi 
provincia misma de Buenos Aires. 

Si es absurdo disputar á la Nación Argén» 
tina la sección comprendida entre el Plata y 
el Rio Negro, parte de la Patagonia, lo es 
igualmente disputarle la región que se estien* 
de hasta Magallanes, porque nuestro derecho 
á una y otra sección de esa entidad colonial 
consta en el mismo título. 

Mas aún. Hemos visto que el uti possidetis 
de 1810, tiene por objeto fijar una regla para 
los casos en que falte la posesión real de 
1810. 

Lo que cada sección colonial poseía de he- 
cho, in actu, en aquella fecha, como poseía el 
Vireinato de Buenos Aires la Patagonia, domi- 
nada desde su centro: el Carmen y San José, 
está al abrigo de toda controversia. La regla 
mencionada no tiene mas objeto ni otro fin 
que suplir la ausencia del ocupante en 1810, 
pero donde este existe ella carece de aplica- 
ción. 

De lo contrario, con el principio menciona- 
do, se llegaría á rehacer el mapa de la América 
de 1810, lo cual no puede sancionar ninguna 
regla ni legitimar doctrina alguna, cuando 
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por el contrario las divisiones político-admi- 
nistrativas de aquella época es lo que se 
quiere conservar. 

Como las colonias dependían del mismo so- 
berano, la posesión real de 1810 supone é im- 
plica la posesión legal. Ese hecho prejuzga, 
diremos así, el derecho, y hace inoficioso el 
arbitro ó el Juez. 

El principio del uti possidetis^ es así una 
regla supletoria de la falta de ocupación real 
en 1810, la cual invalidando los actos poste- 
riores y violatorios del dominio ageno, consa- 
gra y reconoce como indiscutible el hecho 
anterior, la posesión existente. 

Ahora bien, ^Jno es evidente que la sobera- 
nía argentina en la Patagonia, instalada en el 
centro mismo de ella desde 1779, erigida en 
gobierno político militar desde 1781, ejercida 
en fin de hecho y de derecho, no es suscep- 
tible de arbitrage? 



II 



Señalada la estension de la Patagonia en la 
época colonial, haremos una breve reseña de 
las esploraoiones y trabajos de colonización 
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practicados en ella por los Gobernadores y 
Vireyes del Rio de la Plata. 

Durante el primer siglo de la conquista, al 
que corresponden los documentos invocados 
por Chile, ese territorio era completamente 
desconocido. 

Si se esceptúa la malograda espedicion de 
Sarmiento en 1687 y las exploraciones de los , 
Nodales para reconocer el estrecho de Lemai- 
re, aquella región habia quedado en comple- 
to abandono. 

Creada en 1617 la Gobernación del Rio de 
la Plata, consagra su principal empeño á la 
reducción de los indios patagones, pampas y 
serranos (así se les designaba) comprendidos 
entre el puerto de Buenos Aires y el Estrecho 
de Magallanes. Estos proyectos de coloniza- 
ción datan del siglo xvii y fueron el anhelo in- 
cesante de todos los Gobernadores durante la 
regencia de Ana de Austria y el largo reinado 
de Carlos II. 

Fundada sobre el Plata la colonia Buenos 
Aires en 1580, y poco tiempo después la de 
Buena Esperanza sobre las márgenes del Es- 
trecho, la tarea consistía en escalonar pobla- 
ciones en el vasto espacio de territorio cóm- 
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prendido entre una y otra. Tal fué la obra de 
nue&tros antepasados; toca á nosotros conti- 
nuarla. 

El Gobernador Herrera y Sotomayor desdo 
1682 dirigía una representación al Rey, oon 
la mira de catequizar los indios que habitaban 
"desde el distrito de este Puerto de Buenos 
Aires hasta el Estrecho de Magallanes". 

Consta así que desde entonces toda esta 
vasta región, correspondía á Buenos Aires. 

Téngase presente que dos años antes, esto 
es, en 1680, se había promulgado la Recopila- 
lacion de Indias y que por las leyes 11 y 13, 
tít. 1*^ del libro iv, se prohibía bajo la amena- 
za de las mas severas penas espedicionar en 
ajena jurisdicción: 

"Mandamos que ningún deócubridor, pi po- 
blador, pueda entrar á descubrir, ni poblar en 
términos que á otros estuvieren encargados ó 
hubieren descubierto", dice la ley. 

Los Gobernadores de Buenos Aires no in- 
currieron eü esas penas porque el territorio 
que exploraban les estaba subordinado. 

Esta representación motivó la Real Cédula 
fecha Mayo 21 de 1684 en la que, deslindán- 
dose el Reino de Chile por la Cordillera Ne- 
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vada, se eocarga al Gobernador de Bueno» 
Aires destine cuatro religioaos con la suficien- 
te escolta para la fundación de misiones en la 
Patagonia. Se recomendaba igualmentcr que 
las reducciones de indios se establecieran en 
lo mas mediterráneo y tierra adentro "huyen* 
do de hacer poblaciones en la costa, sino d<es" 
viadas de ella á lo menos' 30 leguas." 

Estas órdenes se reiteraron durante todo el 
siglo xviT, fundándose poblaciones al Sur de 
Buenos Aires, en el territorio de los Pampas 
ó Patagonia, nombres que designaban entón* 
ees la misma cosa (*). 

Esta obra comenzada entonces bajo los me- 
jores auspicios vino á quedar interrumpida 
por los trastornos y ajitacíones á que di<5 mar" 
gen la muerte de Carlos .11 en el año 1700. 
La guerra de sucesión conflagró toda la Eu'- 
ropa, y antes de que la España pudiera ocu- 
parse de este vasto y desierto territorio hubo 
de trascurrir medio siglo. 

Recien en 1745, en presencia de los arma- 
naentos considerables de Inglaterra, trató la 
Corte de precaver el peligro que corrían los 

(*) En el manti8oi:ito antes citado del cosmógrafo Alveur se lee lo 
siguiente: 'Al 8. O. de Córdoba, entre ICendoaa y Buenos Aires, se lia- 
lian "las Pampas* que son una vastísima comarca poblada de infieles, 
que se estiende al S. O. mas de 500 leguas i>or toda la costa Patagó- 
nica 7 contra la Cordillera de Chile*. 
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galeones cargados de ingentes sumas de Aca- 
pulco y de Manila. 

Curioso es observar á la vista de las comu- 
nicafciones del siglo pasado, los temores que 
infundía la Gran Bretaña. Bastaba la apari- 
ción de un buque inglés por estos mares para 
que se introdujera la alarma en todo el vasto 
dominio colonial de España. Todo para evi- 
tar el contrabando. 

La publicación de los viajes de Anson, con- 
tribuyó también para que se repitiesen por la 
metrópoli las antiguas recomendaciones de 
que se reconociese la Costa Meridional. 

Invitado el Virey del Perú á cooperar á la 
empresa como autoridad superior de que de- 
dependía esta gobernación, manifestó que ca- 
recía de fondos y que estos podían sacarse 
del comercio de. Buenos Aires. Así en efecto 
se practica (*). 

La espedicion que se equipó entonces iba 
al mando del Capitán de Fragata D. Joaquín 
de Olivares, á quien acompañaban los jesuí- 
tas Estorbel, Quiroga y José Oardiel, cuyas 
preciosas indicaciones sobre aquellos parages 
pueden consultarse todavía con provecho. 

(*) IC. S S. del Archivo Genenü. 
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Los espedicionarios reconocieron durante 
el año 1746 toda la costa hasta el Rio Galle- 
gos trazando mapas y planos de cuanto puer- 
to y caleta hay en ella. Considerándola infruc- 
tífera y sin agua, dice Olivares, .no se han 
establecido en ella los jcsuitas. 

Desde 1750, según carta del Gobernador 
Andonaegui, existían en esta jurisdicción dos 
reducciones de Tehuelchus ó Patagones, si- 
tuadas en el parage que llaman del Volcan y 
desde donde se buscaba la comunicación con 
los Césares hasta el Estrecho de Magalla- 
nes (*). 

En los años 1753 y 1759 se practicaron 
minuciosos reconocimientos hasta el Puerto 
de San Julián, por D. José Barnes, primero, 
por el Comandante Zapiola, después. 

Posteriormente, cuando en 1764, las Islas 
Malvinas fueron devueltas por el Gobierno 
Francés, en razón de ser consideradas como 
dependencias de la Gobernación de Buenos Ai- 
res (**), la Corte nombró Gobernador de ellas 
á D. Felipe Ruiz Puente, subordinándolo á las 
autoridades de esta Capitanía General. 

(*) Carta al ICarqués de la Ensenada. Archivo de Indias, núm. 293. 
(**) Observations OQ theforoible oocupation of the Malvinas or Fal- 
klana Islands. Anónimo, pág. 5. 
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Datan de entonces las repetidas espedicio- 
nes para desalojar de la costa á los ingleses 
atraidos por el lucro de la pesca de ballenas. 
¿Cuál fué el Gobierno colonial que las realizó 
en Malvinas y Patagonia? La Capitania Gene- 
ral de Buenos Aires única y esólusivamente, 
como que en esa época fueron nuevamente 
sometidas á su dominio. 

En efecto, dictáronse entonces por Carlos 
III dos leyes terminantes: 

1°" La Real Cédula datada en Madrid á 29 
de Diciembre de 1766, en la que se previene 
al Gobernador de Buenos Aires lo siguiente: 

"Por lo respectivo á esa costa hasta el Estre- 
cho de Magallanes^ inclusive éste^ y sucesiva- 
oriente hasta el Cabo de Hornos ha de ser de la 
inspección de V. E. (*)". 

2* La Cédula fecha Octubre 4 del mismo 
año, por la que S. M. dispone que: "las Islas 
Malvinas quedan sometidas a la Capitanía 
General de Buenos Aires". 

•En el decenio trascurrido hasta la creación 
del Vereinato, esta Capitanía General equipa 
numerosas espediciones para esplorar el lito- 

(*) En virtud de esta ley, reiterada en las Reales Ordenes de Febrero 
25 de 1768 j Acroato 24 de 1770, pertenece k la República Acerentian -todo' 
el Estrecho de Magallanes. 
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¿Cuáles fueron los resultados de la coloni- 
zación y las causas que la motivaron? 



III 



Los temores que infundía la Inglaterra por 
una parte, y por otra la creencia de que se 
podría navegar á través del continente hasta 
el Océano Pacífico, indujeron é la Corte Es- 
pañola á emprender en 1778 la colonización 
de todo el litoral del Vireinato. 

Era de suponer que la pérdida de las co- 
lonias del Norte impulsara á la Inglaterra á 
fundar otras en las tierras desamparadas del 
Sur. Debía inducirla á esa política, á mas de 
su sistema colonial, el incentivo que ofrecía la 
pesca de la ballena en las costas patagónicas. 

El otro fin que la corte española tenía en 
vista, era realizar una medida estratéjica, 
pues que colonizada la Patagonia y ocupando 
en ella las bahias Sin Fondo y la de San Ju- 
lián, por donde, según la creencia general, se 
internaban rios hasta la mar del Sur, podrían 
resguardarse fácilmente las colonias del Pa- 
cífico, esquivando el peligroso paso del Cabo 
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• 

de Hornos y el de Magallanes, poco conoci- 
dos entonces (*). 

El Gefe de la espedicion que debia coloni- 
zar la Patagonia, era D. Juan de la Piedra, 
ex-ministro de Real Hacienda de las Islas 
Malvinas. En calidad de segundo y con el 
cargo de Contador acompañábale D. Francis- 
co Viedma. 

En el título de Comisario Superintendente 
conferido al primero con fecha 14 de Mayo 
de 1878, se lee lo siguiente: 

"He tenido por conveniente se establezcan 
en las Bahías sin Fondo y la de San Julián, 
comprendidas en la referida costa del nuevo 
Vireinato de Buenos Aires, y en los demás pa- 
rages que en lo sucesivo sean adaptables y se 
determinan, las poblaciones y formal estable- 
cimiento que á estos objetos corresponden". 

Los puntos que se iban á colonizar corres- 
pondían, pues, al Vireinato de Buenos Aires. 
Así lo determinó el soberano español, no so- 
lamente en el título de Piedra, sino también, 
y en los mismos términos, en los que se es- 
tendieron á favor de D. Francisco Viedma en 



(♦) Véanse los "Apuntes" dados por. el Ministro D. José de Q-alvez al 
comisionado D. Juan de la Piedra y las instrucciones firmadas por el 
Virey Vertiz y el Intendente Fernandez, 1778. 
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ese mismo año y á D. Andrés Viedma en 

Tenemos, pues, que no solo en uno, sino en 
cuatro títulos de oficios públicos, el Rey Car- 
los III, subordinó la Patagonia á la jurisdic- 
ción de este Vireinato: en el de Virey dado á 

D. Pedro de Ceballos en 1776; en los de Su- 

■ •.'•■ 

perintendentes otorgados á Piedra y Francis- 
00 Viedma en 1778 y en el del mismo cargo 
conferido á D. Andrés Viedma en 1779. 

Ahora bien, en materia de límites territo- 
riales, .los títulos de empleos son instrumen- 
tos legales y concluyentes. Así lo prescribe el 
C(5digo de Indias, al que Chile da tanta auto- 

'i ■ ■ 

ridad. 

"i 

"Ordenamos y mandamos á los Vireyes, 
audiencias, gobernadores, corregidores y al- 
• caldes mayores, que guarden y observen los 
límites de sus jurisdicciones, 5e¿/i¿?i les estuvie- 
ren seTi%laílos por leyes de este libro ^ títulos de 

sus OFKaOS, provisiones del gobierno SÜPERIOP, 

DE LAS provincias, 6 por uso y costumbre legí- 
tímamente introducidos, y no se entrometan 
a usar y ejercer los dichos sus oficios, ni actos 
de jurisdicción en las partes y lugares donde 
no alcin^i^reii sus términos y territoriQg, s(J 



If * 



. I 
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las pecas impuestas por derecho* y leyes de 
estos y aquellos Reinos y que cualquier exeso 
que en esto cometieren sea cargo de residen- 
cia (*)^'. 

Habiendo recibido Piedra las instrucciones 

• ' • * '. '• 

á que debía a justar su conducta, firmadas por 
el Virey Vertiz y el Intendente Fernandez/ 
procedió al desempeño de su cometido. 

Componían la expedición cuatro embarca- 

• • •-.*.,■ 

Clones armadas en guerra y ciento catorce 

hombres de tropa con sus respectivos oficia- 
les. Saliendo de Buenos Aires el 7 de Enero 
de 1779, fueron á arribar al Puerto de San 
José, en la Península del mismo nombre, don- 
de fundaron una colonia que subsistió 32 años 
hasta que fué abandonada en 1811 por orden 
dé Elio, Gobernador de Montevideo que blo- 
queaba esta ciudad. 

Desde San José destacó Piedra hacia el 
Norte una parte de la gente, la que consiguió ^ 
desembarcar en la costa del Rio Negro, el 22 
de Enero. 

Ilabiendo rejfresado Piedra á Buenos Ai- 
res, se le formó un proceso, que comprendió 
entre otros cargos, el de no haberse ajustado 

(*) Ley 1 ' . tlt. 1 ^ , libro V, Beoopilacion de Indias. 
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á sus instrucciones. Absuelto y reintegrado 
en su empleo, pereció poco después en una 
entrada que hizo á los Indios de la Sierra (*). 
Entre tanto D. Francisco Viedraa que ha- 
bía asumido el mando, fundó el 23 de Abril 
de 1779 el Carmen de Patagones, en la mar- 
gen sur del Rio Negro, pero con motivo de 
una inundación acaecida el 13 de Mayo, la 
colonia fué trasladada á la costa norte donde 
existe todavía y á pesar de que el señor Iba- 
ñez alega que esos establecimientos eran pro^ 
visionaleSf confundiendo el carácter de las 
poblaciones con el de I09 fuertes que debían 
provisionalmente defenderlas. 

Dentro de poco tiempo podemos, pues, cele- 
brar el centenario del Carmen de Patagones, 
época memorable en que se ocupó el centro 
mismo de la vasta Patagonia, estendida desde 
el Rio de la Plata hasta Magallanes. 

Como en las Instrucciones del Virey Vertiz 
se prescribiera igualmente la ocupación de 
San Julián "á otro parage mas avanzado 
hacia el Estrecho de Magallanes, como ser el 
Puerto de Santa Cruz, ó la Ensenada de Ga- 

(*) Todos los antecedentes de la colonización emprendida en 1778, las 
Cédulas 7 Reales Ordenes que )a motivaron se encuentran 'in estenso* en 
el 'Manifiesto' firmado por D. Juan de la Piediu el 12 de Enero de 1781 — 
M. S. S. del Archivo de Indias. 



liegos;" se comisioDÓ con ese objeto á D. An- 
tonio Viedma, hermano del anterior, quien 
fundó en 1780 la colonia de San Julián. El 
acta de fundación dice así: 

"En la Costa de la América Meridional del 
Sur, llamada Patagónica, á 1° de Abril de 
1780: Yo D. Vizente Falcon, Contador y Te- 
sorero interino de los nuevos Establecimien- 
tos de dicha Costa, por disposición del Exmo. 
Señor Virey de las Provincias del Rio da la 
Plata á cuta jurisdicción perteneze^ etc., etc. 
En el año 1780 se tomó posesión de todo el 
litoral Patagónico. Además de los puntos se- 
ñalados, se ocupó también el Puerto Deseado 
(47^ 48*) donde estableció su principal asiento 
la compañía marítima. Esta colonia subsistió 
hasta 1808 en que los pobladores se retiraron 
al Carmen de Patagones. 

Se ocupó también San Gregorio, Santa Ele- 
na, Florida Blanca, etc., y en todas las actas 
de estas fundaciones se espresa que ellas se 
hallan en la costa Paiagonica^ perteneciente á 
la jurisdicción del Vireinato de Buenos Aires. 
Mas aún, el Rey mismo lo estableció así 
en distintas ocasiones, puesto que habiéndose 
suscitado conflictos de jurisdicción, entre los 
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empleados de ella, Carlos III resolvió qué esófe 
establecimientos dependían dií este Interiáéti- 
teen lo Económico, quedando subofdííiadó& 
al Virey en lo político y militar (♦). 

¿Qué hacia Chile entre tanto? Es lo que va- 
mos á ver. 

IV 

Después de colonizada toda la Patagonia, 
el Ministro Universal de Indias, siguiendo las 
sujestiones del Virey Vertiz, dictó la Real 
Orden fecha Agosto P de 1783 para que so 
abandonaran las poblaciones de San Julián y 
San José, con encargo de dejar pilastras que 
atestiguasen la .toma de posesión y de ser re* 
conocidas anualmente desde elRioiNegro pa- 
ra que ninguna otra nación pudiese ocuparlas. 

¿Qué causas motivaron esta resolución? 

Ellas fueron por una parte los ingentes 
gastos que las colonias ocasionaban al tesoro 

• 

de Buenos Aires, y por otra, la paz general fir- 
mada en 1783, por la cual, reconociendo la 
Inglaterra la independencia de los Estados 
Unidos, ponía fin á la titánica guerra en que 
la España se hallara comprometida. La ce- 
lebración del Tratado de Paris, hacía desa. 

(*) Beales Ordenes fecha Junio 8 de 1780 y Noviembre 25 de 1781. 
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parecer, en efecto, el peligro que la Corte 
Española quería prevenir: la ocupación de la 
Patagonia por la Inglaterra. 

Sin embargo, al ordenar el abandono do 
San Julián y San José, se encargaba al Virey 
de Buenos Aires reconociera anualmente esos 
parages; reconocimiento que se practicó en 
efecto desde el Rio Negro y Malvinas, antes y 
después de 1810. 

Pronto se reconoció el perjuicio que traería 
el abandono de los establecimientos mencio- 
nados y el sucesor do Vertiz, Sr. Marqués de 
Loreto, demostró las ventajas manifiestas de 
SU conservación y fomento (*). 

Mejor informada por el Marqués de Lo- 
reto, la Corte dictó la Real Orden de Febrero 
8 de 1784 para que no se abandonasen los 
establecimientos patagónicos; orden que tuvo 
su efecto respecto á la colonia San José, pero 
ineficaz para San Julián porque había sido 
despoblado en Enero del mismo año. 

lío obstante el abandono de esta colonia, 
quedaron hasta 1810 las demás poblaciones: 
el Carpen, San José y Puerto Deseado, como 

(♦) •Memoria* del Virey Marquéa de Loreto á su sucesor. Libro in folio 
j manuscrito del Archivo de Todias pájfs. 7P á 85 vta. 
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puntos de escala para la pesca y la navega- 
ción. 

Mas aun. Colonizado el litoi^al Patagónico 
en 1780, fueron detenidamente esplorados 
los rios Santa Cruz y Gallegos: en 1782 por 
el Contador Gavarri; en 1783 por el Superin- 
tendente Vieduaa; en 1790 por D. Alejandro 
Malaspina. 

Tales son los antecedentes de la coloniza- 
ción. 

¿Qué intervención tomó Chile en ella, qué 
jurisdicción ejerció en la Patagonia, hasta 
1810? Ninguna, absolutamente ninguna. 

Todo su afán, entonces como ahora, se re- 
dujo á fomentar las invasiones de los indios, 
comprando las haciendas robadas por ellos 
en estas provincias no obstante las reclama- 
ciones del Virey Vertiz en 1783 (*). 

En ün oficio del Intendente Fernandez 
consta que en solo los tres primeros años, el 
tesoro de Buenos Aires gastó en la coloni- 
zación 1.024,651 pesos fuertes y 3 reales (**). 

¿Cuánto no habrá gastado en los 32 años 
que se mantuvo la población de San José y 

(*) Oficio del Virey de Buenoi Aires al Presidente de Chile, Setiembre 
9 de 17H3. 
(**) M. S. S. del Archivo General do la Provincia. 



— 193 - 

en los 28 que duró la de Puerto Deseado, sin 
contar el Carmen de Patagones que va á te- 
ner un siglo de fundación? 

Familias pobladoras, funcionarios, dinero, 
provisiones, viages, esploraciones, todo salía 
de Buenos Aires. ¡Y se dice que la Patagonia 
era chilena! Pero el Gobernador de Chile no 
nombró un solo funcionario; su Hacienda no 
gast(5 siquiera un peso, pero ¡que! cuando ni 
su Obispo nombró siquiera un capellán! 

Si los establecimientos de la Patagonia es- 
taban subordinados al Intendente dQ Buenos 
Aires en materia de Hacienda y al Virey en 
lo politico y militar (♦); si correspondían á la 
Audiencia Pretorial en asuntos contenciosos 
y á este Obispo en materia eclesiástica (**), 
¿qué clase de jurisdicción podrá inventar el 
Gobierno de Chile para reclamarla en su fa- 
vor? 

V 

Conocidos ya todos los antecedentes sobre 
la cuestión de límites con Chile y la nueva 
faz bajo la cual la hemos estudiado, creemos 
conveliente insistir en el punto capital de la 

(*) Beal Orden de Noviembre 25 de 1781. 

(♦♦) Proceso deD. Jnan de la Piedra. Véase informe, cap. IX, Tempo- 
ralidades. 

26 
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dificultad: ¿el dominio Argentino en Patago- 
nia es susceptible de arbitrager ¿Cuál es la 
materia del compromiso pactado en 1866? 

El Tratado de Enero que Chile se ha nega- 
do á suscribir^ lo establecía en la siguiente 
fórmula tomada del pacto de 1866: 

¿Cuál era el uti possidetis de 1810 en los 
territorios que se disputan. Es decir, los terri- 
torios disputados pertenecían en 1810 al Vi- 
reinato de Buenos Aires ó á la Capitanía 
General de Chile? (Art. 2°). 

A la simple lectura de esta pregunta, evi- 
dente es que el arbitro se haría esta otra: 
¿Cuáles son los territorios que se disputan? 
Las demás cláusulas del tratado salvaban 
esta dificultad. 

En efecto, señalados los Andes como lími- 
te por el artículo 1**, bastaba trazar el paralelo 
del Cabo Providencia y la materia del arbi- 
trage quedaba determinada al sur de esta 
línea divisoria. 

En cuanto á la vaguedad del artículo 2^, to- 
mada por Chile como fundamento de su recha- 
zo, debemos observar que todos los tratados 
de arbitrage han debido complementarse cod 
esplicaciones posteriores. Las palabras mas 
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. claras pueden dar lugar á diversas interpreta- 
ciones, pero estas no pueden en caso alguno 
ser motivo de alarma, cuando ellas han de 
aclararse á la luz de un criterio sano y hon- 
rado. 

El tratado de Enero circunscribía así la 
materia del arbitrage, en los límites raciona- 
les. 

Se habla ahora de Plenipotenciarios ad hoc^ 
nombrados por uno y otro Gobierno para que 
determinen la materia del arbitrage. 

Esto equivale á delegar esta facultad en un 

tercero en discordia, lo cual no es conveniente 

»ni decoroso para nuestro pais; porque ello 

importaría en realidad, en el hecho, acceder á 

lo que venimos resistiendo. 

¿Consentiremos en someter al fallo de un 
tercero nuestro dominio en la parte de la Pa- 
tagonia que se estiende al Sur del Rio Negro? 

Creo haber demostrado que Chile no tiene 
pretesto para exigirlo, y esa condescendencia 
sería además depresiva de la dignidad nacional 
que Chile mas que ninguna otra nación debe 
respetar en el pueblo Argentino porque le 
debe la suya propia, porque le debe su digni- 
dad de pueblo soberano. Terminantemente, nó 
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porque sería violatorio del Tratado de 1856. 

Chile no exhibe un solo título que abone 
tan monstruosa pretensión. 

¿Invocará las capitulaciones de Camargo, 
de Alderete ó la ley de la Audiencia de San- 
tiago? 

Pero esas capitulaciones y esa ley no seña- 
lan límites á la Patagonia ni la mencionan si- 
quiera. 

¿Con qué documento podrá aquella canci- 
llería decir: en el siglo xvi, ó en la época tal, 
comprendía Chile la región austral hasta el 
Rio Negro? No existe uno solo. 

Como lo he demostrado, la Patagonia se es- 
tiende hasta el Rio de la Plata: la limitación 
que de ella hace Chile en el Rio Negro es ar- 
bitraria y antojadiza. 

Tal como es ella, poblada por mas de cien 
mil argentinos, con mas habitantes que San 
Juan y Mendoza, es tan argentina como cual- 
quiera otra provincia de la República. Lo es 
mas aún que las provincias mencionadas, por- 
que estas pertenecieron en un tiempo á Chile, 
y la Patagonia desde sü descubrimiento no 
reconoció otra soberanía que la del Gobierno 
del Rio de la Plata. 
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Y no se diga que la pretensión chilena deja 
de ser injuriosa porque reclame arbitros para 
un territorio despoblado, porque este com- 
prende dos poblaciones argentinas: el Chubut 
y Mercedes situadas, á la margen derecha del 
Rio Negro. Ni el despoblado sería razón para 
fundar un litigio. ¿Consentiríamos mañana en 
que un arbitro resolviera si es chilena ó ar- 
gentina la parte inhabitada de Mendoza? No, 
seguramente. ¿Y cómo consentirlo entonces 
en Patagonia? 

Me he propuesto tomar en cuenta todas las 
observaciones que se hacen á favor de la pro- 
posición que impugno; solo me queda una re- 
petida con frecuencia y es esta: 

Si nuestro derecho á la Patagonia es tan 
evidente, se dice, y si por otra parte, Chile 
no tiene título alguno sobre ella ¿porqué no 
la sometemos á arbitrage? 

La respuesta, á mi juicio, es fácil: no la 
sometemos á arbitrage precisamente por esa 
razón; porque nuestro derecho es evidente y 
Chile no exhibe título alguno. Si hubiese si- 
quiera la sombra de una duda, que venga en 
buena hora un arbitro á disiparla. 

Pero ninguna nación del mundo que estima 
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V 

en algo su dignidad y su decoro recurre á un 
tercero para que la libre de las exigencias ca- 
prichosas de otra. 

Ellas no reconocen, como los individuos, 
una autoridad superior encargada de adminis- 
trar justicia, y no pueden, por lo tanto, ser 
antojadizamente arrastradas á la barra de un 
tribunal. 

Cuando se trata de un derecho claro, cierto, 
incontestable, dice el oráculo de Chile D. An- 
drés Bello, el soberano puede defenderlo á 
todo trance, sin admitir términos medios, ni 
someterse á la decisión de arbitros (*). 

En el derecho público, lo mismo que en e 
derecho privado, existen, además, ciertas cues- 
tiones que no son susceptibles de ser someti- 
das á la decisión de un arbitro. Tales son las 
qu« importan una violación clara y evidente 
de principios reconocidos, dicen Wattel y Fi- 
llimore. Las que afectan al decoro de una na- 
ción que ha contraido como tal la obligación 
imperiosa de hacer respetar su soberanía y 
su integridad territorial. 

El arbitrage no es la mediación. 

A diferencia de esta, aquel solo puede apli- 

[*} Derecho mternaoioiial, pt I, oap. XI, § 2<^ . 
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€arse á las cuestiones de naturaleza realmen- 
te litigiosa; y no puede tacharse al Estado que 
lo rechaza de que perturba el orden público 
ó provoca á la guerra, porque no es admisible 
que se sometan á un juicio de esa especie las 
cuestiones en que su dignidad se halla inte- 
resada ó sean de tan notorio derecho que no 
haya lugar á dudas, pues que aceptarle, dicen 
los tratadistas, equivaldría á establecer un 
precedente funestísimo {*). 

El arbitrage, ha dicho un notable publicis- 
ta, puede recaer sobre toda especie de desa- 
cuerdo ó debate internacional, escepto aque- 
llos en los cuales el honor ó la dignidad 
nacional están directamente en juego y que 
derivan de un sentimiento íntimo, por así 
decir personal, de que un tercer Estado no 
podría hacerse juez (**). 

¿Y qué sentimiento puede haber mas íntimo 
y personal que el sentimiento de la indepen*- 
dencia argentina, que Chile pretende poner* en 
tela de juicio? 



(♦) Grocio, «Droit de la gruerre et de la paix* lib. Ill/cap. 20, § 48— Ei- 
quelme, 'Derecho público internacional", lib. I, tit. I, cap. 8o. — Bello» 
■Derecho internacional «parte I, cap. 11. §2© — Wildman; "International 
law", tomo I, pág. 186 — Wncaton, «Elementa du droit iñtemational", parte 
III, cap. 2© I 18 — Caso ocurrido en 1844 entre España v Marraeoos, en 
que aquella nación rechazó el arbitrage propuesto por la Francia y la In- 
fflaterra, «porque no se trataba de cuestiones dudosas*. 

(♦•) CálTO, 'Droit International", t. I, pág. 790— DeCarld, "L'arbitrage". 
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¿Qué puede haber mas depresivo de la dig- 
nidad nacional que admitir la arbitrariedad 
y la codicia del vecino como única medida de 
la estension del litijio? 

La misma cancillería chilena no sabe lo que 
pretende. Condición evidente de falta de ra- 
zón. Hasta 1872 se limitó á disputar la sobe- 
rania del Estrecho. En aquella épocaf dá el 
salto mortal del absurdo, y en alas de la co- 
dicia lleva sus aspiraciones hasta el Rio Dia- 
mante. El retroceso era inevitable y seis 
meses después desandaba 100 leguas para 
detenerse á las márgenes del Rio Negro, en 
el Carmen de Patagones. No paró en esto. 
Cualquiera creería que para el señor Ibañez 
la cuestión de límites era un viaje de recreo, 
cuando nueve meses después lo hallamos á 
las márgenes del Rio Colorado. 

El Ministro Chileno se embarcaba en la 
' nave de su fantasía sin prever á donde iría 
á parar. 

Buscaba la tierra Patagónica en el mapa de 
la Colonia, con la avidez con que los prime- 
ros conquistadores buscaban los Cesares j el 
Dorado. 

En' sus largas cavilaciones entrevio indu- 



— 201 — 

dablemente que ella se prolongaba hasta el 
Rio de la Plata en que bullía una población 
viril y emprendedora. El dilema de Shakes- 
peare debió entonces plantearse ante la men- 
te del nuevo Hamlet: ser ó no ser; todo ó 
nada. 

He ahí el problema. 

A la cancillería chilena no le queda ahora 
mas que una salida decorosa: optar por la se- 
gunda alternativa, circunscribiéndose al Es- 
trecho, porque de las consideraciones legales 
que hemos aducido resulta á la evidencia que 
su pretensión al dominio de la Patagonia 
constituye una de aquellas grandes iniquida- 
des, magna latrocinia^ condenadas por la ley, 
los antecedentes históricos, los testimonios 
mismos de Chile y los principios universales 
del derecho de gantes. 
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STATU QUO 

tfVMARio — Doble fas de la cueetion límites— Poaesion de Chile en 1856 — 
Actoe de jariadiooion practicados (por la Bepública Argentina dei' 
pues de 1810— El «statu qao* de 1872— Avances de Chile— La ocu- 
pación en derecho internacional. 



En la cuestión de límites- que debatimos 
con Chile, es necesario distinguir dos faces: 
la primera es aquella que afecta el dominio 
internacional, la propiedad de los territorios 
en litigio; la segunda se refiere á la posesión 
real y efectiva que cada nación pretende ejer- 
cer provisionalmente en tanto que el arbitro 
resuelve la primera. 

Hemos limitado el dominio litigioso á la 
Península de Brunswick y la Tierra del Fue- 
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go. Tócanos examinar ahora la siguiente 
cuestión: 

¿Cuál era la posesión provisional de las dos 
naciones en 1856 j en 1872? ¿Hay un statu- 
quo de aquella fecha? 

Es evidente que la celebración de un tra- 
tado con el objeto de fijar una base que re- 
suelva la legitimidad ó ilegitimidad de una 
fundación, importa la prohibición de practi- 
car actos nuevos, hechos de ocupación pos- 
teriores, que el tratado mismo se propuso 
reprimir. 

Ahora bien: al celebrarse en 1866 el que ' 
aplazaba la cuestión de límites pendiente en- 
tre la República Argentina y Chile, para re- 
solverla después por medios pacíficos y ami- 
gables, ¿cuál era la ocupación real y efectiva 
de ambas naciones? 

Resolver esta cuestión es determinar ei 
statu quo implícito de 1856 y esplícitamente 
convenido en. 18 72. 

¿Cuál era la posesión real de Chile en aque- 
lla fecha? 

El Ministro Ibafiez nos lo dice claramente 
con estas palabras: "desde la fundación de 
Punta Arenas ningún acto ha llevado á cabo^ 
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En 1810 desde las poblaciones del Carmen 
y San José, situadas en el centro mismo de 
la Patagonia, y desde la colonia de Malvinas 
hacia la estremidad Sur, el Gobierno Argenti- 
no dominaba, poseía, legislaba sobre esa vasta 
región, de su esclusiva soberanía y dominio. 

La gobernación político-militar de la Pata- 
gonia, estendida desde el Rio de la Plata has- 
ta el Estrecho de Magallanes, había sido orea- 
da por resolución del Virey Vertiz, fecha 
Noviembre 15 de 1780, y aprobada por Real 
Orden, datada en San Ildefonso á 9 de Se- 
tiembre de 1781. Con el asiento de sus auto- 
ridades en el Rio Negro; designadas estas con 
el título de Gobernadores de Armas^ primero. 
Comandantes político-militares,despues, vféne 
á ser una parte tan integrante de la República 
Argentina, como cualquiera de las otras ca- 
torce provincias que la constituyen. ¿Cuáles 
son esos actos de dominio? Enumeremos al- 
gunos. 

II 

Desde 1810, por decreto de Julio 21, la 
Junta Provincial Gubernativa, habilita el Rio 
Negro como puerto menor. 
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Bn 1811 ordena el abandono de la ppbl?.^. 
cion de San José, situada cuarenta legua» 
mas al Sur. 

En 1815 se ocupa de trasladar el ganado 
vacuno de esta Península á aquel puerto. 

En 1820 concede la elabaracion de minas 
de sal del establecimiento de Patagónicas. 

En 1821, durante la fecunda administración 
de Rivadavia y el General Rodríguez, envía 
pobladores al Sur del Rio Negro; reglamenta 
la pesca de anfibios en toda la Costa Patagó- 
nica; envía á ella buques de guerra que hacen 
efectivo contra los buques estraugeros el im- 
puesto de cinco pesos por tonelada; resolvien- 
do en la misma fecha, que la población de 
Patagónica envíe un diputado a la Legislatura. 

En 1828 otorga á la Colonia fundada en las ' 
Islas Malvinas el derecho esclusivo á la pesca 
en todas ellas y en las costas del continente al 
Sur del Bio Negro de Patagones. 

En 1829, por decreto de Julio 10, que lleva 
la firma del General Rodríguez y su Ministro 
D. Salvador María del Carril, se establece el 
derecho Argentino sobre las Islas adyacentes 
al Cabo de Hornos, inclusa la que se conoce 
bajo la denominación de Tierra del Fuego^ fun- 

• 37 
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d&do en el consentimiento de las principales 
potencias marítimas de Europa y por la adya- 
cencia de estas islas al continente queformaha 
él Vireináto de Buenos Aires, de cuyo gobierno 
dependía. En esta Tirtud decreta: 

" Art. 1** Las Islas Malvinas y las adyacentes 
al Cabo de Hornos, serán regidas por un Co- 
mandante político y militar, nombrado inme- 
diatamente por el Gobierno de la República". 

En el mismo año, D. Luis Vernet comu- 
nica haber tomado posesión de Malvinas codio 
comandante político y militar de esa isla» 
Tierra del Fuego y adyacentes. 

En 1831 dicta un decreto permitiendo en 
la Costa Patagónica la pesca de anfibios, pro - 
hibida en 1829. 

Ed 1832 envía la Sarandí al Estrecho de 
Magallanes y á la Isla de los Estados, mien- 
tras que el Comandante Pineda remite eJ ac- 
ta de ocupación de Malvinas, en que se lee lo 
siguiente: "he dado posesión del mando del 
establecimiento de Malvinas, islas adyacen- 
tes y Costa de Patayones hasta el Cabo de 
Hornos y Tierra del Fuego al Comandante Mi- 
litar y Político nombrado por el Exmo. Go- 
bierno de Buenos Aires ". 
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al Sur del mismo río á D. Ernesto Bouquaud. 

V En. Agosto del mismo año 71, dicta la ley 

sobra la estraccion de huano en toda la Costa 

Patagónica. • - • 

.¿Reclamó" alguna nación contra nuestros 
actos de soberanía en la región austral? Nin- 
guna-absolutamente. 

El dominio argentino hasta el Cabo de 
Hornos fué, por el contrario, esplícitamente 
reconocido: por el Gobierno Francés en 1830 
con motivo de las esploraciones geográficas 
confiadas áMr. Bavial; por el Gobierno Orien- 
tal en 1831, á causa de las pesquerías de la 
goleta "Unicornio"; en 1832 por el Gobierno 
Inglés' con motivo de los reconocimientos de 
Fitz-Roy y por el de la Union Americana en 
el incidente sobre el "Lexington" acaecido en 
la misma fecha; por el Gobierno Chileno mismo 
que en todas sus leyes, fijó los Andes como el 
fin de su territorio y el principio del nuestro. 

El Estrecho correspondía en su totalidad á 
estagobernacion desde la Real cédula de 1876 
en que se le adjudica toda la Costa Oriental 
hasta .Magallanes, inclusive este, y sucesiva- 
mente hasta el Cabo de Hornos (*). 

(*) Seiterada en 1m B. O. de Febrero 25 de 1768 y Ágovto ¿4 de 1770. 
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Ocupado en 1843 por Chile, el tratado de 
56, nos impuso implícitamente la obligación 
de no penetrar en él mientras que el arbitra- 
ge estipulado no ordenara á Chile la devolu- 
ción. 

El statu quo de 1856, puede, pues, espregar- 
se así: Chile no avanzará de Punta Arenas, la 
República Argentina no penetrará en el Es- 
trecho. 

Vamos á ver ahora, como ese statu quo fué 
esplícitamente acordado en 1872 y violado 
después por Chile. 

Con motivo de un aviso publicado en el 
Times por la Legación Chilena, sobre la es- 
traccion del huano de las Islas "Magdalena" 
y "Quaster Master" (siete leguas al N. E. de 
Punta Arenas) el Plenipotenciario Argentino 
celebró una conferencia con el Ministro Chi- 
leno, de la cual dá cuenta en su nota fecha 
2 de Mayo de 1872, escrita en parte de puño 
y letra del Sr. Ibafiez y en la que este ma- 
nifiesta: "que el ánimo del Gobierno no ha- 
bía sido incluir en él toda la costa oriental 
de la Patagonia ni oponerse á la jurisdicción 
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ejercida por la República Argentina en las eos- 
tas d$l Mar Atlántico^ que su objeto era im- 
pedir que vinieran algunos buques de Europa, 
como había sucedido, á cargar huano dentro 
del Estrecho mismo". 

El Ministro Argentino replicó por su parte 
que miraría toda esplot.acion del territorio si- 
tuado al Este de Punta Arenas como una vio- 
lación del statu quo. 

Este fué fijado en los mismos términos por 
la nota fecha Junio 28 de 1872, en la quo el 
Gobierno Chileno contrae este compromiso: 
"hasta tanto no se haya celebrado con V. S. 
un acuerdo especial, no se procederá ala ena- 
genacion del huano que contienen las islas 
del Estrecho que han dado lugar á esta recla- 
mación " . 

He ahí el statu quo esplícitamente conveni- 
do en 1872 y adoptado de una manera implí-^ 
oita en 1856. 

Chileno avanzará de Punta Arenas, m 8i« 
quiera para enagenar el huano de las islas; 
inmediatas; la República Argentina no pene* 
trará en el Estrecho. 

¿Quién ha respetado ese statu quo^ quién lo- 
ba violado? 
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IV 



Cuatro meses después de la conferencia de 
1* de Mayo, la Legación Blest Gana, desco- 
nocía ya la promesa de no oponerse á la ju- 
risdicción Argentina en el Mar Atlántico, 
protestando contra una concesión de tierras 
en Santa Cruz, donde se habían hecbo otras 
iguales en 1868 y 1871, sin contradicción de 
nadie (*). 

Se insinuaba por primera vez en este do- 
cumento que Chile estimaba como suya la Pa- 
tagonia, sacando así la cuestión principal, del 
Estrecho, tínico punto en litigio. Haciendo 
además una lamentable confusión de la cues- 
tión de dominio y la de posesión, iba hasta 
oponerse á la jurisdicción Argentina en toda 
la Patagonia, sin limitación/ 

Estimulado por la moderación de nuestro 
gobierno, alentado por la impunidad, en Fe- 
brero de 1873, el Ministro Ibafiez organiza 
una espedicion á Rio Gallegos con los elemen- 
tos necesarios para fundar una población, y en 
26 de Junio del mismo año la Legación Chi- 
lena agrega, que "su Gobierno no consentirá 

(*) Kota BlMt Oaa»— Agoftó 10 de 1S79. 
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acto alguno que amengüe su soberanía, en to- 
da la estension de los territorios de que se 
encuentra en actual y pacífica posesión, y que 
tienen su límite natura} en el Rio Santa 
Cruz". 

No pararon aquí las agresiones de Chile. 
En Octubre, ordena la construcción de un fa- 
ro en el Cabo de las Vírgenes. En Noviembre 
provee á Mr. Pertuisset de lo necesario pa- 
ra realizar una esploracion en la Tierra del 
Fuego. 

En Febrero de 1874 se realiza una espedi- 
cion á Santa Cruz y se construye en él una 
casa de madera, dejando algunos soldados con 
drden de enarbolar el pabellón de Chile. En 
Mayo concede á Pertuisset la Tierra del Fue- 
go y la isla Dawson. En 1876 baliza Punta 
Dungeuess, Cabo Gregorio y otros puntos del 
Estrecho, al Este de Punta Arenas. El 27 de 
Abril de 1876 se apodera de la Jeanne Amélie 
que cargaba huano en Monte León con auto- 
rización del Cónsul Argentino en Montevideo. 
En Octubre de 1878 captura, finalmente, el 
buque Devonshire en el mismo punto en que 
lo fué la Jeanne Amélie. Y algo que agrava 
estos avances es que ellos eran acompañados 
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con promesas de respetar el statu quo (*). 

Así cumplió el Gobierno Chileno el com- 
promiso contraido en 1872, cuando ofrecía 
respetar la jurisdicción argentina en el Atlán- 
tico y no proceder á la enagenacion del huano 
de las islas situadas en el Estrecho. 

V 

Chile en Punta Arenas, la República Ar- 
gentina en el Atlántico, tal es el stata quo im- 
puesto por el tratado de 56 y la negociación 
de 1872. 

Por consiguiente, al retirarse Chile de San- 
ta Cruz, por el término de catorce meses, no 
nos hace una concesión que deba tenerse en 
cuenta ó qqe merezca reciprocidad, porque 
no ha debido salir jamás de Punta Arenas, 
sino circunscribirse á esta, hasta que el arbi- 
tro resuelva la cuestión de dominio. 

En cuanto al statu quo del tratado Sarratea, 
se reduce á lo siguiente: 

"Chile ejercerá jurisdicción en el mar y cos- 
tas del Estrecho, canales é islas adyacentes, 
y la República Argentina en el mar y costas 
del Atlántico é islas adyacentes". 

(*) Notas de Ibañez, Octubre 29 de 1872, Slarso 6 de 1873, Abril y Jmüo 
28 de 1874.— Sesión de la Chámara de D.D. de Chile, Junio 26 de 1872.— Sesión 
de la Cámara de Senadores, Noviembre 26 de 1873.— «El Araucano" núm. 
4d76. 
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Caalquiera que tenga á la vista un mapa 
del Estrecho comprenderá los inconyenientes 
de semejante statu quo. 

Deja en primer lugar á iOhile en plena po- 
sesión de todo el Estrecho con sus islas cor- 
respondientes; mientras que el de 1856 y 
1872, neutralizaba la parte situada al Este do 
Punta Arenas é impedía la enagenacion del 
huano de esas islas. 

En segundo lugar, confiere á Chile juris- 
dicción sobre las cohtas del Estrecho. 

Pero la costa setentrional del Estrecho es 
costa Patagónica y las cincuenta leguas de esa 
costa, contadas desde el el istmo de la Penín- 
sula de Brunswick hasta la boca oriental, no 
son costas lítijiosas. 

Reconocer en ellas jurisdicción á Chile, — 
¿no importa incluir la Patagonia en el arbitra- 
je? ¿No importa evidentemente estender la ju- 
risdicción de aquella nación á una costa argen- 
tina que no puede ser materia del compromiso? 

¿La Patagonia oriental queda ó nó incluida 
en el arbitrage? 

Se dice que nó, ¿pero entonces cómo se atri- 
buye á Chile jurisdicción sobre cincuenta le- 
guas de costa Patagónica. 
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Otro iücOQveQiente del datu quo, e$ que 
considera provisional, interina, la jarisdigai^u 
argentina "en el mar y costas del Atlántico é 
islas, adyacentes". 

¿Pero hasta donde llega e^a interinidad? 
¿Hasta el Estrecho en que termina el teitíto- 
rio litigioso, -hasta el Eio Negpro como lo en- 
tiende Chile, 6 hasta el Rio de la Plata? 

Es lo que convendría decir y el tratado ü^ 
lo dice. 

Toda la razón invocada por aquel Gobiendo 
para estender su jurisdicción hasta Santa 
Cruz es la de que ese rio forma el límite na- 
tural de Punta Arenas. Pero límite naturia 
eB también el Bio Gallegos y áobre todo el 
Estrecho de Magallanes, al |jste, és nó sote 
límite natural, sino también límite legal áá 
territorio en litigio. 

Si este solo llega hasta el paralelo 53% ¿no 
es absurdo pretender que la posesión pr'oví« 
sional de Chile se estienda hasta él 51^? Del 
Estrecho al Norte la posesión argentina es 
permanente é incontestable como áu derecho 
de dominio; del Estrecho hacia el Sur^ bastar 
el Cabo dé Hornos, es provisional y li^igiola. 
Bd lo <|we debía significar el feÉats^. 
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' . Algo particular ocurre en esto,^ y es lo si- 
guiente: mientras que Chile pretende con la 
colonia Punta Arenas venir hasta el Atlántico, 
el acta de fundación la limita al Occidente de 
los Andes y clama contra la usurpacioi;i^ 

En esa acta se espresa que el territorio ocu- 
pado pertenece á la República de Chile en 
virtud del articulo V^ de su Constitución poli- 
tica. 

¿Qué dice esa Constitución? Que el territo- 
. rio chileno está limitado entre el Pacífico y 
lo» Andes; y sin embargo, en virtud dé Punta 
Arenas se pretende poseer cien leguas de cos- 
ta en el Atlántico. 

La ocupación además no es un título del 
derecho internacional sino cuando se refiere 
á territorios que son res nullius^ que están aun 
por descubrirse. ¿Pensará el gobierno chileno 
que en 1843 descubrió el Estrecho y laPata- 
gonia, por intermedio del Capitán Williams, 
nuevo émulo de Magallanes? 

La ocupación como fuente del dominio in- 
teríiacional debe estar ejcenta de todo vicio 
que pueda invalidarla. Como lo enseña Q-rocio, 
el- fundador del Derecho de Gentes, ella Re- 
quiere, como elemento esenciaU'la buena £é 
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con que se adquiere y se conserva y no haber 
violado un derecho preexistente. Y bien: ¿pue- 
de reputarse de buena fé una ocupación pro- 
testada en 1847, impugnada en 1856 y discu- 
tida consecutivamente desde su origen? 

Por lo demás, la Península de Brunswick 
con unaestension de mas de 200 leguas cua- 
dradas de superficie, es mas que suficiente 
para una colonia de 500 habitantes. No se 
dirá que están espuestos á asfixia; pues que 
habrían de trascurrir siglos, y eso en la hipó- 
tesis de una prosperidad mas que dudosa, para 
que la colonia de Punta Arenas pudiese pre- 
tender que ocupaba toda esa Península. 

La República Argentina no puede, pues, sin 
mengua de su decoro, considerar provisional, 
interina la jurisdicción que como nación so- 
berana é independiente, le corresponde en todo 
el territorio, que por el hecho de esa indepen- 
dencia ha sometido á su imperio. 
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línea divisoria de las aguas, y por consiguien- 
te en territorio argentino. 

V 

La materia del compromiso en arbitros se 
halla limitada al Norte por el paralelo o3°; es 
decir, el arbitrage recaerá única y esclusiva- 
mente sobre la Península de Brunswick y la 
Tierra del Fuego. 

VI 

* 

El dominio Argentino en la Patagonia 
Oriental no es susceptible de arbiti'age. 

VII 

El statu qiío de 1856, esplícitamente conve- 
nido en J872 impone á Chile la obligación de 
no avanzar de Punta Arenas y á la República 
Argentina la de no penetrar en el Estrecho. 



Al emprender este trabajo nos proponía- 
mos colocar la Patagonia Oriental fuera del 
arbitrage, poniendo de relieve la monstruosi- 
dad que encierra la pretensión chilena. 

Lo hemos conseguid o, y nadie se atreverá 
á decirnos ahora: mira il hacia el Sur, he ahí... 
leguas de tierra que darán de su seno la 
prosperidad y la riqueza cuando el agricultor 
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ese avanzado de la civilización haga brotar la 
dorada espiga. Contemplad todo ese nuevo 
paraiso, pero dejádselo á Chile, que en cam- 
bio él os permitirá dormir tranquilos el sueño 
del oprobio y la vergüenza! Jamas, aquel que 
vacile ante el fantasma usurpador salido del 
abismo de las Cordilleras; aquel que confíe á 
un arbitro la conservación de la honra y de 
la integridad nacional, será digno de que pal- 
pite en su pecho un corazón argentino, ni 
que brille sobre su frente libre el sol de la 
patria. 
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